El elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio y el estándar de condena by Martínez Torres, Jenice Katherine














EL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO PENAL DE FEMINICIDIO Y EL 
ESTÁNDAR DE CONDENA 











Bogotá D.C., Colombia 
2019
UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA 
FACULTAD DE DERECHO 

















Presidente de tesis: Dr. Jaime Bernal Cuellar 
 
 
Director de tesis:  Dra. Ángela María Buitrago Ruíz 
 
 
Examinadores:  Dr. Gerardo Barbosa Castillo. 






INTRODUCCIÓN ............................................................................................ 6 
CAPÍTULO 1. APROXIMACIONES AL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO 
PENAL DE FEMINICIDIO: DEL UXORICIDIO AL USO INDISCRIMINADO 
DEL TÉRMINO FEMINICIDIO ...................................................................... 15 
1.1. HISTORIOGRAFÍA DEL DERECHO PENAL DESDE 1837 HASTA EL 
2007: LA DISCRIMINACIÓN INSTITUCIONAL, LOS ESTEREOTIPOS DE 
DIFERENCIACIÓN Y LA NORMALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA HACIA LA 
MUJER ......................................................................................................... 15 
1.1.1. La muerte de la mujer en el Código penal de 1837: la necesidad de 
restablecer el honor ...................................................................................... 17 
1.1.2. La muerte de la mujer y la inculpabilidad absoluta: ¡Tenía derecho a 
matarla .......................................................................................................... 21 
1.1.3. La muerte de la mujer y el perdón judicial: ¡La maté por amor! .......... 23 
1.1.4. La muerte de la mujer, la ira y el intenso dolor y la práctica judicial: ¡Era 
excusable que la matara! .............................................................................. 29 
1.1.5. La muerte de la mujer y una realidad social escondida: ¡En todas las 
circunstancias la muerte de una mujer es igual a la de un hombre! ............. 33 
1.1.6. La influencia de la religión en las codificaciones punitivas.................. 35 
1.2. ANTECEDENTES NACIONALES E INTERNACIONALES DE LA 
CONSAGRACIÓN DEL FEMINICIDIO COMO TIPO PENAL AUTÓNOMO . 42 
1.2.1. La nueva ola constitucional: La laicización del Estado y la apertura al 
derecho internacional .................................................................................... 43 
1.2.2. Los movimientos sociales ................................................................... 47 
1.2.3. El desarrollo del derecho universal y regional sobre la violencia de 
género y su incidencia en Colombia ............................................................. 50 
1.2.3.1. Sistema Universal ............................................................................ 51 
1.2.3.2. Sistema Interamericano ................................................................... 55 
1.2.4. La Ley 1257 de 2008: La incorporación de la causal de agravación 
punitiva: ¡Una realidad que se nombró con escasos rendimientos prácticos!
 ...................................................................................................................... 57 
1.2.5. El único pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia en vigencia 
de la Ley 1257: ¡una aproximación! .............................................................. 59 
CAPITULO 2. EL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO PENAL DE 
FEMINICIDIO ................................................................................................ 62 
4 
 
2.1. LOS CASOS PARADIGMÁTICOS DE FEMINICIDIO, EL CICLO DE 
DISCRIMINACIÓN Y EL ELEMENTO SUBJETIVO ...................................... 62 
2.2. LA TIPIFICACIÓN DEL FEMINICIDIO COMO DELITO AUTÓNOMO EN 
LA LEY 1761 DEL 2015 Y EL PRINCIPIO DE DILIGENCIA DEBIDA .......... 67 
2.2.1. Los elementos contextuales en el tipo penal de feminicidio................ 71 
2.2.1.1. El bien jurídico en el feminicidio ....................................................... 73 
2.2.1.2. Causar la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer o por su 
identidad de género ...................................................................................... 78 
2.2.1.2.1. La identificación del elemento subjetivo y la importancia de probar 
la discriminación ........................................................................................... 84 
2.2.2. El principio de diligencia debida y los avances de la Fiscalía General 
de la Nación .................................................................................................. 92 
2.3. LA RECONSTRUCCIÓN PROBATORIA DEL ELEMENTO SUBJETIVO 
EN EL TIPO PENAL DE FEMINICIDIO ........................................................ 95 
2.3.1. Las experiencias comparadas .......................................................... 103 
2.3.1.1. Modelo de Protocolo Latinoamericano de Investigación de las 
Muertes Violentas de mujeres por razones de género, emitido por el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos humanos ........... 103 
2.3.1.2. La prueba indiciaria en la Corte Interamericana ............................ 104 
2.3.1.3. La experiencia en España .............................................................. 104 
2.2.1.4. La recolección de la prueba en Argentina ...................................... 106 
CAPÍTULO 3. CRÍTICAS AL ESTÁNDAR PROBATORIO PARA LA 
CONDENA, EN SU RELACIÓN CON EL FEMINICIDIO EN COLOMBIA: LA 
APUESTA POR ELEVAR LA OBJETIVIDAD Y LOS APORTES DE LA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO .................................................................... 109 
3.1. EL ESTÁNDAR PROBATORIO DE CONDENA EN COLOMBIA Y SU 
RELACIÓN CON EL FEMINICIDIO ............................................................ 109 
3.1.1. El estándar probatorio de condena en Colombia .............................. 110 
3.1.2. Críticas a los estándares probatorios de la certeza y convencimiento 
más allá de toda duda razonable, en relación con la demostración del 
elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio en Colombia: Análisis del 
funcionamiento actual ................................................................................. 113 
3.2. LA APUESTA POR UN ESTÁNDAR PROBATORIO EXIGENTE DE 
ALTA OBJETIVIDAD ¡CONCILIANDO LA EPISTEMOLOGÍA Y LAS 
TEORÍAS FEMINISTAS RADICALES! ....................................................... 142 
5 
 
3.3. EL ESTÁNDAR PROBATORIO EXIGENTE ¿EN QUÉ CONTRIBUYEN 
LAS TEORÍAS FEMINISTAS RADICALES? ............................................... 150 
3.4. LOS ESTÁNDARES PROBATORIOS DE CONDENA, LA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO Y EL LOGRO DE LA OBJETIVIDAD: 
PROPUESTA DEL PASO A PASO ............................................................. 155 
3.4.1. Los puntos de partida: la inocencia y la eliminación de prejuicios .... 156 
3.4.2. La identificación del objeto del conocimiento .................................... 160 
3.4.3. Valoración de los indicios para demostrar el objeto del conocimiento
 .................................................................................................................... 162 
3.5. OTRAS CONSIDERACIONES ............................................................. 175 
CONCLUSIONES ....................................................................................... 178 
























El derecho penal en Colombia ha sido desigual en el tratamiento jurídico de 
las mujeres respecto de los hombres. Esto ha llevado a que, históricamente, 
ciertas conductas de las mujeres se consideren reprochables y que los mismos 
comportamientos realizados por los hombres no lo sean, por ejemplo el 
adulterio. El reproche penal, se ha erigido para tutelar bienes jurídicos como 
la familia y el honor varonil. 
 
Los códigos penales colombianos de 1837 al 20001, afianzaron la desigualdad 
de mujeres y hombres, al brindar beneficios jurídicos, respecto de aquellos 
varones que causaran la muerte de su legítima esposa, ascendiente o 
descendiente, que haya sido encontrada sosteniendo relaciones sexuales con 
persona distinta de su cónyuge  o en actos preparatorios a las mismas. El 
uxoricidio fue cobijado con causales de exoneración de responsabilidad, como 
la inculpabilidad absoluta y el perdón judicial y, luego, su punibilidad fue 
atenuada con el instituto de la ira y el intenso dolor. Sin embargo, el legislador 
no estableció las mismas consecuencias, para la mujer que matara al hombre, 
que fuera encontrado en adulterio, pues este delito tenía un sujeto activo 
calificado referido a la población femenina. 
 
Hoy en día el honor varonil, sigue siendo considerado en los escenarios 
judiciales para atenuar la punibilidad, cuandoquiera que se vea afectado por 
el comportamiento de la mujer, al considerar que ésta, puede ser un agente 
provocador y que el ejercicio de su autonomía, desencadena en un acto grave 
e injusto, que propicia atentados contra su humanidad2. 
 
 
1 Cuando se aborde cada Código Penal, se hará la referencia específica a las fuentes de donde fueron 
consultados. 
2 En el aparte correspondiente, se abordará la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, donde se hacen estas consideraciones. 
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Esta desigualdad entre hombres y mujeres en el ámbito del derecho penal, ha 
sido afianzada por patrones culturales, ideológicos y religiosos fundados en la 
diferencia de sexos, que asigna al hombre roles sociales relacionados con la 
fuerza, el trabajo, la inteligencia, el poder y la participación en el foro público; 
mientras que a la mujer, se le encarga la función reproductiva, la crianza de 
los hijos, la generación de afecto, amor y su disposición para el escenario 
privado. 
 
La asignación de estos roles sociales, ha pretendido ubicar al hombre en una 
posición jerárquica superior a la de la mujer y ha formado en aquél, la 
convicción de que es dueño y señor del cuerpo y sexualidad de ésta. Por ello, 
cualquier actuación de la mujer que tienda controvertir o subvertir esos 
preceptos unilaterales, han sido tomados por el derecho penal, como actos de 
amor o pasión intensa en escenarios íntimos o derechos de disposición y 
ejercicio de poder en ámbitos públicos. 
 
Los celos, la obsesión, la persecución, el control, la imposición de reglas de 
conducta, la no aceptación al rechazo, son comportamientos varoniles, a los 
cuales, el poder judicial les ha restado gravedad. En su lugar, ha considerado 
que los mismos son normales en relaciones de pareja y constituyen actos de 
amor y de pasión que, en todo caso, son propiciados por las actuaciones de la 
mujer. 
 
Estas concepciones se han afincado en las mentes de los jueces, quienes han 
naturalizado estos comportamientos para, en un principio (desde 1837 a 1980) 
exonerar de responsabilidad los asesinatos de mujeres, cuando han 
concurrido tales circunstancias, luego (de 1980 al 2008) aminorar la 
responsabilidad penal y, hoy en día, hacer valoraciones subjetivas de la 
prueba, que les impide llegar a un convencimiento más allá de toda duda 
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razonable, sobre la demostración del elemento subjetivo del tipo penal de 
feminicidio. 
 
El derecho internacional de los derechos humanos3 y las teorías feministas 
radicales4, han puesto de presente la necesidad de consagrar el delito de 
feminicidio, como tipo penal autónomo, con el fin de que sea nombrada una 
realidad que históricamente había sido naturalizada, referida a  la existencia 
de causas por las cuales, asesinan a las mujeres y que las mismas causas, no 
están presentes en los asesinatos de los hombres.  
 
Matar a una mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad de género, es 
el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio (distinto del dolo)5, que 
diferencia los asesinatos de las mujeres, de las muertes perpetradas en contra 
 
3 Los instrumentos internacionales de derechos humanos referidos a las garantías de las mujeres se 
abordan con un enfoque descriptivo en el acápite 1.2.3. Luego, en el aparte 3.3 se estudian estas 
previsiones normativas desde una perspectiva analítica y correlacional, de cara a las teorías feministas y 
los aportes a los niveles de objetividad en el estándar probatorio de condena. 
4 Se escogieron a las siguientes autoras feministas radicales: LAGARDE, Marcela. Antropología, 
feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En BULLEN, Margaret 
& DÍEZ, Carmen (coords.). Retos teóricos y nuevas prácticas. San Sebastián: Ankulegi Revista de 
Antropología Elkartea. 2008, pp. 211- 250. LARRAURI, Elena. Mujeres y Sistema Penal. Buenos Aires: 
B de F, 2008. LARRAURI, Elena. Control formal y el Derecho penal de las mujeres. En: LARRAURI, 
Elena. Mujeres, Derecho Penal y Criminología. España: Siglo XXI Editores, 1994. AGATÓN, 
Santander Isabel. Justicia de Género. Un asunto necesario. Bogotá: Editorial Temis, 2013. AGATÓN, 
Santander Isabel. Si Adelita se fuera con otro. Del feminicidio y otros asuntos. Bogotá: Temis, 2017. 
Igualmente, MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de 
género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 138. SAGOT, Monserrat. Estrategias 
para enfrentar la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde América Latina. Revista 
Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: femicidio 
en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 2010. También se 
encuentran referencias de estas teorías en: ABADÍA, Cubillos Marcela. Feminismos y sistema penal. 
Retos contemporáneos para una legitimación del sistema penal. Bogotá: Universidad de los Andes, 
2018. 
5 Se hace referencia al elemento subjetivo del tipo penal, atendiendo al precedente constitucional 
contenido en las sentencias C-297 de 2016 y C-539 de 2016, así como los desarrollos dogmáticos en los 
cuales se fundamenta el derecho penal sustancial actual, bajo los cuales, el análisis del elemento 
subjetivo, distinto del dolo, debe hacerse en el juicio de tipicidad objetiva.  Es necesario aclarar que la 
Corte Constitucional utiliza indistintamente las expresiones “móvil”, “propósito” “impulso” “dolo 
calificado”; sin embargo acude a tales acepciones para hacer alusión al elemento subjetivo del tipo. De 
acuerdo a lo anterior, por elemento subjetivo se entenderá “el propósito, motivación, móvil o impulso 
específico para que la conducta sea típica”. CORTE CONSTITUCIONAL MP. Luís Ernesto Vargas 
Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016); acápite 6.4 Fundamentos i, 2.  
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de los hombres. Además, pone de presente que el interés digno de tutela 
punitiva, no sólo es la vida biológica, sino el derecho de las mujeres de vivir 
libres de violencia. 
 
El derecho internacional de los derechos humanos, ha evidenciado que 
históricamente las mujeres han sido víctimas de todo tipo de violencia social e 
institucional y que la misma ha tenido lugar en sociedades patriarcales, 
imbuidas de prácticas discriminatorias; por lo tanto, los escenarios de 
discriminación constituyen violencia hacia la mujer. Estos presupuestos han 
sido tomados por las teorías feministas radicales, para plantear que el derecho 
penal debe estar en capacidad de nombrar estas realidades, mediante la 
consagración a nivel legal, y castigo efectivo por el poder judicial, de un tipo 
penal autónomo que conceptúe, haga visible y nombre los asesinatos de 
mujeres en contextos de discriminación. 
 
Los organismos internacionales encargados de interpretar los tratados 
internacionales, que ha suscrito el Estado Colombiano, en el tema de los 
derechos de las mujeres, y los estudios feministas radicales, han evidenciado 
que los estereotipos basados en los sexos, también están presentes en la 
práctica judicial a la hora de valorar el recaudo probatorio. Las 
preconcepciones y prejuicios sociales han llevado a los funcionarios de la 
administración de justicia a entender que los varones matan a las mujeres por 
amor, que los comportamientos discriminatorios que anteceden al asesinato 
son normales en una relación de pareja, que los mismos obedecen a las 
actuaciones de las mujeres y por ello, los celos, la obsesión, el control, la 
persecución, la imposición de reglas de conducta y, en general, las actitudes 
discriminatorias, conducen a cometer crímenes pasionales, categoría con la 




En el ordenamiento procesal penal colombiano existen dos estándares 
probatorios de condena. La certeza de la Ley 600 de 2000 y la convicción más 
allá de toda duda razonable de la Ley 906 de 2004. La epistemología jurídica6, 
al estudiar estos estándares probatorios, ha concluido que los mismos no 
satisfacen categorías éticas ni políticas, para fundar un fallo de 
responsabilidad penal, en razón a sus grados de subjetividad, en los cuales, 
las preconcepciones y prejuicios del juez, tienen amplia recepción e impiden 
 
6 Para abordar la lectura del presente trabajo de investigación, se entenderá por epistemología jurídica al 
área de la filosofía que reflexiona sobre el conocimiento del derecho con aproximaciones cercanas a la 
realidad u objetividad. En este sentido, los estudios que se tomaron sobre epistemología jurídica dan 
cuenta de los criterios éticos y políticos, que conllevan a una decisión correcta en el escenario judicial, 
para lo cual, proponen elevados niveles de objetividad que se encausen de manera más completa posible 
hacia la verdad. Estas discusiones se encuentran condensadas en el Capítulo 3 de este documento. Los 
autores que se analizaron fueron los siguientes: CORAZÓN, Rafael. La verdad un consenso posible. 
Madrid: Editorial Rialp, 2001. PABÓN, Gómez Germán. De la teoría del conocimiento en el proceso 
penal. Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica, 2005. LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba 
subjetivo y ambiguo no es un estándar. DOXA, Cuadernos de filosofía del derecho, 2005, pp. 95-113. 
LAUDAN, Larry. La Elemental Aritmética Epistémica del Derecho II: Los Inapropiados Recursos de 
la Teoría Moral para Abordar el Derecho Penal, pp. 119-134, pág. 121. En: VÁSQUEZ, Carmen (edit.) 
Estándares de Prueba y Prueba Científica. Ensayos de Epistemología Jurídica. Madrid: Marcial Pons, 
2013. LAUDAN, Larry. El estándar de prueba y las garantías en el proceso penal. Buenos Aires: 
Hammurabi, 2011. VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. 
Ensayos de epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013. FERRER, Jordi. Los 
estándares de prueba en el proceso penal español. Universidad de Girona. Recuperado de 
[https://www.uv.es/cefd/15/ferrer.pdf]. FERER, Jordi. La prueba es libertad, pero no tanto: Una teoría 
de la prueba cuasibenthamiana.  En: VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen (edit.). Estándares de prueba 
y prueba científica. Ensayos de epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013. 
GASCÓN, Abellán Marina. Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba objetivos, pp. 17-
30. En: ORTEGA, Gomero Santiago (Editor). Proceso, Prueba y Estándar. Lima: ARA Editores, 2009. 
NIEVA, Jordi. La razón de ser de la presunción de inocencia. INDRET, Revista para el análisis del 
Derecho, 1 (2016), pág. 1-23. Recuperado de [http://www.indret.com/pdf/1203_es.pdf]. GASCÓN, 
Abellán Marina; TARUFFO, Michele; FERRER, Beltrán Jordi; AGUILÓ, Regla Josep; BONORINO, 
Pablo Raúl; VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen; RAMÍREZ, Carvajal Diana María. Proceso, prueba 
y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. KITAI, Rinat. Protecting the Guilty. University of California 
Press. Buffalo Criminal Law Review, pp. 1163-1187. TARUFFO, Michele. Tres observaciones sobre 
“por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar”, de Larry Laudan. DOXA, 
Cuadernos de filosofía del Derecho, 28 (2005), ISSN: 0214-8676 (115-126). TARUFFO, Michele. 
Conocimiento científico y criterios de la prueba judicial, pp. 33-52. En: ORTEGA, Gomero Santiago 
(edit.). Proceso, prueba y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. TRIBE, Laurence. A Further Critique 
of Mathematical Proof. Harvard Law Review, 1971. En: 
[https://www.math.upenn.edu/~kazdan/220F12/notes/Tribe-ritual1971.pdf]. DURÁN MANTILLA, 
Juan Guillermo. Introducción a la filosofía del derecho: una concepción conviviente e integradora del 
derecho, 1998. Ibáñez: Bogotá. HEIDEGGER, Martín. Lógica: la pregunta por la verdad. Madrid: 






tomar decisiones correctas, entendiendo por tales, objetivas y cercanas a la 
verdad. 
 
Los estándares probatorios enunciados, dados los altos grados de 
subjetividad, permiten que el juez, a la hora de hacer la valoración probatoria, 
no dé por demostrado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, 
teniendo en cuenta los estereotipos basados en la diferencia de sexos.  
 
Frente a la problemática enunciada la pregunta que responde la presente 
investigación es la siguiente: ¿Cómo debe el juez valorar los indicios para dar 
por demostrado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, bajo los 
estándares probatorios del convencimiento más allá de toda duda razonable y 
de certeza?  
 
La hipótesis que respondió a la pregunta formulada y alrededor de la cual giró 
la presente  investigación fue la siguiente: 
 
En el tipo penal de feminicidio, el juez debe valorar los indicios en perspectiva 
de género, que le impone la obligación de liberarse de estereotipos, de manera 
previa a la valoración probatoria. Luego, debe encaminar dicha valoración a la 
observancia estricta de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, que dotan de objetividad los estándares probatorios estudiados e 
inscriben las actitudes discriminatorias como violencia hacia la mujer. Estas 
actitudes discriminatorias se verifican en distintos escenarios feminicidas. En 
el feminicidio íntimo la discriminación se demuestra con comportamientos del 
varón, previos al asesinato, referidos a la celotipia, el control, la obsesión, la 
imposición de reglas de conducta, la invasión de espacios personales, la 
verbalización de la cosificación7 y todos los actos que revelen que consideraba 
 
7 Se adopta el concepto de cosificación aportado por MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte 
violenta de mujeres por razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175: “La 
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a la mujer como un objeto de su propiedad y que el ejercicio de la autonomía 
por parte de ésta, llevó a subvertir los deseos de aquel y este fue el factor 
desencadenante del asesinato. En el feminicidio no íntimo, que puede ser 
sexual o por ocupaciones estigmatizadas, el hecho indicador es la 
instrumentalización del cuerpo de la mujer y la negativa o imposibilidad de ésta 
de acceder a las pretensiones afectivas o sexuales del varón o castigarla por 
las labores que desempeñaba en sociedad. Finalmente, en el feminicidio por 
identidad de género, se presenta una aversión o prejuicio por parte del autor 
frente a las expresiones de género de la víctima, quien socialmente se asumía 
como mujer. La discriminación en cualquiera de los escenarios planteados, 
constituye el contenido el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio y así 
debe ser considerada por el funcionario judicial. 
 
El objetivo general del documento es analizar los fundamentos teóricos, 
epistemológicos y jurídicos que conducen al juez a valorar los indicios para dar 
por demostrado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, bajo los 
estándares probatorios del convencimiento más allá de toda duda razonable y 
de certeza. 
 
El documento se estructura en tres capítulos que desarrollan los objetivos 
específicos de la investigación. En el primer capítulo, se examina la 
historiografía8 del derecho penal en relación con las muertes de las mujeres 
por parte de los varones, desde 1837 hasta el año 2000 y cuáles fueron los 
antecedentes legales, internacionales y sociales que llevaron a la 
consagración del feminicidio como tipo penal autónomo. El segundo capítulo 
 
cosificación es un proceso por el cual se sustrae a las personas del orden simbólico de la cultura; es una 
operación básica para activar la violencia, el despojo de los derechos y el vaciamiento de lo humano”. 
8 Se adopta el concepto de historiografía acuñado por D´ORS, la cual tiene por objeto las reflexiones de 
la conciencia humana, sobre su propio acontecer expresadas en códigos, Constituciones y textos, no en 
el sentido de enumeración o descripción de las previsiones normativas, sino como un esfuerzo por 
alcanzar las interpretaciones de aquellos textos en la época en la cual fueron emitidos. D´ORS, Álvaro. 
Sobre historiografía jurídica. Anuario de Historia del derecho español, No. 47, 1977, pp. 799-812. 
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identifica el contenido y alcance del elemento subjetivo del tipo penal de 
feminicidio, con fundamento en los instrumentos internacionales de los 
derechos humanos, el precedente interamericano, la jurisprudencia 
constitucional y la ordinaria. El último capítulo analiza los estándares 
probatorios para la condena, referidos a la certeza y al convencimiento más 
allá de toda duda razonable de cara al tipo penal de feminicidio, para proponer, 
cómo a través de éstos mismos estándares, el juez puede proferir una 
sentencia de condena donde encuentre acreditado el elemento subjetivo del 
tipo. 
 
El marco teórico que fundamenta la investigación lo aportan los postulados de 
feministas radicales, quienes, al estudiar la relación entre el derecho penal y 
la reivindicación de los derechos de las mujeres, encuentran que una de las 
metas del proceso penal, hoy en día, consiste en reconstruir los hechos del 
pasado violento, discriminador y patriarcal, de la manera más completa y 
cercana a la verdad, teniendo en cuenta que, bajo estas apuestas 
sociológicas, el derecho penal nombra, conceptualiza y visibiliza la realidad de 
la desigualdad; por lo tanto, debe estar en capacidad de proteger un bien 
jurídico antes no reconocido (el derecho de la mujer a vivir libre de violencia, 
además de la vida biológica) y desproteger un interés, antes, tutelado por la 
norma penal (el honor varonil). 
 
La metodología utilizada fue deductiva cualitativa, en tanto se realizaron 
valoraciones jurídicas, sociales, teóricas y epistemológicas, que permitieron el 
enlace y concatenación de los argumentos de un estudio general que condujo 
a verificaciones particulares, analizadas desde los actores que las plantean. 
Las premisas generales, se estructuraron con la demostración de la existencia 
histórica de un derecho penal patriarcal y discriminador, que planteó una 
afirmación de objetividad y neutralidad varonil, en relación con los bienes 
jurídicos dignos de tutela punitiva, las causales de exoneración de 
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responsabilidad y de atenuación punitiva, respecto de los asesinatos de las 
mujeres a manos de los hombres, para naturalizar y normalizar la violencia 
hacia la mujer; esto dio lugar, a los estereotipos basados en las diferencias de 
sexo en el poder punitivo y en los funcionarios encargados de aplicarlo. Estos 
hallazgos se contrastaron con la creación de un tipo penal autónomo que tuvo 
lugar gracias a los movimientos sociales y académicos feministas, así como el 
desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos en los 
ordenamientos jurídicos domésticos. El feminicidio contiene un elemento 
subjetivo, cuyo contenido fue desentrañado y su alcance delimitado frente a 
diversos escenarios feminicidas. De esta manera, se llegó a lo particular que 
consistió en el planteamiento de un método, al cual debe acudir el juez, para 
valorar los indicios demostrativos del elemento subjetivo del tipo y lograr un 
nivel elevado de objetividad, que le permita dar o no por demostrado la 
circunstancia de que se ha dado la muerte de una mujer, por el hecho de ser 
mujer o por su identidad de género. 
 
La técnica investigativa fue la reconstrucción documental, porque se acudió a 
fuentes primarias contenidas en libros y revistas indexadas, que fueron 
clasificadas, organizadas y analizadas para construir los resultados de cada 
capítulo y dentro de las cuales, se incluyó las teorías feministas radicales, los 
estudios de epistemología jurídica y los conceptos e informes de 
organizaciones internacionales de derechos humanos; así como 
jurisprudencia nacional e interamericana. 
 
 Al final del documento se encuentran las conclusiones y recomendaciones, 






CAPÍTULO 1. APROXIMACIONES AL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO 
PENAL DE FEMINICIDIO: DEL UXORICIDIO AL USO INDISCRIMINADO 
DEL TÉRMINO FEMINICIDIO. 
 
Este Capítulo se encuentra estructurado en dos apartes. En el primero, se 
aborda la historiografía del derecho penal desde 1837 al 2007, con el fin de 
demostrar que el derecho penal ha sido desigual en el tratamiento jurídico de 
hombres y mujeres. Asimismo, pretende evidenciar que la práctica legislativa 
y judicial le ha restado gravedad a los asesinatos de mujeres y, por ello, ha 
propiciado mecanismos benignos para el juzgamiento del autor, fundados en 
la tutela del honor varonil. Lo anterior, para poner de presente la existencia de 
estereotipos basados en la diferencia de sexos en la producción y aplicación 
del derecho penal. En la segunda parte, se analizan los antecedentes teóricos, 
sociales y jurídicos (nacionales e internacionales) que condujeron a la 
expedición de la Ley 1257 de 20089, que consagró la causal de agravación 
punitiva para el homicidio de “matar a una mujer por el hecho de ser mujer o 
por su identidad de género”. Todo esto, para describir el terreno que llevó a la 
consagración del feminicidio como tipo penal autónomo en la Ley 1761 de 
2015 (Rosa Elvira Cely)10, y probar que existen causas discriminatorias que 
desencadenan en la muerte violenta de las mujeres y que esas mismas causas 
no están presentes en la muerte de los hombres. 
 
1.1. HISTORIOGRAFÍA DEL DERECHO PENAL DESDE 1837 HASTA EL 
2007: LA DISCRIMINACIÓN INSTITUCIONAL, LOS ESTEREOTIPOS DE 




9 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1257. (4, diciembre, 2008). Diario Oficial No. 47.193 de 4 
de diciembre de 2008. 
10 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1761. (6, julio, 2015). Diario Oficial No. 49.565 de 6 de 
julio de 2015. 
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A continuación se hace un análisis historiográfico del derecho penal en 
Colombia desde su conformación como república independiente hasta la 
redacción original del actual estatuto punitivo, para reflexionar sobre la 
conciencia humana, sobre su propio acontecer expresada en los distintos 
Códigos Penales, en un esfuerzo por alcanzar las interpretaciones de aquellos 
textos en la época en la cual fueron emitidos11, en el tema de la discriminación 
en el tratamiento de hombres y mujeres, principalmente en lo que atañe a los 
asesinatos de éstas y las causales de atenuación o exoneración, en nombre 
del honor varonil.  
 
Para ello, se analizan las siguientes codificaciones: (i) Ley 22 del 27 de junio 
de 183712; (ii) código penal del Estado Soberano de Bolívar de 187213; (iii) Ley 
 
11 D´ORS, Álvaro. Sobre historiografía jurídica. Anuario de Historia del derecho español, No. 47, 1977, 
pp. 799-812. 
12 Teniendo en cuenta que no se encontró el texto de la Ley 22 de 1837, para su análisis en el tema de 
investigación se tomaron los siguientes documentos: BERNATE, Francisco. Antecedentes del Código 
Penal Colombiano de 1890. Revista Estudios Socio Jurídicos, Vol. 6, num. 2, Bogotá, 2004, pp. 535-
558. En igual sentido, PARADA. Gilberto. Orden y Revolución en la ley penal colombiana (1819-1837). 
Un debate historiográfico Anuario Colombiano de Historia Social y de la Cultura. Vol. 36, num. 2, 2009, 
pp. 177-205. VARGAS, Anderson. Pena de muerte, destierro o presidio: la suerte de los neogranadinos 
sediciosos y rebeldes en el siglo XIX. Revista VIS IURIS, No. 3, Vol. 2, 2015, pp. 159-169. MÁRQUEZ, 
José. La Nación en el Cadalso. Revista Historia y Memoria. No. 5, 2012, pp. 145-178. GONZÁLEZ, 
Luis. XII Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Instituto Internacional 
de Historia de Derecho Indiano, 2003. En el tema del tratamiento punitivo del Código penal de 1837 
sobre la muerte de las mujeres y el restablecimiento del honor varonil, se consultaron las siguientes 
fuentes: FERNÁNDEZ, Whanda. Del uxoricidio por adulterio al feminicidio. (31, julio, 2019). Ámbito 
Jurídico. Asimismo, GARCÍA, Carlos. La codificación penal y las primeras recopilaciones legislativas 
complementarias. Revista AHDE, Tomo LXXXII, 2012, pp. 38-66. CASTRO, Oscar. Crímenes 
pasionales en Colombia 1837-1936. Universidad Nacional de Colombia, 2017. LOZANO, Jorge. De la 
ira y el intenso dolor, degradantes de la responsabilidad: delito emocional. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia. 1989. LÓPEZ, Mabel. Los conyugicidas de la Nueva Granada, transgresión de 
un viejo ideal de mujer (180-1830). Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2012. 
13 El texto del Código penal fue tomado del siguiente enlace: 
http://babel.banrepcultural.org/cdm/ref/collection/p17054coll10/id/2215. Para su análisis se tuvo en 
cuenta: MÁRQUEZ, José. Control social y construcción de Estado. El Código  Penal de 1837 y su 
influencia en la legislación criminal del Estado Soberano de Bolívar: 1870-1880. Ciencia Historia: 
2011. JIMENO, Myriam. El juego de las emociones: de la pasión al feminicidio. En: JIMENO, Myriam. 
Cultura y violencia: hacia una ética social del reconocimiento. Colección CES, Universidad Nacional 
de Colombia, 2019, pp. 127-226. 
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19 del 18 de octubre de 189014; (iv) Ley 95 del 24 de abril de 193615; (v) 
Decreto 100 del 23 de enero de 198016; (vi) Ley 599 del 24 de julio del 200017. 
 
1.1.1. La muerte de la mujer en el Código penal de 1837: la necesidad de 
restablecer el honor. El 27 de junio de 1837, el Ejecutivo sancionó el primer 
Código penal de la República de Colombia (Ley 22 de 1837), reflejo del Código 
penal francés de 1832 y con algunas coincidencias del Código penal español 
de 1822. Estos a su vez, tuvieron una marcada incidencia de las tradiciones 
románica, germánica, canónica, y del Cristianismo18: el cual “profesaba la 
 
14 El texto de la ley fue tomado del siguiente sitio web: 
http://www.bdigital.unal.edu.co/6944/103/ley_19_de_1890_codigo_penal_libro_primero.pdf. Para su 
estudio se tuvo en cuenta, entre otros, los siguientes documentos: URIBE, Ofelia. Una voz insurgente. 
Editorial Guadalupe. S.A., Santa Fe de Bogotá, 1963. URIBE, Ofelia. El uxoricidio legalizado. En: 
http://bdigital.unal.edu.co/42985/77/Cap13_Eluxoricidiolegalizado.pdf. JIMENO, Myriam. El juego de 
las emociones: de la pasión al feminicidio. En: JIMENO, Myriam. Cultura y violencia: hacia una ética 
social del reconocimiento. Colección CES, Universidad Nacional de Colombia, 2019, pp. 127-226. 
QUINTANO, Ripolles Antonio. El uxoricidio como parricidio privilegiado. Anuario de Derecho Penal 
y Ciencias Penales, Tomo 8, Fasc/Mes 3, 1955, pp. 495-512. 
15La fuente primaria del texto de la ley se encuentra en: CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 95 del 24 
de abril de 1936. En: [http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1791348]. Para el estudio 
del documento se tuvo en cuenta: JIMENO, Myriam. El juego de las emociones: de la pasión al 
feminicidio. En: JIMENO, Myriam. Cultura y violencia: hacia una ética social del reconocimiento. 
Colección CES, Universidad Nacional de Colombia, 2019, pp. 127-226. 
16 El texto de la norma fue extraído de: PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto 
100 del 23 de enero de 1980. En: [http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1705120]. 
Para su análisis se tuvo en cuenta: AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Bogotá: 
Temis, 2017; AGATÓN, Santander Isabel. Justicia de Género. Un asunto necesario. Bogotá: Editorial 
Temis, 2013. JIMENO, Myriam. El juego de las emociones: de la pasión al feminicidio. En: JIMENO, 
Myriam. Cultura y violencia: hacia una ética social del reconocimiento. Colección CES, Universidad 
Nacional de Colombia, 2019, pp. 127-226. 
17 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 599. (24, julio, 2000). Diario Oficial No. 44.097 de 24 de julio 
del 2000. Los textos que sirvieron para analizar este compendio legislativo fueron los siguientes:   
MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. Revista 
Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 138. SAGOT, Monserrat. Estrategias para enfrentar 
la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde América Latina. Revista Athenea Digital, 
2008, pp. 215-228. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: femicidio en Centroamérica 
2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 2010.                                                                                                                                                                                                                                                                          
18 Una edición del Código penal de 1837 realizada en París en 1840 por la Imprenta de Bruneau, afirma 
en el prólogo lo siguiente: “En estos tiempos en que la filosofía ha penetrado donde quiera en los 
corazones susceptibles de civilización, junto con las luces y suavidad del Cristianismo, se da ya al crimen 
piedad y no odio, justicia y no crueldad, castigo y no tormento: y siempre un sentimiento de 
benevolencia, como la Providencia, ofrece misericordia al arrepentimiento, consideración al que se 
mejora y perdón al que entra de nuevo en su deber (…)”. GUTIERREZ, Anzola Jorge. El código penal 
de 1837. Revista Nuevo Foro Penal, Vol. 12, No. 38, pp. 423-426, pág. 424. 
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creencia en la existencia de leyes naturales, de origen divino, que lo abarcaban 
todo, lo bueno y lo malo, la materia y el espíritu, la finalidad del hombre y la 
mujer”19.  
 
La influencia europea, principalmente la española fue innegable. En los 
tiempos anteriores a la Nueva Granada, el país se regía por las leyes y 
ordenanzas españolas. La generación prócer y la primera promoción 
republicana conservaron cierto apego a las formas de vida coloniales20. 
 
La vida colonial dejó dos enseñanzas en relación con la aplicación del derecho 
penal en la materia. La primera, referida al honor “del varón” y de “la familia” 
como bien jurídico digno de la naciente tutela punitiva republicana y la 
segunda, atinente a la relatividad de las leyes, en cuanto debían adaptarse al 
ambiente social y a las condiciones de los individuos que eran sus 
destinatarios21.  
 
En la tradición europea, impuesta a sangre y fuego en la conquista de las 
Américas, el honor constituía un valor primordial22 que las autoridades 
eclesiásticas y civiles debían preservar, a través de los mecanismos de control 
social, tales como, la familia, la iglesia, el Estado y el derecho penal. 
 
El hombre tenía el derecho a controlar la sexualidad de “su mujer” como parte 
integrante de su honor, del cual era legítimo titular; por ello, la conservación 
 
19 JARAMILLO, Uribe Jaime. El pensamiento colombiano en el Siglo XIX. Bogotá: Editorial Temis, 
1982. 
20 Ibídem. 
21 GARCÍA, Carlos. La codificación penal y las primeras recopilaciones legislativas complementarias. 
Revista AHDE, Tomo LXXXII, 2012, pp. 38-66. CASTRO, Oscar. Crímenes pasionales en Colombia 
1837-1936. Universidad Nacional de Colombia, 2017. LOZANO, Jorge. De la ira y el intenso dolor, 
degradantes de la responsabilidad: delito emocional. Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 
1989. LÓPEZ, Mabel. Los conyugicidas de la Nueva Granada, transgresión de un viejo ideal de mujer 
(180-1830). Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 2012. 
22 SZYGENDOWSKA, Marta. Los crímenes de honor como prácticas culturales perjudiciales. Revista 
Opinión Jurídica, Vol. 16, No. 32, pp. 51-73, julio-diciembre de 2017, Medellín.  
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de este valor, dependía de la conducta y el comportamiento de las mujeres. 
“El honor funcionaba como un código de conducta para las mujeres, que les 
indicaba que debían mantenerse aisladas de cualquier comportamiento que 
implicara cuestionamientos sobre su castidad”23. 
 
Sin embargo, si éstas actuaban con libertad y el varón no era capaz de 
controlar el proceder de su cónyuge, quedaba expuesto a perder el honor; 
circunstancia que traía vergüenza para sí y para su descendencia24. 
 
En este contexto, cuando la mujer manchaba el honor de su cónyuge o de la 
familia con actos libres de disposición sobre su sexualidad, los varones 
titulares legítimos del honor (esposo, padre e hijos), debían entrar a 
restablecerlos con actos de violencia, incluidos los asesinatos25. 
 
Aun cuando no reposa una evidencia histórica que permita constatar que en 
el código penal de 1837 existiera una cláusula que exonerara de 
responsabilidad al hombre que causara la muerte de una mujer, sí existen 
hallazgos relacionados con la discriminación en la aplicación  de la ley penal, 
particularmente en el tema que se viene tratando referido al honor varonil o 
familiar, como un valor que debía reivindicar el poder masculino, cada vez que 
la mujer lo subvirtiera26.  
 
Por esto, el código penal de 1837 elevaba a valor supremo “el sentimiento vivo 
del honor”, el cual permitía conservar la moral y las buenas costumbres, dentro 
 
23 MEJIA, María. La preocupación por el honor en las causas judiciales seguidas por adulterio en la 
Nueva Granada entre 1760 y 1837. Bogotá: Universidad Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario, 
2011. 
24 SZYGENDOWSKA, Marta. Op. Cit. 
25 HUMAN RIGHTS WATCH. Integration of the Human Rights of Women and the Gender Perspective: 
Violence against Women and “Honor” Crimes, 2001. Intervention Before the 57th Session of the UN 
Commission on Human Rights. Génova. En: [https:// www.hrw.org/news/2001/04/05/item-12-
integration-human-rights-women-and-genderperspective-violence-against-women] 
26 AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Bogotá: Temis, 2017. 
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de la categoría de bienes jurídicos que el derecho penal estaba llamado a 
tutelar. En razón a lo anterior, el estatuto punitivo fue enfático en incluir dentro 
del catálogo de los tipos penales el concubinato, los amancebamientos y 
principalmente el adulterio; conductas que indicaban “violaciones al orden 
jerárquico que imponían deberes morales”27 y que, en todo caso, develaban la 
posición inferior de la mujer en la familia, comoquiera que el sujeto pasivo de 
la acción penal, siempre era la mujer28. 
 
El honor como práctica social y cultural tuvo, entonces, una dimensión jurídica. 
Fue llevado a la categoría de bien jurídico digno de tutela y protección punitiva 
por parte del Estado, quien debía castigar todas las conductas de las mujeres 
que alteraran dicho orden. Empero, si un hombre en las mismas circunstancias 
llevaba a cabo dichos comportamientos, no era castigado porque no había 
interés que restablecer.29 
 
Desde que se logra la independencia, el código penal de 1837 es el primer 
estatuto punitivo que devela a una sociedad patriarcal, en la cual, refulge como 
evidente el estado de subordinación o inferioridad de las mujeres respecto de 
los hombres, al considerar que estos tenían el dominio sobre lo que 
consideraban su propiedad, por lo que, el honor era un bien jurídico de superior 
valor que la vida de las mujeres.30 
 
La defensa cultural quedó latente en la época colonial e incidió en la etapa 
republicana que principió a regir en la vida de la nación después de la 
 
27 PEÑAS, Felizzola Aura. Utilitarismo y tradicionalismo en la legislación penal republicana: el código 
de 1837. Revista Colombiana de Sociología, No. 26, 2006, pp. 9-42, pág. 36. 
28 Ibídem, pág. 42. 
29 URIBE, Ofelia. Una voz insurgente. Editorial Guadalupe. S.A., Santa Fe de Bogotá, 1963. URIBE, 
Ofelia. El uxoricidio legalizado. En: 
http://bdigital.unal.edu.co/42985/77/Cap13_Eluxoricidiolegalizado.pdf. 
30REDDY, R. Domestic Violence or Cultural Tradition? Approaches to ‘Honour Killing’ as Species and 
Subspecies in English Legal Practice, en Gill, K., A. y Strange, C., Roberts, K. (Eds). ‘Honour’ Killing 
and Violence. Theory, Policy and Practice. Londres, 2014. Palgrave Macmillan UK: 27-45. 
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independencia: la salvaguardia cultural que empezó a reforzar el poder 
patriarcal31, en el cual, se cocieron prácticas culturales y tradiciones religiosas 
discriminatorias que regulaban la posición subordinada de la mujer. 
 
1.1.2. La muerte de la mujer y la inculpabilidad absoluta: ¡Tenía derecho 
a matarla!. El Código penal del Estado Soberano de Bolívar, sancionado en 
1872, que tuvo cabida con el nuevo orden federal inaugurado por la 
Constitución de Rionegro de 1863, excluía de responsabilidad  penal al 
hombre que cometiera un homicidio en persona de su mujer legítima a quien 
se sorprendiera en acto sexual con un varón que no fuera su marido32. 
 
Posteriormente, el código penal de 1890 vigente hasta el 1 de enero de 1937, 
consagró en el artículo 591 el uxoricidio entendido como la facultad que tenía 
el hombre de causar la muerte de su legítima esposa o su hija, cuando alguna 
de éstas fuera sorprendida cometiendo acceso carnal con una persona distinta 
a su marido o en aquellos eventos en los cuales, se encontrara en “actos 
deshonestos, aproximados o preparatorios de aquél”.  
 
En estos casos, el legislador establecía una presunción iuris et de iure es, 
referida a la inculpabilidad absoluta en beneficio del autor. En efecto, aun 
cuando existiera prueba sobre la culpabilidad del homicida, éste en todos los 
casos se iba a exonerar de responsabilidad y su caso, ni siquiera sería llevado 
a juicio. 
 
Significa lo anterior, que el legislador negó la posibilidad de reconstruir en cada 
caso, las categorías de la conducta punible para establecer si se configuraba 
 
31 SIDDIQUI, H. ’There is no ‘honour’ in domestic violence, only shame!’ Women’s struggles against 
‘honour’ crimes in the UK. En Welchman, L., Hossain, S., (Eds). ‘Honour’: Crimes, Paradigms and 
Violence against Women. Londres, 2005. Zed Book: 263-281. 
32 MÁRQUEZ, José. Control social y construcción de Estado. El Código penal de 1837 y su influencia 
en la legislación criminal del Estado soberano de Bolivar: 1870-1880. Revista Historia Caribe Vol. VI 
No. 18, 2011, pp. 65-87. 
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o no el eslabón de la culpabilidad. En su lugar, concedió un derecho al hombre 
de causar la muerte de su legítima esposa o de alguna de sus descendientes, 
cuandoquiera que fuera encontrada en actos atentatorios del honor varonil y 
la unidad familiar33. 
 
Justamente, lo que hizo el Código penal de 1890 fue concederle un derecho 
al hombre; le trasladó el poder público de castigar el adulterio con la reclusión 
o con la muerte; también le dio facultades para exonerar a la mujer de 
responsabilidad penal frente a este delito, lo que, sin duda, lo ubicó en una 
posición superior a la de la mujer34. 
 
En efecto, el artículo 712 del Estatuto punitivo de 1890 consagraba el tipo 
penal de adulterio con un sujeto activo calificado: la mujer. La misma norma, 
establecía para la conducta una sanción de reclusión por el tiempo que 
“dispusiera el marido”35.  
 
En igual sentido, las causales de exoneración de responsabilidad para la mujer 
adúltera estuvieron determinadas por la voluntad del varón. Así las cosas, la 
mujer quedaba libre de la pena de reclusión en los siguientes eventos: (i) Si el 
hombre había manifestado el consentimiento sobre el trato ilícito de la mujer 
con el amante; (ii) cuando el sujeto voluntaria o arbitrariamente se había 
separado de la habitación de la mujer o la había abandonado; (iii) en aquellos 
eventos en los cuales, el hombre tenía manceba dentro de la misma casa en 
la que habitaba con su mujer36. 
 
33 QUINTANO, Antonio. El uxoricidio como parricidio privilegiado. Anuario de Derecho Penal y 
Ciencias Penales, Tomo 8, Fasc/Mes 3, 1955, pp. 495-512. 
34 URIBE, Ofelia. Una voz insurgente. Editorial Guadalupe. S.A., Santa Fe de Bogotá, 1963. URIBE, 
Ofelia. El uxoricidio legalizado. En: 
http://bdigital.unal.edu.co/42985/77/Cap13_Eluxoricidiolegalizado.pdf. 
35 Ley 19 del 18 de octubre de 1890. Código Penal. En: 
[http://www.bdigital.unal.edu.co/6944/103/ley_19_de_1890_codigo_penal_libro_primero.pdf] 




Como puede advertirse, lo que hacía el Estado con el uxoricidio era abandonar 
la acción penal frente al adulterio en manos del cónyuge, a quien lo facultaba 
para imponerle la muerte como sanción, en aquellos eventos en que era 
sorprendida en tratos ilegales con persona distinta de su marido. Las razones 
que llevaron a este tratamiento, se fundaron, principalmente, en dos 
consideraciones: en primer lugar, los asuntos de pareja se entendían como 
situaciones que debían ser resueltas en el seno del hogar; en segundo lugar, 
el honor, cuya construcción social había sido asignada a los hombres y negada 
a las mujeres, facultaba a aquellos a tomar las medidas que consideraran 
necesarias para restablecerlo37. 
 
Puede verse como, el uxoricidio constituía “la justa expresión de ira del varón 
ante la violación de un precepto unilateral y legal que al ser quebrantado por 
la mujer la hacía acreedora a la sanción de pena de muerte ejecutada por el 
propio ofendido”38. 
 
1.1.3. La muerte de la mujer y el perdón judicial: ¡La maté por amor!. El 
24 de abril de 1936, se expidió un nuevo código penal39, que entró a regir 
desde el primero de julio de 1938 y estuvo vigente hasta el 28 de enero de 
1981.  
 
El estatuto sustancial, que se comenta, tuvo marcada influencia de la Escuela 
positivista del derecho penal40, que sentó las bases de la responsabilidad 
 
37 QUINTANO, Antonio. El uxoricidio como parricidio privilegiado. Anuario de Derecho Penal y 
Ciencias Penales, Tomo 8, Fasc/Mes 3, 1955, pp. 495-512. 
38URIBE, Ofelia. Una voz insurgente. Bogotá: Editorial Guadalupe, 1963, pág. 286. En igual sentido: 
URIBE, Ofelia. El uxoricidio legalizado. En: 
http://bdigital.unal.edu.co/42985/77/Cap13_Eluxoricidiolegalizado.pdf 
39CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 95 del 24 de abril de 1936. En: [http://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1791348] 




penal, en el nivel de peligrosidad del individuo determinado por causas 
endógenas y exógenas.  
 
Uno de los desarrollos de la Escuela Positivista, fue la clasificación de los 
delincuentes, según los niveles de peligrosidad y las causas determinantes de 
las modalidades predelictivas y postdelictivas, a efectos de establecer el tipo 
de sanción41.  
 
El delincuente pasional hacía parte de dicha categorización. En éste, el delito 
se originaba debido a “ciertos disturbios ocasionales de la esfera afectiva de 
su personalidad, que lograban romper su equilibrio psíquico y moral no muy 
estabilizado”42; los móviles del autor eran la “causa de la misma estructura 
social y las costumbres”43.  
 
La Escuela Positivista, dividió a los delincuentes pasionales en simpático-
tónicos y vago-tónicos: los primeros, actuaban de inmediato, frente a una 
causa ambiental que anulara su reflexión.  Los segundos, acumulaban todos 
los factores generadores de odios y generaban un comportamiento obsesivo 
que los llevaba a reaccionar tardíamente44. 
 
Para la Escuela positivista, estos delincuentes no ostentaban elevados niveles 
de peligrosidad que los hiciera temibles, ya que normalmente, eran propensos 
al arrepentimiento o se presentaban ante la autoridad competente de manera 
 
41 AGUDELO, Nodier. Grandes Corrientes del Derecho Penal. Escuela Positivista. Medellín: Ediciones 
Nuevo Foro, 2013. 
42 MOLINA, Carlos. Evolución histórica de la criminología: Ensayo de criminología académica. 
Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Universidad Pontificia Bolivariana, No. 80, pp. 123-
165, 1988, Pág. 144. 




espontánea y su proceder delictivo era ocasional, en el que la posibilidad de 
reincidencia era mínima45. 
 
En razón a los bajos índices de peligrosidad y comoquiera que la Escuela 
Positivista encontró que este tipo de individuos observaban buen 
comportamiento en los centros de reclusión, se avaló la procedencia del 
perdón judicial; figura en virtud de la cual, el poder penal prescindía de la 
imposición de la sanción. 
 
Muchos preceptos del Código penal de 1936 permiten evidenciar los 
fundamentos de la Escuela Positivista. Interesa mencionar los aspectos que 
condicionaban la aplicación de la sanción. Según el artículo 36 supra la 
gravedad  y modalidades del hecho delictuoso, los motivos determinantes, las 
circunstancias de mayor o menor peligrosidad que lo acompañen y la 
personalidad del agente, constituían los presupuestos para determinar el tipo  
de sanción, su procedencia e incluso su prescindencia.   
 
Por la tradición cultural que hasta ese momento se había consolidado, el 
hombre no sólo se creía un ser superior a la mujer, con facultades de dominio 
sobre su sexualidad, sino también con actos de disposición sobre su cuerpo 
sobre el cual recaía la pena capital, cuando atentara contra el honor de él o su 
familia; fórmula que a partir de 1872 se convirtió en un derecho o potestad 
sancionatoria privada que se materializó en la inculpabilidad absoluta de quien 
cometiera uxoricidio; y se afirma que fue una prerrogativa de los hombres, 
porque la misma no podía predicarse de las mujeres, ya que a éstas 
únicamente les correspondía obrar con pureza, castidad y santidad so pena 
de incurrir en el tipo penal de adulterio cuya persecución penal se abandonaba 
a la voluntad del cónyuge.  
 




El panorama no fue muy alentador, ni mejoró para 1936. De la reivindicación 
del honor a la inculpabilidad absoluta, el Código penal naciente para 1936 
previó la pasión, la emoción, el ímpetu de ira como circunstancias de menor 
peligrosidad, que a la luz del artículo 38 atenuaban la responsabilidad y por 
tanto, determinaban la imposición de una sanción benévola para su autor.  
 
Sin embargo, este tratamiento punitivo se aplicaba en aquellos eventos en los 
cuales, no existiera una norma específica que disipara un tratamiento 
diferente. En efecto, para el uxoricidio tal regulación específica sí existía. El 
artículo 383 establecía que la sanción ordinaria se disminuiría de la mitad a las 
tres cuartas partes cuando el homicidio o las lesiones se cometan por el 
cónyuge, padre o madre, hermano o hermana contra el cónyuge, hija o 
hermana, de vida honesta, a quienes sorprenda en ilegítimo acceso carnal, o 
contra el copartícipe de tal acto, aun cuando el asesinato no se haya 
perpetrado en el momento de sorprenderlas en el acto carnal, sino posterior al 
mismo.  
 
Con estas previsiones se dio vida en la práctica legal y judicial a la 
consideración del delincuente pasional simpático-tónico y vago-tónico, en 
tanto las causales de atenuación se reconocieron cuando la reacción a lo que 
se consideraba una ofensa a través del homicidio, no se diera en el instante 
del sorprendimiento, sino además posterior a él. 
 
No obstante, el legislador de 1936 fue más allá, al reconocer las 
particularidades que la Escuela Positivista le había otorgado al delincuente 
pasional, como un sujeto de menor peligrosidad, que por su personalidad 
(individuo que normalmente presenta arrepentimiento, se entrega a las 
autoridades estatales, su proceder delictivo es ocasional y no registra 




Este fundamento llevó a que fuera el mismo artículo 383 ejusdem el que 
estableciera que “cuando las circunstancias especiales del hecho demuestren 
una menor peligrosidad en el imputado, puede otorgarse el perdón judicial y 
aun eximirse de responsabilidad”.  
 
Los artículos 81 y 92 de la Legislación penal de 1936, indicaban que bajo la 
figura del perdón judicial, el Estado prescindiría de la aplicación de la sanción, 
lo que en últimas representaba una exoneración de responsabilidad; 
tratamiento que estaba condicionado a: (i) la inexistencia de antecedentes 
penales; (ii) haber observado una conducta anterior buena; (iii) que la 
personalidad del autor, la naturaleza y modalidades del hecho delictuoso y los 
motivos determinantes, den al Juez la convicción de que el individuo que va a 
gozar de este beneficio no es peligroso para la sociedad y de que no volverá 
a delinquir.  
 
Como puede observarse, a diferencia del Código penal de Bolívar y del de 
1890, la legislación penal sustancial de 1936, no estableció una presunción de 
derecho que no admitía prueba en contrario; tampoco otorgó al hombre, en 
estricto sentido, el derecho de causar la muerte de su cónyuge o hija, cuando 
cometieran tratos ilícitos con persona distinta de su marido o en actos 
preparatorios al mismo.   
 
Empero, en el período comprendido entre el primero de julio de 1938 y el 28 
de enero de 1981, el legislador previó el instituto del perdón judicial, con 
fundamento en una corriente del derecho penal que consideraba de menor 
peligrosidad al hombre que causara la muerte de una mujer por considerarse 
dueño de su sexualidad, fuera cónyuge, padre o hermano; siendo la 




En otras palabras, aunque el Código penal de 1936 no estableció una 
presunción iuris et de iure, sobre la inculpabilidad del agente, en la práctica sí 
lo hizo. En efecto, el derecho penal cumple una función de motivación en 
relación con sus destinatarios. Para ello se compone de normas jurídicas que 
orientan el comportamiento conforme a la norma.  
 
Para la época, Hans Kelsen ya había escrito su obra La teoría pura del 
derecho, que como precursora del positivismo jurídico, había hecho carrera en 
los países europeos y latinoamericanos. Uno de sus postulados cardinales que 
entronizaron con el principio de legalidad heredado de la Revolución francesa 
y la Carta de Derechos de 1789, fue el de considerar que una norma jurídica 
tiene la condición de tal, cuando se compone de la descripción de un 
comportamiento prohibido y de la asignación de una sanción y no existe otra 
previsión en el ordenamiento normativo que autorice la conducta a la manera 
de una exoneración; pues sólo así, para el individuo es accesible y previsible 
el carácter coactivo del derecho, en estos caso, del derecho penal46.   
 
Estas breves disquisiciones permiten afirmar que si el legislador de 1936, 
concedió el perdón judicial para el agente que causara la muerte de una mujer 
que fuera encontrada en acceso carnal o acto sexual con persona distinta de 
su cónyuge, en últimas permitió la conducta al prescindir de las consecuencias 
penales; tratamiento jurídico que implicó que la sociedad entendiera que no es 
peligroso, que su ímpetu o pasión fueron excusables y que el “amor” puede 
llevar a cometer estas conductas. 
 
De hecho puede advertirse que, en el Código penal de 1936 el adulterio no se 
castigó como conducta punible objeto de reproche punitivo; situación que lleva 
a concluir que, el Estado abandonó definitivamente en las manos del varón la 
 




facultad de castigar estas conductas con su propia mano y, concretamente, la 
sanción sería la muerte de la mujer. 
 
En todo caso, consolidó la tradición del derecho penal de darle menor valor a 
la vida de las mujeres, que el hombre podía disponer de su sexualidad y de su 
vida, y que, para el derecho penal, la posición de la mujer sería de inferioridad 
en tanto, no se nota la existencia de una previsión normativa que disipara un 
tratamiento legal y judicial benévolo para la mujer que causara la muerte de su 
cónyuge, en casos en los cuales, éste fuera sorprendido sosteniendo “tratos 
ilícitos” con persona distinta de su esposa. 
 
1.1.4. La muerte de la mujer, la ira y el intenso dolor y la práctica judicial: 
¡Era excusable que la matara!. El 23 de enero de 1980 se expidió en 
Colombia un nuevo Código penal, que derogó el estatuto punitivo que se había 
promulgado el 24 de abril de 193647.  
 
A diferencia de los Códigos penales anteriores, desde el ámbito de producción 
normativa a cargo del legislador, no se contempló ninguna cláusula que 
generara la exoneración de responsabilidad para el autor del asesinato de una 
mujer en el foro de la familia, cuando ha subvertido las costumbres respecto 
del manejo de su sexualidad, ni por la vía de la inculpabilidad, ni por el instituto 
del perdón judicial. 
 
El Código penal de 1980, en cambio, estableció en el artículo 324 como causal 
de agravación punitiva para el homicidio, cuando se cometiere “En la persona 
del ascendiente o descendiente, cónyuge, hermano adoptante o adoptivo o 
pariente hasta el segundo grado de afinidad”. Las circunstancias que 
generaron el cambio, giraron en torno al valor que se le empezó a dar al 
 




derecho a la vida y a la necesidad de garantizar su tutela mediante el derecho 
penal; por lo que ésta previsión vino a fortalecer medidas como la abolición de 
la pena de muerte, adoptada en 191048.  
 
A primera vista, la norma en comentó disipó el mismo tratamiento jurídico para 
la muerte de mujeres y hombres que, causaran la muerte de su cónyuge, 
ascendiente, descendiente, entre otros. Es decir, el caso del uxoricidio que se 
ha venido analizando en apariencia, en este código, daría lugar a la agravación 
de la pena, por encuadrarse en los presupuestos del numeral 1 del artículo 
324, el cual abarca de manera objetiva la muerte de mujeres y hombres en el 
escenario de la familia, pues no tiene en cuenta los móviles determinantes del 
asesinato. 
 
En otras palabras, sea cual fuere la causa que llevó a un miembro de la familia 
a causar la muerte de otro integrante, la legislación de 1980 consagró un 
castigo agravado. Si fuera por esta norma, la regulación plantearía un 
problema de índole teleológico y es el de haber sepultado una tradición, 
costumbre y práctica que, por años, tuvo recepción y aval en el derecho penal 
y que, como se ha comprobado hasta el momento, permite evidenciar que 
existen motivos que llevan a los hombres a causar la muerte de las mujeres y 
que esos mismos móviles nunca han estado presentes en los asesinatos de 
los varones.  
 
De acuerdo a la historiografía realizada, ese dolus especialis haría referencia 
al manejo libre de la sexualidad por parte de la mujer; esto es, como cónyuge 
debía observar una conducta casta, pura, sin mancha, por lo que cualquier 
comportamiento que no encajara dentro de los patrones establecidos por las 
 
48 MÁRQUEZ, José. La Nación en el Cadalso. Revista Historia y Memoria. No. 5, 2012, pp. 145-178. 
GONZÁLEZ, Luis. XII Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano. Instituto 
Internacional de Historia de Derecho Indiano, 2003. 
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elites sociales, estatales y eclesiásticas de fidelidad, sumisión, abnegación y 
sobretodo, permisión de la disposición de su sexualidad y su cuerpo por su 
marido, generaría su muerte.  
 
Desde el punto de vista del autor, el móvil determinante, sería entonces el 
manejo libre de la sexualidad por parte de la mujer. Dicho dolus fue 
invisibilizado, sepultado y escondido por el Decreto 100 de 1980, al no dejar 
entrever que existen circunstancias por las cuales se asesina a una mujer; 
empero que esos mismos presupuestos, no están presentes en el homicidio 
de los hombres. 
 
Ahora bien, retomando el argumento de que el Estatuto punitivo de 1980 previó 
causales de agravación punitiva, tanto para el asesinato de hombres como el 
de mujeres y que en apariencia, generó un trato igualitario en la aplicación de 
la ley penal; lo cierto es que este argumento no dejó de ser un mero sofisma 
de poca o nula consideración en la práctica judicial que, por años, estuvo 
imbuida por una tradición social en la cual, como se ha visto, ha subsistido una 
hegemonía patriarcal de violencia sobre la mujer, que ha dejado a sus autores 
en la impunidad. 
 
Por ello es importante, analizar el Código penal de 1980 de cara a otras 
cláusulas normativas en él contenidas, que permiten desentrañar la verdadera 
regulación legal de la muerte de las mujeres. Al efecto, basta con mirar el 
artículo 60 de la normatividad en cita, que instituyó la ira e intenso dolor como 
causal de atenuación punitiva “causado por comportamiento ajeno grave e 
injusto”.  
 
Comoquiera que existía una tradición de antaño que generaba la impunidad 
frente al homicidio de la mujer en el seno de la familia, en los eventos de 
infidelidad o “tratos ilegales” con individuos diferentes a su cónyuge, esta vez, 
32 
 
la exoneración de responsabilidad para el autor no vendría por voluntad del 
legislador, sino por la discrecionalidad del intérprete, esto es, del poder judicial.  
 
Significa lo anterior, que en la práctica judicial lo que era una causal de 
atenuación de la punibilidad, terminó convirtiéndose en eventos de impunidad, 
por la vía del numeral 3 del artículo 29 que consagraba como causal de 
justificación el “legítimo ejercicio de un derecho”, en tanto se había afincado 
en el imaginario social, el derecho que tenían los hombres sobre la sexualidad 
de las mujeres49.  
  
“Los autores de homicidios dentro de la familia se justifican a veces invocando 
el “honor”, pero otras veces utilizan términos más generales, como celos o 
indignación, también relacionados con el concepto de “honor””50. 
 
En ambos casos podían alegar en su defensa que ha habido provocación, y 
obtener así la absolución o una considerable reducción de la sentencia. 
 
Las emociones que llenaban de contenido las categorías de atenuación de la 
punibilidad o de justificación, deben ser entendidas como “parte integral de un 
sistema cultural específico de representación del afecto y el sentimiento que 
ha sido históricamente constituido”51. Por esto, “la ira, el odio, los celos y el 
amor pasional ocuparon un lugar particular en la evaluación de las condiciones 
subjetivas del criminal y por consiguiente en su culpabilidad”52, dando lugar a 
la impunidad en relación con los actos cometidos sobre la vida de la mujer. 
 
49 VOS, Rafaela. Tradiciones y Culturas: Cómplices de las violencias contra las mujeres. Revista 
Amauta, Universidad del Atlántico, No. 19, enero-junio, 2012, pp. 121-130. 
50 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Departamento de Asuntos Económicos y 
Sociales. División para el adelanto de la mujer. Suplemento del Manual de legislación sobre la violencia 
contra la mujer. Prácticas perjudiciales contra la mujer. Nueva York, 2011. En: 
[https://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Supplement-to-Handbook-Spanish.pdf]  
51 JIMENO, Myriam. Crimen pasional: con el corazón en tinieblas. Serie Antropología Brasilia, 2002. 
En: [ http://vsites.unb.br/ics/dan/Serie323empdf.pdf] 




1.1.5. La muerte de la mujer y una realidad social escondida: ¡En todas 
las circunstancias la muerte de una mujer es igual a la de un hombre!. El 
24 de julio del 2000, se expidió la Ley 599 mediante la cual se promulgó el, 
hoy vigente, Código penal. 
 
En la misma línea del Decreto 100 de 1980, el estatuto sustancial del 2000 
consagró la ira y el intenso dolor como causal de atenuación punitiva, cuando 
la misma fuera causada “por comportamiento ajeno, grave e injustificado” (art. 
57). 
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que hace parte 
de un comportamiento ajeno, grave e injustificado, como fuente generadora de 
ira e intenso dolor y, por tanto, evento de atenuación de la punibilidad, la 
conducta de la mujer en torno a la libre disposición de su sexualidad; por 
ejemplo, ser sorprendida en actos de infidelidad53, que ha catalogado como un 
acto reprochable, ultrajante y socialmente inaceptable, que quien la hace no 
cuenta con autorización, privilegio o permisibilidad para incurrir en ella y 
constituye una ofensa que conlleva una situación insoportable por vulnerar 
sentimientos o conceptos, que para el ofendido son importantes y valiosos, de 
acuerdo a circunstancias como la idiosincrasia, la formación moral y cultural, 
así como los sentimientos de honor, dignidad y autoestima54. 
 
Puede desprenderse de lo anterior, que en vigencia de la redacción original 
del Código penal actual, la mujer aun no es libre de disponer de su sexualidad 
 
53 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 38020 (18, abril, 
2012).  
54 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 19876. (9, mayo, 
2007). CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 22783 (13, 
febrero, 2008). CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 
43190 (13, agosto, 2014). 
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y que de hacerlo, genera una afrenta grave a los sentimientos del honor 
varonil, circunstancia, apenas suficiente para atenuar la punibilidad. 
 
Aun cuando la causal de menor punibilidad anunciada, en el ámbito del poder 
de configuración normativa a cargo del legislador no hace distinciones 
respecto del autor, lo que, en principio, permitiría entender que se aplica por 
igual a hombres y mujeres, habría que preguntarse si histórica, cultural y 
socialmente ¿las mujeres han construido imaginarios sociales en torno al 
“honor” como categoría autónoma, sin depender de un vínculo afectivo o 
emocional con los hombres?, cuando en cambio, socialmente se ha formado 
y enseñado que los hombres pueden disponer a su arbitrio de su sexualidad, 
porque históricamente nunca fueron castigados por adulterio, pudiendo, 
incluso tener mancebas dentro de su propia casa de habitación, como así lo 
hicieron ver los Estatutos punitivos desde el inicio del período republicano, 
hasta la fecha. 
 
Entonces, si tradicionalmente no existen imaginarios sociales sobre “el honor 
femenino” como una construcción cultural lograda al margen de la familia o del 
cónyuge, mal podría pensarse que un acto de disposición del hombre sobre 
su propia sexualidad, puede generar para la mujer un acto grave, una afrenta, 
un perjuicio que repercuta en su autoestima y que la habilite a matarlo, 
obteniendo una reducción de su punibilidad.  
 
De ahí que una causal de atenuación que en apariencia tendría como 
destinatarios a los hombres y a las mujeres, en la práctica judicial no obtiene 
los mismos rendimientos en uno y otro caso. 
 
Ahora bien, esa cultura patriarcal que ha sido desentrañada de los escenarios 
legales en materia penal, a lo largo de la historia de la República de Colombia, 
que permite reafirmar la hipótesis planteada al inicio del documento –de que 
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existen razones por las cuales se asesina a una mujer y que las mismas 
motivaciones, no están presentes en los homicidios de los hombres–, estuvo 
bien nutrida por la Iglesia católica y sus fundamentos, que malinterpretaron el 
rol de la mujer en la familia y la sociedad, que crearon y alimentaron el 
contenido del honor varonil, que suscitaron y perpetraron una cultura de 
dependencia, sumisión y subyugación de aquella en relación con éste y que, 
incluso, justificaron el asesinato en aquellos eventos en los cuales, la mujer 
subvirtiera o controvirtiera dichos preceptos. A continuación, se pasa a 
demostrar esta afirmación. 
 
1.1.6. La influencia de la religión en las codificaciones punitivas. La 
historia del derecho penal colombiano en el período demarcado -1837 al 2000- 
debe analizarse, con base en los cimientos de la religión católica sobre la 
concepción que ésta tenía sobre la mujer, su rol familiar y social; así como los 
deberes que surgían en estos escenarios y las consecuencias frente a su 
incumplimiento. 
 
Recién establecida la independencia e instaurada la república, las tradiciones 
españolas, nunca desaparecieron. Por el contrario, “había que impedir que las 
jerarquías sociales se trastocaran, y que las normas morales emanadas de la 
fe católica perecieran con la expulsión de las autoridades españolas; la vía 
para mantener la cohesión social no podía ser otra que la religión, porque es 
en la religión, y sobre todo en su institución cultural o eclesial (sic) donde la 
tradición encuentra sus anclajes más sólidos […]. La religión y la institución 
eclesial afirman permanencias por las cuales se establece el mundo en su 
sentido, su orden y su inalterabilidad”55. 
 
 
55 GEORGES, Blandier. Citado por PEÑAS, Aura. Génesis del sistema penal colombiano. Utilitarismo 
y tradicionalismo en el código penal neogranadino de 1837. Bogotá: Doctrina y Ley, 2006, pág. 62. En: 




Por ello en los códigos penales de 1837,1870, 1890, 1936, y 1980, desde el 
ámbito de creación de la norma, existía una unidad entre la religión católica y 
las formas jurídicas, regido por un Estado paternalista “dirigido por los 
inteligentes y encargado de dar educación moral a las masas ignorantes”56; el 
Estado cumplía una función moral que se erigía sobre bases religiosas.  
 
“El problema básico no era la fe católica sino el sitio de la Iglesia en la sociedad 
civil y en el mundo político. La Iglesia se había encamado en una sociedad 
estática y rígidamente jerarquizada y pensaba las relaciones Iglesia-Estado 
con base al modelo ideal de la sociedad medieval, sin darse cuenta de la nueva 
sociedad que nacía y se fortalecía”57. 
 
La iglesia católica y sus fundamentos escritos desempeñaron dos importantes 
funciones en el derecho penal colombiano. En primer lugar, en el ámbito de 
creación de los estatutos punitivos, la religión tuvo incidencia en la 
identificación de las conductas que debían ser reprochadas por el poder penal; 
dicho de otro modo, las concepciones sobre lo que era prohibido tenían su 
equiparación en la noción de pecado, el cual puede ubicarse en los distintos 
pasajes bíblicos. 
 
En segundo lugar, el escenario de aplicación del derecho penal estuvo 
permeado por consideraciones religiosas, como un aparato de poder que 
incidió en la mente de sus destinatarios y nutrió los imaginarios sociales 
presentes en el arte, la literatura y la ciencia, puesto que la bondad o maldad 
de las leyes no depende de quién las crea, sino de quien las aplica58. 
 
 
56 JARAMILLO, Jaime. El pensamiento colombiano en el Siglo XIX. Bogotá: Editorial Temis, 1982, 
pág. 206. 
57 GÓNZALEZ, Fernán. Iglesia y Estado en Colombia durante el Siglo XIX (1820-1860). Bogotá: Centro 
de Investigación y Educación popular. CINEP, 1985.  
58 ROMERO, Luís. El Código penal de 1837: Marco histórico de su vigencia. Revista Nuevo Foro Penal, 
Vol. 12, No. 38, pp. 423-426, pág. 414. 
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Empero ¿qué alusión hacían las escrituras sobre la mujer? ¿Cuál era su 
génesis y su rol social? ¿Cuáles eran sus deberes frente a su cónyuge y con 
relación a la sociedad?¿Existía subordinación de la mujer? 
 
Para responder los interrogantes planteados, es importante traer a colación 
los pasajes bíblicos, tanto del antiguo como del nuevo testamento, sobre la 
consideración de la mujer en sociedad. 
 
Sobre el génesis de la mujer, este no es un ser autónomo, sino que se 
desprende la costilla del hombre. Por su parte, el varón es creación divina, en 
tanto la mujer existe por gracia del hombre59. 
 
“Entonces el Señor Dios hizo caer un sueño profundo sobre el hombre, y (éste) 
se durmió; y (Dios) tomó una de sus costillas, y cerró la carne en ese lugar. Y 
de la costilla que el Señor Dios había tomado del hombre, formó una mujer y 
la trajo al hombre. Y el hombre dijo: Esta es ahora hueso de mis huesos, y 
carne de mi carne; ella será llamada mujer, porque del hombre fue tomada. 
Por tanto el hombre dejará a su padre y a su madre y se unirá a su mujer, y 
serán una sola carne.”60 
 
Además de la dependencia en su creación, la mujer es símbolo de pecado y 
perjuicio. Fue Eva quien tentó a Adán frente al pecado; circunstancia que los 
llevó al destierro del paraíso terrenal y que en la aplicación del derecho penal 
en muchas legislaciones se ha interpretado en beneficio del varón en relación 
con la comisión de delitos sexuales, al ser la mujer un agente provocador61. 
 
 
59 ATEHORTUA, Adolfo & ROJAS, Diana. Mujer e historia» Revista Científica No. 7. Centro de 
Investigación y Desarrollo Científico. Universidad Distrital, 2005, pp. 269-293. 
60 Biblia, Génesis 2:20-24. 
61 Para ampliar esta teoría puede verse: MÁRQUEZ, José. Delitos sexuales y práctica judicial en 
Colombia:1870-1900. Los casos de Bolivar, Antioquia y Santander. Revista Palobra No. 13, agosto de 
2013, pp. 30-48. 
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“Porque Adán fue creado primero, después Eva.  Y Adán no fue engañado, 
sino que la mujer, siendo engañada completamente, cayó en transgresión. Se 
salvará, sin embargo, por su condición de madre, siempre que persevere con 
modestia en la fe, el amor y la santidad."62 
 
“Y el Señor Dios llamó al hombre, y le dijo: ¿Dónde estás? Y él respondió: Te 
oí en el huerto, y tuve miedo porque estaba desnudo, y me escondí. Y (Dios 
le) dijo: ¿Quién te ha hecho saber que estabas desnudo? ¿Has comido del 
árbol del cual te mandé que no comieras? Y el hombre respondió: La mujer 
que tú me diste por compañera me dio del árbol, y yo comí. Entonces el Señor 
Dios dijo a la mujer: ¿Qué es esto que has hecho? Y la mujer respondió: La 
serpiente me engañó, y yo comí. (…) A la mujer dijo: En gran manera 
multiplicaré tu dolor en el parto, con dolor darás a luz los hijos; y con todo, tu 
deseo será para tu marido, y él tendrá dominio sobre ti.”63 
 
A partir de estos preceptos bíblicos, se generó una cultura que consolidó el 
imaginario social de que la mujer era un ser subordinado al mando, dominio y 
usufructo del hombre, ya que en los Códigos penales estudiados lo 
reprochable no era el acto de infidelidad en sí mismo considerado como 
inmoral, sino el agravio al honor varonil mancillado por los tratos ilícitos con 
persona distinta de su cónyuge. 
 
Además se crearon y perpetuaron funciones estereotipadas de hombres y 
mujeres. A éstas se les atribuyó la debilidad, el sentimentalismo, la 
sensualidad, la función reproductiva, el instinto maternal, el cuidado de los 
hijos, las labores del hogar, la obediencia, la resignación y escasas 
posibilidades de participación en el ámbito público. En cambio, los varones 
 
62 Biblia, Carta de San Pablo a Timoteo 2:11-15. 
63 Biblia, Génesis 3:1-16 
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eran poseedores de la fuerza, la racionalidad, la superioridad, el desenfreno 
sexual y la facultad de discriminar64. 
 
"Si dos hombres se están pegando, se acerca la mujer de uno de ellos y, para 
liberar a su marido del que lo golpea, mete la mano y agarra al otro por sus 
partes, le cortarás a ella la mano sin compasión."65 
 
 “Pero quiero que sepáis que Cristo es cabeza de todo varón, y el varón es 
cabeza de la mujer (…) Porque el varón no debe cubrirse la cabeza, porque él 
es imagen y gloria de Dios; pero la mujer es gloria del varón. Porque el varón 
no procede de la mujer, sino la mujer del varón, y tampoco el varón fue creado 
por causa de la mujer, sino la mujer por causa del varón.”66 
 
“Vuestras mujeres callen en las congregaciones; porque no les es permitido 
hablar, sino que estén sujetas, como también la ley lo dice. [...] Y si quieren 
aprender algo, pregunten en casa a sus maridos; porque es indecoroso que 
una mujer hable en la congregación.”67 “La mujer aprenda en silencio, con toda 
sujeción. [...] Porque no permito a la mujer enseñar, ni ejercer dominio sobre 
el hombre, sino estar en silencio”68. 
 
Así mismo, enseñó que la mujer era propiedad del hombre y éste podía ejercer 
actos de señor y dueño sobre su cuerpo. "No codiciarás la casa de tu prójimo, 
ni su mujer, ni su siervo, ni su sierva, ni su buey, ni su asno, ni nada de lo que 
le pertenezca"69. Puede evidenciarse que la mujer se concebía como un bien 
que le incumbía al varón, equiparable al buey o asno, hecho que para las 
 
64 BELTRÁN, Elena et. al. Feminismos. Debates teóricos contemporáneos. Madrid: Alianza Editorial. 
Segunda reimpresión, 2008. 
65Biblia, Deuteronomio 25:11-12.  
66 Biblia, Levitico 12: 1, 2 y 5 
67 Biblia, Corintios 14: 34 & 35 
68 Biblia, Timoteo 2: 11-15 
69 Biblia, Éxodo 20:17. 
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legislaciones punitivas, concedió un derecho al hombre de disponer a su antojo 
de la sexualidad y de vida de las mujeres70, en tanto “la esposa no ejerce 
autoridad sobre su propio cuerpo, sino su esposo"71, “porque la mujer casada 
está sujeta por la ley al marido mientras éste vive”72 y “la mujer virtuosa es 
corona de su marido, mas la que lo avergüenza es como podredumbre en sus 
huesos.”73 
 
Finalmente, en el tema que se ha venido desarrollando las escrituras 
justificaron la muerte de las mujeres, cuandoquiera que habían dispuesto de 
su sexualidad con libertad. "Más si resultare ser verdad que no se halló 
virginidad en la joven, entonces la sacarán a la puerta de la casa de su padre, 
y la apedrearán los hombres de su ciudad, y morirá (…) Así quitarás el mal en 
medio de ti"74. 
 
Asimismo, las encíclicas de la Iglesia Católica hacen referencia al honor del 
hombre y la necesidad de restablecerlo cuandoquiera que se vea mancillado, 
mediante la autoridad superior varonil que “calca el modelo de autoridad de 
Dios”75, bajo la cual, bajo la figura de la patria potestad hacía la mujer y 
respecto de los hijos, debe proceder a educarlos. 
 
Estos análisis76 permiten evidenciar que la implementación de la religión en la 
sociedad colombiana dio lugar al ejercicio de prácticas judiciales en contra de 
la mujer, que fueron reconducidas por el derecho penal, como un instrumento 
de control social, que dejó en evidencia la dominación patriarcal, su 
 
70 BELTRÁN, Elena et. al. Feminismos. Debates teóricos contemporáneos. Madrid: Alianza Editorial. 
Segunda reimpresión, 2008. 
71 Biblia, Corintios 7: 3-5a 
72 Biblia, Romanos 7: 2 
73 Biblia, Proverbios 12:4 
74 Biblia, Deuteronomio 22,20-21 
75 Encíclicas papales y la doctrina social de la Iglesia. En: 
[http://www.vatican.va/offices/papal_docs_list_sp.html] 
76 Ver además: BENJAMÍN, Ana. El Gran Aquelarre. Revista Panorama, 2019. 
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discriminación, alienación y subyugación, dejando latente que la mujer puede 
ser violentada por un hombre bajo el ejercicio de un derecho sobre su cuerpo 
y sexualidad y, que en tales consideraciones, el poder punitivo entraría a 
restablecer el honor, la dignidad y la autoestima varonil, como bienes jurídicos 
de trascendencia pública. 
 
“La mayoría de las prácticas tradicionales perjudiciales contra la mujer tienen 
su fundamento en tradiciones o costumbres religiosas y culturales fundadas 
en una interpretación cultural y ancestral de la religión y de los preceptos 
religiosos errónea que justifica la pervivencia de mecanismos de control y 
discriminación hacia la mujer, denegándole los derechos más elementales”77. 
 
Un argumento adicional que refuerza la unidad entre el derecho y la religión y 
en cómo los estatutos punitivos, que regularon la vida de la Nación (desde 
1837 al 200), adoptaron prácticas perjudiciales en contra de la mujer y en 
beneficio del hombre para asegurar su dominación, es el hecho de que los 
mismos –salvo el Código penal de1837– fueron promulgados en el escenario 
de un modelo constitucional confesional, instituido por la Carta Política de la 
Regeneración; tradición que se agudizó con la celebración del Concordato 
entre la República de Colombia y la Santa Sede, desde 1887 hasta 1992, y 
elevó a la categoría jurídica el tradicional sentimiento católico de la Nación 
Colombiana, considerando a la Religión Católica, Apostólica y Romana como 
elemento fundamental del bien común y del desarrollo integral de la comunidad 
nacional. 
 
“En las Constituciones que proclaman la religión del Estado, o en las 
sociedades en las que la religión ocupa un lugar hegemónico en la vida de los 
 
77 SALDAÑA, María. Violencia contra la mujer “crímenes de honor” y prácticas culturales y religiosas 
perjudiciales: Estándares internacionales de Derechos Humanos adoptados por las Naciones Unidas. 
En: SÁNCHEZ, Nieves & GALVÁN, Beatriz. Laicidad y creencias. Revista Feminismos No. 28, pp. 
91-132, 2016, p. 97.    
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individuos y de los grupos, está en juego el respeto de los derechos humanos 
de la mujer”78. 
 
Sin duda, esa alianza entre la Iglesia y el Estado colombiano, normalizó e 
invisibilizó la muerte de la mujer, en el foro de la familia, bajo móviles  varoniles 
disfrazados de bienes jurídicos dignos de tutela punitiva, pero que en la 
práctica, desenmascararon para el hombre contextos de venganza, odio, 
discriminación, dominación, sometimiento, subyugación y para la mujer 
obediencia, sumisión, aceptación, fragilidad, resignación y aceptación. 
 
1.2. ANTECEDENTES NACIONALES E INTERNACIONALES DE LA 
CONSAGRACIÓN DEL FEMINICIDIO COMO TIPO PENAL AUTÓNOMO. 
 
Como tipo penal autónomo, el feminicidio viene a consagrarse en Colombia, 
por primera vez, en la Ley 1761 del 6 de julio del 2015, también conocida como 
“Rosa Elvira Cely”79. 
 
Previo a realizar un estudio dogmático y probatorio del tipo penal de 
feminicidio, según las regulaciones de la mencionada ley, es necesario 
adentrarse en los antecedentes inmediatos que dieron lugar a su consagración 
en el estatuto de las penas.  
 
Al efecto, se desarrollan los siguientes aspectos: (i) La laicización del Estado 
Colombiano a partir de la Constitución Política de 1991 y las aperturas al 
derecho internacional de los derechos humanos; (ii) los movimientos sociales 
tendientes a erradicar la violencia contra la mujer; (iii) los desarrollos 
normativos de la comunidad internacional en el sistema universal y en el 
 
78Ibídem, pág. 98. 





interamericano de derechos humanos; (iv) la promulgación de la Ley 1257 de 
2008 que incorporó la causal de agravación punitiva a la muerte de una mujer, 
por su condición de ser mujer y (v) los precarios avances de la Corte Suprema 
de Justicia, en el sentido de interpretar la causal de agravación mencionada. 
 
1.2.1. La nueva ola constitucional: La laicización del Estado y la apertura 
al derecho internacional. La Carta Política de 1991 consagró un modelo de 
Estado social de Derecho, fundado en el respeto por la dignidad humana 
(art.1) y la prevalencia de los derechos inalienables de las personas (art. 5), 
en igualdad de condiciones para el hombre y la mujer, estableciendo la 
prohibición de todo tipo de discriminación en contra de ésta (art. 43)80. 
 
Estas cláusulas normativas, merecen unos análisis particulares en relación 
con el tema que se estudia. En primer lugar, el catálogo de derechos 
contenidos en la norma fundamental, a diferencia del modelo constitucional de 
1886, ya no serían letra muerta con posibilidades nulas de ser ejercidos en la 
vida pública y privada. Por el contrario, se dotaron de mecanismos judiciales y 
administrativos para hacerlos exigibles de modo inmediato81. 
 
En segundo lugar, la interpretación del contenido y alcance de tales derechos 
para efectos de su materialización, vendría a estar informada por el núcleo 
esencial de la dignidad humana, que según el precedente constitucional, 
implicaría la facultad de “vivir como se quiere”, esto es, de desarrollar un 
proyecto de vida, determinada por la autonomía del individuo; vivir en 
condiciones que posibiliten el despliegue de dicha autonomía (“vivir bien”) y la 
intangibilidad de los bienes patrimoniales (respeto, protección y garantía de la 
 
80 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. (20, julio, 1991). Constitución Política de Colombia. Bogotá, 
Colombia: Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991. Imprenta Nacional. 
81 LÓPEZ, Diego, et al. La armonización del derecho internacional de los derechos humanos en el 
derecho penal colombiano. En: Revista Colombiana de Derecho Internacional. Enero-junio, 2008, No. 
12, p. 300-333. 
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integridad física y moral) “vivir sin humillaciones”82. La facultad de vivir como 
se quiere, esto es de vivir en dignidad implica para la mujer, estar libre de 
violencia, discriminación y humillaciones; así como poder decidir libremente de 
su sexualidad, sin miedos a represalias o venganzas que se surtan sobre su 
vida e integridad83. 
 
En tercer lugar, el núcleo esencial de cada derecho sería identificado a partir 
de las propias regulaciones del Texto Constitucional, de los avances de la 
jurisprudencia constitucional y de los tratados internacionales de derechos 
humanos, que vendrían a incorporarse al ordenamiento jurídico colombiano, 
con la misma entidad jerarquía de la Carta Política, para conformar con ésta, 
un bloque de constitucionalidad, que sería utilizado como parámetro de control 
constitucional de las leyes y que serviría de límite al poder de producción 
normativa a cargo del legislador84; además coadyuvaría a la independencia 
del poder judicial, que sólo estaría sometido al derecho, entendido éste en 
sentido amplio, esto es, en la conformidad que deben lograr las providencias 
judiciales con los estándares creados por la comunidad internacional85. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional ha manifestado que “los Convenios 
y Tratados Internacionales aprobados por el Congreso de la República y 
ratificados por el Gobierno Nacional también deben servir como canon de 
interpretación de los derechos constitucionales fundamentales y han de ser 
tomados como puntos de referencia para fijar el sentido y alcance de los 
 
82 “Ha sostenido esta Corporación que en aquellos casos en los cuales se emplea argumentativamente la 
dignidad humana como un criterio relevante para decidir, se entiende que ésta protege: (i) la autonomía 
o posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como se quiere), 
(ii) ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien), (iii) la intangibilidad de los bienes 
no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones)”. Ver por todas: CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-804. (27, septiembre, 2006).  
83 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-311. (30, julio, 2018); T-462. (3, diciembre, 2018). 
84 UPRIMNY, R. (2004). Bloque de constitucionalidad, derechos humanos y nuevo procedimiento 
penal. Bogotá: Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 
85 UPRIMNY, Rodrigo & RODRIGUEZ, Andrés. Interpretación judicial. Bogotá: Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla, 2008. 
45 
 
derechos constitucionales fundamentales de las mujeres, lo que recalca el 
amparo reforzado que se confiere a sus derechos”86 
 
En cuarto lugar, la norma fundamental y los tratados internacionales sobre 
derechos humanos a ella incorporados, le imponen al Estado obligaciones 
concretas de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de los 
habitantes del territorio nacional, al margen de consideraciones religiosas.  
 
En efecto, el Texto Constitucional instituye un Estado laico, respetuoso de la 
libertad de cultos, que no impone formas particulares de considerar el génesis, 
desarrollo y evolución de la humanidad87, que, separa claramente las 
funciones del Estado y de la Iglesia (neutralidad) y que prohíbe la 
discriminación fundada en motivos religiosos.88 
. 
“La neutralidad estatal comporta que las actividades públicas no tengan 
fundamento, sentido u orientación determinada por religión alguna –en cuanto 
confesión o institución–, de manera que las funciones del Estado sean ajenas 
a fundamentos de naturaleza confesional”89. 
 
Adicional a lo anterior y comoquiera que se ha evidenciado un contexto 
histórico de discriminación hacia la mujer, la norma fundamental y la 
interpretación que de ésta, ha realizado el Alto Tribunal Constitucional, han 
establecido que la mujer goza de especial protección en el ordenamiento 




86CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-804. (27, septiembre, 2006).  
87 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-027. (5, febrero, 1993). 




De los cuatro elementos referenciados, como características –centrales de 
interés en el presente documento– del modelo constitucional establecido por 
la Asamblea Nacional Constituyente en 1991, puede advertirse, en apariencia, 
un terreno fértil de protección efectiva de los derechos de los hombres y las 
mujeres en igualdad de condiciones. 
 
Y se dice en apariencia, porque ha sido la propia Corte Constitucional la que 
ha puesto de presente, el distanciamiento entre la igualdad formal y el ejercicio 
material efectivo de los derechos en cabeza de las mujeres. En efecto, “aun 
cuando la igualdad formal entre los sexos se ha ido incorporando 
paulatinamente al ordenamiento jurídico colombiano, lo cierto es que la 
igualdad sustancial todavía continúa siendo una meta90. 
 
Sin duda, el legado histórico de discriminación y violencia contra la mujer aún 
permea los escenarios familiares, culturales, sociales y públicos de la Nación, 
como lo recalca el Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos al 
decir que “en muchas sociedades, incluidas las industrializadas, la imagen de 
la mujer en la cultura dominante no se libra de cierto fondo, también religioso, 
que tal vez no se manifieste como tal, pero que se transmite y se halla difuso 
en la conciencia colectiva ancestral de la sociedad y no ha desaparecido 
totalmente con el desarrollo o con los movimientos de laicización de la 
sociedad y del Estado”91. 
 
Conclusión a la que también llegó el Comité de Derechos Humanos en la 
Observación General No. 28 del 29 de marzo de 2000, sobre La igualdad de 
derechos entre hombres y mujeres (Artículo 3), al exponer que la desigualdad 
 
90CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-355. (10, mayo, 2006). 
91 ONU, Consejo Económico y Social, Comisión de Derechos Humanos, Informe presentado por el Sr. 
Abdelfattah Amor, Relator Especial sobre la libertad de religión o de creencias, de conformidad con la 
Resolución 2001/42 de la Comisión de Derechos Humanos, relativo a «Estudio sobre la libertad de 
religión o de creencias y la condición de la mujer en relación con la religión y las tradiciones», 5 de abril 
de 2002, párr. 24 (UN Doc. E/CN.4/2002/73/Add.2) 
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y violencia por la que atraviesan las mujeres en el mundo en el disfrute de sus 
derechos está profundamente arraigada en la tradición, la historia, la cultura, 
incluso en las actitudes religiosas. Por ello, se exige de los Estados el deber 
de cerciorarse de que no se utilicen los legados religiosos y culturales, como 
pretexto para justificar la vulneración de los derechos de la mujer y al disfrute 
en condiciones de igualdad de todos los derechos reconocidos a los 
hombres92. 
  
Aun cuando, se afirme que falta mucho camino por recorrer, no se puede 
desconocer que el modelo constitucional establecido en 1991, significó un giro 
copernicano, en relación con el que pervivió antes de esta fecha, en lo que 
atañe al respeto, protección y garantía de los derechos de la mujer, 
principalmente a vivir libres de violencia y a la facultad de poder decidir sobre 
su sexualidad. 
 
1.2.2. Los movimientos sociales. La Conferencia Mundial sobre Derechos 
Humanos celebrada en Viena del 14 al 25 de junio de 1993, declaró que los 
derechos humanos de la mujer y la niña, son parte inalienable e indivisible de 
los derechos humanos universales, los cuales debían ser garantizados por los 
Estados en la vida política, económica, social y cultural, en condiciones de 
igualdad respecto de los hombres. Dicha conferencia también hizo énfasis en 
la necesidad de erradicar todas las formas de discriminación basadas en el 
sexo93.  
 
Asimismo, la Conferencia de El Cairo llevada a cabo del 5 al 13 de septiembre 
de 1994, hizo énfasis en la necesidad de afianzar la autonomía de la mujer, 
 
92 ONU, Comité de Derechos Humanos, Observación General núm. 28 sobre «La igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres (Artículo 3)», 29 de marzo de 2000, especialmente párrs. 5, 9 y 21 (UN Doc. 
CCPR/C/21/Rev.1/Add.10). 
93 CONFERENCIA MUNDIAL DE DERECHOS HUMANOS. Declaración y Programa de Acción de 




como sujeto de derechos y el correlativo deber para el Estado de hacer 
efectivas, entre otras, la facultad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y 
la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuando y con qué frecuencia, sin 
que sea condenada, sancionada o reprimida por este ejercicio94. 
 
En un evento celebrado en 1976, en Bruselas se expusieron los diversos tipos 
de discriminación, opresión y violencia a que eran sometidas las mujeres. En 
este escenario, Diana Russell utilizó el término femicide, por primera vez con 
un contenido político y con el propósito de hacer visible la realidad, que se ha 
venido reiterando a lo largo de este texto y, que ha quedado oculta a los ojos 
del mundo: quería enfatizar que muchas mujeres mueren, por el hecho de ser 
mujeres ¡Quería referirse a la muerte violenta, como una forma de agresión 
extrema contra las mujeres por causa de su identidad de género femenino!95: 
“intentos de controlar sus vidas, sus cuerpos y/o su sexualidad, al punto de 
castigar con la muerte a aquellas que no acepten este sometimiento”96. 
 
Posteriormente, Marcela Legarde tomó el vocable femicidio acuñado por Diana 
Rusell, para distinguirlo del feminicidio, queriendo hacer notar que el primer 
término hace referencia a la muerte de las mujeres en cualquier circunstancia, 
mientras que el último, requiere razones de género, que normalmente son 
encubiertas por construcciones sociales, que conllevan a la impunidad o a la 
 
94 CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA POBLACIÓN Y EL DESARROLLO. La 
Conferencia del Cairo, celebrada del 5 al 13 de septiembre de 1994. EN: 
[https://www.un.org/popin/icpd/newslett/94_19/icpd9419.sp/1lead.stx.html] 
95 RUSELL, Diana. Femicide. The power of a name.Viena: Academic Council on the United Nations 
System, 2013. En igual sentido, RUSELL, Diana & HARMES, Rigoberta. Feminicidio: Una perspectiva 
Global. México: Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y Humanidades de la 
Universidad Autónoma de México, pág. 73. 
96 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. COMISIÓN INTERAMERICANA DE 




atenuación de la punibilidad, bajo el concepto de emoción violenta o ira e 
intenso dolor97. 
 
En Colombia, con el fin de modificar el sistema punitivo y, con ello, dejar 
entrever la realidad que había estado ocultada, referida a la muerte de las 
mujeres por su condición de tales, se constituyó la “Mesa por una ley integral 
para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencias”, 
conformada por mujeres pertenecientes a entidades del Estado y 
organizaciones civiles, que han venido trabajando con el apoyo de la 
Procuraduría, la Fiscalía General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la 
Alcaldía de Bogotá y el Instituto Nacional de Medicina Legal; así como con la 
ayuda de diferentes entidades de la Organización de las Naciones Unidas98.  
 
Además, en el seno del Congreso se conformó la Comisión accidental 
bicameral por la defensa de los derechos de la mujer en Colombia, más 
conocida como “la bancada de mujeres”, que junto con la Mesa por una ley 
integral, construyeron metodologías de trabajo y medidas para la 
retroalimentación en las diversas regiones del país y su difusión nacional; 
 
97 LAGARDE, Marcela. Citado por: ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES. Declaración sobre el femicidio, 15 de agosto de 
2008. En: [https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/declaracionfemicidio-es.pdf] 
98 “La Mesa por la Ley está integrada por organizaciones de mujeres, entidades del Estado y mujeres 
individuales:, ADEC Fusa, AEC, , Defensoría del pueblo, Fundación Diálogo Mujer, Diálogo 
mujer/grupo tierras, mujeres jóvenes, FUNDEIN, Fundación Mujeres en Acción, Fundación Nacional 
de Mujeres, Grupo Mujer Joven, Grupo Mujer y Sociedad, Humanas, ILSA, Mujeres Autoras y Actoras 
de Paz, , Mesa de Mujer y Género, Oficina de Mujer y Géneros de la Alcaldía Mayor, Planeta paz, 
Procuraduría General de la Nación, PROFAMILIA, Red Nacional de mujeres, Sisma Mujer, Magdalena 
León, Ana Isabel Arenas y Ligia Galvis. Además de la Defensoría del Pueblo que ha realizado la 
Secretaría Técnica de la Mesa y la Oficina de Mujer y Géneros de la Alcaldía de Bogotá que ha tenido 
una participación fundamental, han hecho presencia entidades estatales como la Fiscalía General de la 
Nación y el Instituto Nacional de Medicina legal y Ciencias Forenses, de igual manera han participado 
de manera permanente entidades del sistema de Naciones Unidas como el Fondo de Poblaciones de las 
Naciones Unidas, UNIFEM, OIM, ACNUR, y la Oficina de la Alta Comisionada para los derechos 
humanos en el país.” CORPORACIÓN SISMA MUJER. Crónica del proceso de formulación y 




generaron un proceso de intercambio y debate, sobre los derechos de las 
mujeres en todos los espacios (laboral, político, social, cultural y penal). 
 
En el tema que ocupa la atención del documento, la Mesa por la Ley y la 
Bancada de mujeres, propusieron un proyecto de ley en el que se incluía una 
causal de agravación punitiva al homicidio, para entrar a hacer parte del 
artículo 104 del Código penal, referido a la muerte de mujeres por el hecho de 
ser mujeres o por su condición de tales. 
  
Inicialmente, se formuló la modificación de la Ley 599 de 2000, en el sentido 
de agregar el tipo penal de feminicidio como delito autónomo, propuesta que 
fue rechazada en el Congreso, bajo el argumento de que, una disposición de 
tal magnitud generaría un trato desigual respecto del tratamiento punitivo y el 
acceso a la justicia, cuando las víctimas hacen parte del género masculino.  
 
Aunque la Mesa por la Ley y la Bancada de Mujeres, expusieron las razones 
históricas, culturales, sociales y religiosas, sobre ciertas condiciones en las 
cuales las mujeres eran asesinadas en Colombia, se evidenció la resistencia 
en el poder político de consagrar el feminicidio como delito autónomo, por lo 
que tímidamente quedó contemplado como causal de agravación punitiva, el 
hecho de causar la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer, contenido 
en la Ley 1257 del 4 de diciembre de 200899. 
 
1.2.3. El desarrollo del derecho universal y regional sobre la violencia de 
género y su incidencia en Colombia. La comunidad internacional consciente 
de las prácticas perjudiciales en contra de la mujer y de la discriminación que 
estas entrañan en el ejercicio pleno de sus derechos civiles y políticos, de facto 
y de iure, en el ámbito de la producción normativa, fue desarrollando una serie 
 
99 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1257. (4, diciembre, 2008). 
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de instrumentos de hard law y soft law, tendientes a erradicar cualquier forma 
de violencia y discriminación hacia la mujer y, del mismo modo, a imponer 
obligaciones a los Estados, para que adopten medidas jurídicas tendientes a 
sancionar y erradicar estas conductas enraizadas en la cultura y justificadas 
por la reivindicación del honor masculino. 
 
En este contexto, el Sistema Universal y el Interamericano de protección de 
derechos humanos, han reconocido que la violencia contra las mujeres 
constituye una vulneración a sus derechos humanos y libertades 
fundamentales y ha establecido específicamente el derecho de las mujeres a 
vivir libres de violencia basada en el sexo y el género100. 
 
A continuación se describen los instrumentos internacionales del Sistema 
Universal y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, generales y 
específicos, relacionados con los derechos de la mujer en concreto. 
 
1.2.3.1. Sistema Universal. La Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948 (art. 2), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art.1); 
el Pacto Internacional de Derechos Sociales Económicos y Culturales (art. 3); 
estos últimos suscritos por Colombia el 21 de diciembre de 1966 y aprobados 
mediante Ley 74 de 1968,  reivindicaron el ejercicio de derechos y libertades, 
para hombres y mujeres, sin diferenciación por razón de sexo o género. 
 
A parte de los instrumentos generales que consagran derechos civiles, 
políticos, sociales y culturales, para hombres y mujeres, en igualdad de 
condiciones, la Organización de las Naciones Unidas, ha reconocido que las 
mujeres son sujetos de derecho de especial protección internacional, debido a 
 
100CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-355. (10, mayo, 2006). 
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una historia mundial de discriminación y violencia, en la que se han 
desconocido el ejercicio pleno de sus derechos.  
 
En razón a lo anterior, el Sistema Universal se ha preocupado por expedir 
normativas específicas, tendientes a erradicar todo tipo de discriminación y 
violencia contra la mujer y a desalentar en los Estados, el ejercicio de prácticas 
tradicionales arraigadas en la cultura de las naciones, que impiden un ejercicio 
pleno de los derechos y que, en muchos eventos, han sido utilizadas para 
exonerar a los responsables de dichas violencias. 
 
En ese sentido, la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la 
Mujer de 1993101 invita a los Estados a imponer sanciones penales para todo 
tipo de violencia contra la mujer y a no invocar ninguna costumbre, tradición o 
consideración religiosa para eludir su obligación de eliminar esa violencia.  
 
En los años siguientes, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó 
resoluciones referentes a los crímenes de honor, en las que recomienda 
eliminar los delitos de honor cometidos contra la mujer, recurriendo, entre otras 
cosas, a medidas legislativas, que además pongan de presente que hay 
violencias de género, esto es, cometidas contra las mujeres por su condición 
de tales102. 
 
Igualmente, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer de 1967 y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
 
101ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS.  Declaración sobre la eliminación de la 
violencia contra la mujer. Resolución 48/104 del 20 de diciembre de 1993. En: 
[https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/violenceagainstwomen.aspx] 
102 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. Hacia la eliminación de los delitos de 
honor cometidos contra la mujer. Resolución 55/66 del 31 de enero de 2001. En: 
[https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1490.pdf]. Igualmente, ASAMBLEA 
GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. Hacia la erradicación de los delitos de honor cometidos 




discriminación contra la mujer de 1979103 han puesto en evidencia realidades 
inobjetables sobre la condición de la mujer a nivel mundial, siendo víctima de 
todo tipo de discriminación por razones de sexo (biológicas) y género 
(asunción del rol social), que impide el ejercicio real de sus derechos.  
 
En el campo que ocupa la atención de esta investigación, el instrumento 
convencional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, ha impuesto obligaciones concretas a los Estados que lo han 
ratificado, entre ellos, Colombia que lo firmó el 17 de julio de 1980 y aprobó 
mediante la Ley 51 del 2 de junio de 1981 y que, como se dijo líneas atrás, 
hace parte integrante del Texto Constitucional y, por tanto, goza de la misma 
entidad y jerarquía que la norma fundamental104. 
 
Dichas obligaciones, hacen referencia al deber de: (i) adoptar todas las 
medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar 
leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer, (ii) modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas 
consuetudinarias que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y 
mujeres, y (iii) derogar todas las disposiciones penales nacionales que 
constituyan discriminación contra la mujer (art. 2, literales f y g; art. 5, literal a). 
 
Sobre estos deberes, el Comité para la Eliminación de la Discriminación hacía 
la mujer, en la Recomendación No. 19 titulada La violencia contra la mujer, 
puso en evidencia que las actitudes, prácticas tradicionales, culturales y 
 
103 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, Resolución 34/180 de 18 de diciembre 
de 1979, acogida por Colombia mediante la Ley 51 de 1981. En: 
[https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cedaw.aspx] 




sociales, según las cuales se considera a la mujer como un ser inferior y por 
tanto, subordinada al hombre o se le atribuyen funciones estereotipadas, 
perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción; por ello 
se exhorta a las naciones al cumplimiento de las siguientes obligaciones: (i) 
adoptar medidas legislativas en el escenario penal, que elimine la defensa del 
honor como justificativo para atacar a las mujeres de la familia o atentar contra 
su vida; (ii) investigaciones eficientes adelantadas, bajo el principio de 
diligencia debida, que conlleven a la imposición de sanciones a los 
responsables de violencias contra las mujeres, en las cuales, se visibilice la 
discriminación de género; (iii) hacerse responsable, restablecer el derecho e 
indemnizar, en aquellos eventos en los cuales, no se han cumplido las 
obligaciones anteriores105. 
 
En esta misma línea, el Comité de Derechos Humanos ha recomendado que 
los Estados partes del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
promulguen normas que desalienten la perpetuación de prácticas nocivas para 
los derechos de las mujeres106,  eliminen de los estatutos punitivos las 
disposiciones discriminatorias, incluidas las que establecen sanciones más 
leves para los crímenes cometidos por hombres en nombre del honor107.  
 
Es importante mencionar que los instrumentos internacionales reseñados y la 
interpretación que, de los mismos, ha hecho el Comité para la Eliminación de 
Discriminación en contra de la Mujer y el Comité de Derechos Humanos, según 
las líneas precedentes, no solo han exigido la eliminación de disposiciones 
penales que pretenden justificar la muerte de las mujeres en razón a la 
 
105 CEDAW. La violencia contra la mujer. Recomendación No. 19 del 29 de enero de 1992. En: 
[http://archive.ipu.org/splz-e/cuenca10/cedaw_19.pdf] 
106 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS, ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. 
Examen de los informes presentados por los Estados 
partes de conformidad con el artículo 40 del Pacto. observaciones finales del comité de derechos 




reivindicación del honor o que obedecen a prácticas perjudiciales tradicionales, 
que la ubican en una condición de inferioridad, sino que además, han 
establecido los deberes de crear una legislación punitiva que visibilice, 
evidencie y muestre que existen eventos en los cuales, se asesinan a las 
mujeres, porque quien lo hace, las discrimina, las entiende como objeto de su 
propiedad y de su dominio, las ve inferiores o siente que tiene el derecho a 
hacerlo. 
 
1.2.3.2. Sistema Interamericano. La Convención Americana de Derechos 
Humanos108 prohíbe la discriminación en la garantía de los derechos, por 
razones de género (art. 1) y establece la igualdad en el ejercicio de los mismos 
(art. 24). 
 
A su vez, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará)109 , consagró el 
derecho de las mujeres a vivir libres de toda forma de discriminación y en tal 
sentido, impuso obligaciones concretas a los Estados suscriptores de: (i) 
condenar todas las formas de violencia contra la mujer; (ii) abolir leyes y 
reglamentos que se fundamenten en prácticas consuetudinarias, que 
respaldan la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; y (iii) 
erradicar los patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales 
y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 
 
En el año 2007, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos usó el 
término feminicidio, por primera vez, en el caso de Bolivia, al advertir que entre 
el 2003 y el 2004, se habían cometido 439 asesinatos de mujeres, a manos de 
 
108 ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS. Convención Americana de Derechos Humanos. 
San José, Costa Rica  7 al 22 de noviembre de 1969.  
109 Entró en vigencia para Colombia el 15 de diciembre de 1996, al aprobarse la Ley 248 de 1995. 
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sus esposos, enamorados, amantes, concubinos, parientes o vecinos, casos 
de los cuales tan sólo 18 tienen sentencia y 2 se encontraban en tramitación110.  
 
En dicho informe se puso de presente que (i) los feminicidios tienen lugar tanto 
en el escenario público como en el privado; (ii) los autores responsables se 
creen con el derecho a disponer de la integridad, sexualidad y vida de las 
mujeres; por esto, es probable que la muerte de las mujeres esté antecedida 
de violencia intrafamiliar, humillaciones, ultrajes, violencia sexual o crueldad 
en la ejecución de las conductas; (iii) el Estado no cuenta con mecanismos 
idóneos de investigación e identificación de responsables, ni de los móviles 
que llevaron a cometer los asesinatos, porque pesa sobre la mente de los 
funcionarios investigadores imaginarios sociales que normalizan este tipo de 
conductas o aminoran la responsabilidad penal bajo la causal de “emoción 
violenta”.  
 
De lo dicho hasta aquí, se puede concluir que tanto la Constitución Política, 
los movimientos sociales, los instrumentos internacionales y la interpretación 
que de estos han hecho los órganos autorizados,  tienen un común 
denominador: todos subrayan la insuficiencia de los derechos humanos – 
considerados desde el punto de vista de su existencia formal y en abstracto– 
para dar respuesta de manera suficiente a la diversidad y complejidad de la 
problemática de las mujeres, que son asesinadas por su condición de tales. 
 
Sin embargo, se nota el esfuerzo de estas normativas de: (i) revelar y 
considerar la situación de vulnerabilidad en que se encuentran aún gran 
cantidad de mujeres; (ii) y propenden, en tal sentido, por reconocer las 
necesidades particulares de las mujeres, de modo que se erradiquen de 
 
110 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia e inclusión 




manera eficaz las desigualdades históricas y las injusticias estructurales que 
se han alimentado de la religión, la cultura y las prácticas sociales, que 
experimentan las mujeres por el único hecho de ser mujeres; (iii) evidenciar 
que existen casos, en los cuales, se causan asesinatos de mujeres, porque 
quien lo hace, siente que tiene el poder, el derecho o la facultad de hacerlo, 
que tiene la capacidad de discriminar, alienar, subyugar y disponer de la 
integridad, sexualidad y vida de las mujeres o para reivindicar el honor y la 
dignidad varonil; (iv) imponer obligaciones a los Estados en el sentido de 
exigirles que investiguen y juzguen este tipo de conductas y los móviles que 
llevaron al insuceso bajo el principio de diligencia debida, que además lleva a 
suprimir previsiones normativas que garanticen la impunidad para el autor o 
legitimen este tipo de violencias bajo causales de atenuación punitiva como la 
emoción violenta o la ira y el intenso dolor. 
 
De la historiografía de las codificaciones punitivas dictadas en Colombia, 
desde la fecha de la independencia, hasta la redacción original de la Ley 599 
de 2000; así como del rastreo documental de los documentos internacionales 
y de la revisión de los fundamentos del modelo constitucional de 1991, se llega 
a la conclusión de que sí existe una realidad que estaba oculta y merecía ser 
nombrada y es que muchas mujeres son asesinadas por el hecho de ser 
mujeres. 
 
Esta realidad vino a ser reconocida, por primera vez, en la codificación punitiva 
con la entrada en vigencia de la Ley 1257 de 2008; sin embargo, sus 
rendimientos en la práctica fueron escasos, por no decir que nulos, como se 
pasa a ver a continuación. 
 
1.2.4. La Ley 1257 de 2008: La incorporación de la causal de agravación 
punitiva: ¡Una realidad que se nombró con escasos rendimientos 
prácticos! El 4 de diciembre del 2008 se promulgó la Ley 1257, que dictó 
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normas para la sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres111. 
 
En sus artículos 26 y 27, la Ley 1257 de 2008 agregó una causal de agravación 
punitiva a las existentes en el art. 104 de la Ley 599 del 24 de julio de 2000, 
para el delito de homicidio, aumentando la pena de la tercera parte a la mitad,  
cuando la muerte se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer. 
 
Por primera vez, en la historia del país se estaba dando un nomen iuris a una 
realidad que merecía ser nombrada: ¡que fue ejercida ampliamente en los 
entornos sociales cobijados por los estatutos punitivos de 1837, 1870, 1890 y 
1936! Y que ¡fue invisibilizada y sepultada, pero en todo caso, justificada en 
los Códigos penales de 1980 y del 2000! 
 
En contraste, los antecedentes legislativos de la Ley 1257 reconocen que 
existen circunstancias en las cuales, se asesina a una mujer por su condición 
de tal, por el hecho de ser mujer, a partir de de consensos de todos los actores 
sociales y políticos que intervinieron en su producción y que muestran lo 
siguiente: (i) la violencia contra las mujeres es una expresión de 
discriminación, la cual está (ii) estrechamente vinculada con relaciones 
desiguales de poder entre hombres y mujeres, establecidas y aceptadas por 
la sociedad y avaladas, en muchos casos, por el Estado; por ello, (iv) el Estado 
debe intervenir en la prevención, protección, atención, sanción, 
restablecimiento del derecho y reparación, porque los actos de violencia contra 
las mujeres no deben ser minimizadas, ni constituyen problemáticas privadas 
que se resuelven en el seno del hogar, sino preocupaciones de la esfera 
pública112. 
 
111 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1257. (4, diciembre, 2008). 
112 CORPORACIÓN SISMA MUJER. Crónica del proceso de formulación y aprobación de la ley sobre 





1.2.5. El único pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia en 
vigencia de la Ley 1257: ¡una aproximación!. El 28 de febrero de 2006, 
William Orlando causó la muerte de su compañera sentimental Johana Paola, 
con disparos de arma de fuego. Según la reconstrucción probatoria, los 
mencionados tenía una relación absorbente, insana y enfermiza, en la cual, el 
acusado se comportaba de manera posesiva y controladora; ejercía actos de 
violencia física, psicológica y verbal en contra de Johana, la celaba 
continuamente y ocupaba los espacios de ésta en los cuales, no podía tener 
cabida un noviazgo (salón de clases).  Días previos a la muerte de Johana, 
ésta le había manifestado a sus familiares que debía terminar la relación y 
según sus dichos, si ella lo dejaba, él la mataba. 
 
Estas circunstancias generaron en Johana miedo, temor, sumisión, aceptación 
y resignación. Por su parte, alimentaron la personalidad posesiva, agresiva y 
celosa de William. 
 
Comoquiera que los hechos tuvieron ocurrencia en febrero de 2006, fecha en 
la que no había entrado en vigencia la Ley 1257 de 2008, los operadores de 
justicia tuvieron muchas dificultades a la hora de hacer el juicio de adecuación 
típica. En primera instancia, se exoneró de responsabilidad a William Tautiva 
porque se encontró acreditada la máxima del in dubio pro reo, al considerar 
que existían elementos probatorios que le permitían al juez de instancia, 
arribar a la conclusión de que se había producido un accidente. Por su parte, 
el Tribunal Superior, a quien le correspondió la apelación, decidió condenarlo 
por homicidio simple a 208 meses de prisión, tipificado en el artículo 103 del 
Código penal. 
 
En vigencia de la Ley 1257 el único proceso que aplicó la causal de agravación 
punitiva de “causar la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer”, tuvo 
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como radicado 41457, siendo la Magistrada Ponente, la Dra. Patricia Salazar 
Cuéllar; sentencia del 4 de marzo de 2015, por hechos similares a los descritos 
anteriormente. 
 
En esta providencia se sancionó por primera vez, la muerte de una mujer 
ocasionada por su compañero permanente, como un delito de feminicidio. En 
esta oportunidad, la Corte Suprema de Justicia, conoció el recurso de 
casación, contra la sentencia del Tribunal Superior de Medellín, que condenó 
al procesado Alexánder de Jesús Ortiz Ramírez por el cargo de homicidio 
agravado, por la causal establecida en el numeral 1 del art. 104. Sin embargo, 
estimó que resultaba lesivo del principio de legalidad atribuirle al inculpado, la 
circunstancia de agravación del homicidio prevista en el numeral 11 del artículo 
104 del Código Penal, es decir, la de causar la muerte “contra una mujer por 
el hecho de ser mujer”, ya que de acuerdo con la entrevista suministrada por 
Flor Alba Velásquez Correa y la denuncia de Blanca Sulderi Ramírez 
Velásquez (referida a un hecho anterior), “se establece” que ORTIZ RAMÍREZ 
“dio muerte a su pareja por cuestiones pasionales relacionadas con los celos 
que sentía por el comportamiento de la mujer”.  
 
Sobre el particular, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
consideró que la expresión feminicidio, no solo cobijaba los eventos en los 
cuales se causa la muerte de la mujer por quien padece trastornos de 
misoginia, es decir, odio hacia las mujeres, sino también, cuando existe un 
contexto de instrumentalización, cosificación, dominación o estigmatización 
hacía la mujer, que puede ocurrir en escenarios privados o públicos. En dicha 
oportunidad manifestó:  
 
“Matar a una mujer porque quien lo hace siente aversión hacia las mujeres, no 
se duda, es el evento más obvio de un “homicidio de mujer por razones de 
género”, que fue la expresión con la cual se refirió al feminicidio la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del 16 de noviembre de 
2009, expedida en el caso GONZÁLEZ Y OTRAS (“CAMPO ALGODONERO”) 
VS. MÉXICO. Pero también ocurre la misma conducta cuando la muerte de la 
mujer es consecuencia de la violencia en su contra que sucede en un contexto 
de dominación (público o privado) y donde la causa está asociada a la 
instrumentalización de que es objeto”113.  
 
Este, a pesar de ser el primer y único caso, juzgado como feminicidio a la luz 
de la Ley 1257 de 2008, sienta un precedente frente los patrones patriarcales 
de discriminación, estigmatización y subordinación, bajo los cuales, se causa 
la muerte de ciertas mujeres, en contextos domésticos. 
 
Puede evidenciarse, sin embargo, que la Ley 1257 no tuvo los rendimientos 
prácticos esperados por la Mesa por la Ley y la Bancada de Mujeres. 
Circunstancia que, de la mano con los terribles sucesos que rodearon la 
muerte de Rosa Elvira Cely, dieron lugar a la promulgación de la Ley 1761 del 
6 de julio de 2015, por la cual se crea el tipo penal de feminicidio como delito 
autónomo. 
 
En el capítulo siguiente, se entra a analizar el contenido y alcance del tipo 
penal de feminicidio, según lo contenido en la mencionada ley, los desarrollos 
de la Corte Constitucional en providencias C- 297 de 2016 y C-539 de 2016 y 
los casos que, en vigencia de esta normativa, han sido tramitados en la Corte 






113 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. Magistrada Ponente: Patricia 




















CAPITULO 2. EL ELEMENTO SUBJETIVO DEL TIPO PENAL DE 
FEMINICIDIO. 
 
2.1. LOS CASOS PARADIGMÁTICOS DE FEMINICIDIO, EL CICLO DE 
DISCRIMINACIÓN Y EL ELEMENTO SUBJETIVO. 
 
El 8 de febrero de 2012, en el municipio de Soacha - Cundinamarca, hacia las 
10:00 de la mañana, Yanira Rojas Ramírez fue herida treinta y dos veces, con 
arma corto punzante, por su compañero sentimental Javier Rodríguez, luego 
de una fuerte discusión entre la pareja. Pese a los llamados de auxilio de la 
víctima y siendo el hecho presenciado en vía pública, no recibió apoyo de 
nadie y las autoridades actuaron de manera tardía. Al ser trasladada a un 
centro asistencial Yanira Rojas, falleció. El imputado decidió allanarse a los 
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cargos y la pena impuesta sólo fue de tres años, pese a que en el proceso 
obraban elementos materiales probatorios sobre episodios de violencia 
intrafamiliar previos protagonizados por Javier Rodríguez114. 
 
El 31 de marzo del mismo año, a la altura de las 8:00 de la noche, Vivian Paola 
Urrego Pulido fue atacada en veinte ocasiones con arma blanca por su esposo 
Javier Giovanni Ceballos Murcia, en la plazoleta de comidas del Centro 
Comercial Gran Estación, ubicado en la ciudad de Bogotá115. Las 
circunstancias que habrían provocado el ataque tuvieron lugar, cuando Vivian 
Urrego se negó a regresar con su compañero sentimental. Según 
manifestaciones de los familiares de la víctima, que fueron recopilados en la 
investigación judicial, Javier Ceballos era un hombre celoso, violento y 
obsesionado con la víctima; atravesaron por diversos episodios de violencia 
intrafamiliar previa, así como constantes amenazas por vía telefónica y por las 
redes sociales, en una relación que duró casi tres años116. El Tribunal Superior 
de Bogotá lo condenó a 40 años de prisión, luego de que el autor hubiese 
manifestado en audiencia pública que “la amaba mucho pero ella quería 
abandonarnos”117. 
 
Entre el 24 y el 28 de mayo de 2012, Rosa Elvira Cely fue violada, empalada, 
torturada y asesinada en el Parque Nacional de la ciudad de Bogotá, por Javier 
Velasco, su compañero del colegio nocturno en el cual validaba sus estudios 
de bachillerato, por haberse negado a sus pretensiones afectivas y 
 
114 EL TIEMPO, redacción justicia, 29 de julio de 2012. Recuperado de: 
[https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12076849]  
115 EL TIEMPO, redacción Bogotá, 1 de abril de 2012. Recuperado de: 
[https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-11478001] 
116 EL ESPECTADOR, sección judicial, 30 de mayo de 2012. Recuperado de: 
[https://www.elespectador.com/noticias/judicial/familia-de-mujer-asesinada-centro-comercial-rechaza-
pre-articulo-349915] 
117 EL ESPECTADOR, redacción judicial, 31 de marzo de 2015. Recuperado de: 
[https://www.elespectador.com/noticias/judicial/tragedia-de-los-urrego-continua-articulo-552399]. En 
igual sentido,  
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sexuales118. Estos hechos que tuvieron ocurrencia en la madrugada del 24 de 
mayo, fueron comunicados vía celular por la víctima a las autoridades, quienes 
se demoraron en encontrarla y trasladarla a un centro médico asistencial. 
 
“Estaba tendida sobre un charco de sangre, con las extremidades inferiores 
desnudas y laceraciones en los brazos y en torno al cuello que sugerían un 
intento de estrangulamiento. En la cabeza tenía un golpe fuerte. Pero además 
padecía graves heridas en las zonas íntimas, donde sangraba (…) al ser 
intervenida en el quirófano le encontraron la pelvis y el útero rotos como 
consecuencia de un palo que le habían introducido por el ano. Dentro del 
cuerpo se hallaron rastros de yerba y astillas”.119 
 
Para noviembre de 2015, Fredy Armando Valencia Vargas conocido como el 
Monstruo de Monserrate, admitió ante las autoridades ser el autor de los 
asesinatos de 8 mujeres adictas a sustancias psicoactivas, a quienes mediante 
engaños y manipulaciones, las asaltaba sexualmente para luego causarles la 
muerte. Luego de haberse logrado su captura, Fredy Valencia afirmó que: “yo 
las trato como princesas, les doy bazuco o marihuana, trago y a veces más 
regalos, pero cuando ellas no quieren estar conmigo, me da rabia y las 
ahorco”120.  A Fredy Valencia lo condenaron a 36 años de prisión121. 
 
Claudia Giovanna Rodríguez Altuzarra recibió dos disparos: uno en el 
estómago y otro en el tórax, que fueron propinados por Julio Alberto Reyes, su 
compañero sentimental y con quien había procreado un hijo. Estos hechos que 
 
118 AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Bogotá: Temis, 2017, pág. 155. 
119 REVISTA SEMANA, sección judicial, 2 de junio de 2012. Recuperado de: 
[https://www.semana.com/nacion/articulo/la-muerte-rosa-elvira-cely-crimen-abominable/258867-3] 
120 EL PAÍS, sección judicial, 3 de diciembre de 2015. Recuperado de: 
[https://www.elpais.com.co/judicial/asi-operaba-el-monstruo-de-monserrate-senalado-de-asesinar-a-
varias-mujeres-en-bogota.html] 




tuvieron ocurrencia el 11 de abril de 2017, dejaron entrever la situación de 
vulnerabilidad de la víctima tiempo antes de su deceso. Durante 
aproximadamente dos años, Claudia Rodríguez fue amenazada, secuestrada, 
ultrajada y violentada física, psicológica y sexualmente por su compañero 
sentimental, que tenía antecedentes penales por homicidio y porte ilegal de 
armas122. Aunque Claudia denunció los hechos de manera oportuna, relató 
ampliamente los actos de violencia mediante misivas dirigidas a la Fiscalía y 
pidió medidas de protección a las autoridades, el individuo siempre estuvo 
cobijado con el beneficio de la libertad; circunstancia que le permitió a Julio 
Reyes llegar al lugar de trabajo de Claudia Rodríguez en el Centro Comercial 
Santa Fe ubicado en la ciudad de Bogotá, privarla de la libertad y dispararle, 
en razón a su negativa de reconciliarse con el agresor, la dejó agonizar en el 
suelo e impidió que los miembros de la Policía la socorrieran123.   
 
Estos casos que tuvieron amplio cubrimiento a nivel nacional, por labores de 
la difusión masiva de los medios de comunicación, ponen en evidencia que 
“las mujeres son asesinadas por razones diferentes a aquellas en las que lo 
son los hombres”124; habría que preguntarse por ejemplo si ¿es común que a 
un varón se le cause la muerte porque éste previamente se ha negado a las 
pretensiones sexuales y afectivas de una mujer?; si ¿ocurre a diario que el 
asesinato de un hombre esté precedido de actos de violencia presentes en la 
unidad doméstica?; si ¿es común encontrar hallazgos de violencia sexual que 
han antecedido a la muerte? o  si ¿los sucesos de violencia intrafamiliar en 
contra de un hombre son determinantes para formar en la autora, la convicción 
 
122 SEMANA, sección crimen, 4 de noviembre de 2017. Recuperado de: 
[https://www.semana.com/nacion/articulo/asesinato-de-claudia-rodriguez-en-santafe-a-manos-de-julio-
reyes/521740] 
123 EL TIEMPO, unidad investigativa, 17 de abril de 2017. Recuperado de: 
[https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/historia-de-la-mujer-asesinada-en-c-c-santafe-por-su-
expareja-78208] 
124 AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Bogotá: Temis, 2017, pág. 156 
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de que puede generarle la muerte a su pareja a la suerte de un derecho, 
porque cree poder disponer de su integridad, sexualidad y vida? 
 
Estos sucesos paradigmáticos, que si bien no representan ni el 1% de 
feminicidios cometidos en Colombia125, dejan entrever las particularidades, 
contextos o circunstancias en las cuales tienen ocurrencia: el autor que los 
perpetra obra con la convicción de que puede hacerlo, de que ejerce un 
derecho sobre el cuerpo de las mujeres, que niega la autonomía y libertad de 
decisión de éstas y que el hecho de controvertir los legados patriarcales 
(negarse a sostener relaciones sexuales, decidir el divorcio o no aceptar la 
violencia doméstica por ejemplo), las hace merecedoras de la más cruel forma 
de violencia: el asesinato. 
 
A su turno, ponen en tela de juicio la garantía de igualdad de acceso a la 
justicia, como postulado esencial de todo sistema democrático. Resulta, a 
todas luces, controvertible y reprochable que el asesino de Yanira Rojas 
Ramírez, por ejemplo, haya sido condenado a cuatro años de prisión y que a 
la pareja de Vivian Paola Urrego Pulido se le haya impuesto cuarenta años, 
siendo el contexto de violencia intrafamiliar similar en relación con los 
episodios que antecedieron a las muertes. 
 
Es extraño a cualquier razonamiento, que Claudia Rodríguez no tuviera una 
medida real de protección para el ejercicio pleno de sus derechos, después de 
haber denunciado los sucesos de violencia intrafamiliar, las amenazas, los 
secuestros y las torturas y, que también, haya contado en detalle cada uno de 
los episodios presentes en el trasegar de su convivencia con Julio Reyes y, 
ante esto, el Estado haya permanecido impávido. 
 
125 Dichas cifras se encuentran relacionadas en el siguiente documento: AGATÓN, Santander Isabel. 





En todo caso, a ninguna de estas conductas se le aplicó la causal de 
agravación punitiva contenida en el numeral 11 del artículo 104 de la Ley 599 
de 2000, modificada por la Ley 1257 de 2008, que aumentaba la punibilidad 
cuando la muerte “se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer”. 
 
Comoquiera que, como ya se había anunciado en el primer capítulo, la causal 
de agravación contenida en la Ley 1257 de 2008, no tuvo los rendimientos 
prácticos esperados y que el único caso en el cual se le dio contenido a la 
misma, fue el proceso tramitado por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, bajo el radicado 41457 del 4 de marzo de 2015, siendo 
la Magistrada Ponente la Dra. Patricia Salazar Cuellar, en el cual el poder 
judicial nacional hizo alusión por primera vez al término feminicidio, se 
evidenció la necesidad de tipificar el asesinato de mujeres por su identidad de 
género como delito autónomo, que es lo que se pasa a analizar a continuación.  
 
2.2. LA TIPIFICACIÓN DEL FEMINICIDIO COMO DELITO AUTÓNOMO EN 
LA LEY 1761 DEL 2015 Y EL PRINCIPIO DE DILIGENCIA DEBIDA. 
 
Existen diversos antecedentes que llevaron a la promulgación de la Ley 1761 
del 6 de julio de 2015, en la cual se tipificó, por primera vez en Colombia, el 
delito de feminicidio de manera autónoma, se estableció el principio de 
diligencia debida y se garantizó la asistencia legal para las mujeres víctimas 
de todo tipo de violencia126. 
 
En primer lugar, el Estado colombiano ya había suscrito importantes 
instrumentos internacionales127 en los cuales se comprometía a (i) respetar, 
 
126 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 1761. (6, julio, 2015). Diario Oficial No. 49.565 de 6 de julio 
de 2015. 
127 Concretamente, la Convención Interamericana para prevenir sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer “Convención de Belém Do Pará” de la Organización de Estados Americanos,  adoptada en 1994 
68 
 
proteger y garantizar los derechos de las mujeres a tener una vida libre de 
violencia y discriminación; a ser valorada y educada excluyendo patrones 
estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas 
en conceptos de subordinación e inferioridad; a que se respete su integridad 
física, psíquica y moral, así como su vida; a un recurso sencillo que la ampare 
contra actos que violen sus derechos; (ii) adoptar todas las medidas judiciales, 
administrativas y de políticas públicas tendientes a prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer y, en tal sentido, incorporar en la 
legislación interna normas penales, civiles y administrativas necesarias para 
castigar de manera efectiva dichas violencias; conminar al agresor para que 
se abstenga de hostigar, amenazar, intimidar o impedir cualquier conducta que 
ponga en peligro su vida; modificar o abolir aquellas normas que respalden la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer y actuar con la 
diligencia debida en las etapas de investigación y sanción de todo tipo de 
violencia; (iii) asegurar que la mujer víctima de violencia tenga medidas de 
protección, acceso y participación efectiva en un juicio oportuno y el 
restablecimiento integral de sus derechos.  
 
En segunda instancia, el agravante contenido en la Ley 1257 de 2008 no 
estaba siendo eficaz para la investigación, juzgamiento y sanción de autores 
responsables de asesinatos en contra de mujeres por su condición de tales. 
Los hechos que rodearon las muertes de Yanira Rojas Ramírez, Vivian Paola 
Urrego Pulido, Rosa Elvira Cely y de las mujeres que fueron ultimadas a manos 
de Fredy Armando Valencia Vargas, entre otros casos, que no tuvieron el 
mismo cubrimiento por los medios de comunicación, hicieron patente la 
obligación de nombrar “una realidad que necesitaba ser nombrada en el 
 
fue ratificada por el Estado Colombiano el 10 de marzo de 1996; por su parte, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en 1979 fue ratificada por el Estado Colombiano en 1981. Finalmente, el Protocolo 
facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(1999), que fue aprobada mediante la Ley 984 de 2005. 
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sentido de identificar, investigar, procesar y condenar los asesinatos 
perpetrados por el hecho de ser mujer como lo que corresponden; esto es 
como feminicidios”128.  
 
En tal sentido, la Ley 1761 de 2015 tuvo por nombre la Ley Rosa Elvira Cely 
como una forma de reparación simbólica y constituyó un mecanismo de 
reparación colectiva para todas las mujeres que, como Rosa Elvira, han sido 
víctimas de violencia por el hecho de ser mujeres129. 
 
Igualmente, tuvo trascendental incidencia la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Campo Algodonero Vs 
México –sin desconocer otras providencias que asumieron perspectivas 
relevantes sobre violencia de género–130 en el cual, se dio a conocer a la luz 
pública una serie de asesinatos y desapariciones contra las mujeres habitantes 
de ciudad Juárez; actos que en la mayoría de los sucesos, estarían precedidos 
de violencia sexual, tortura y mutilaciones, frente a los cuales, el Estado 
mexicano garantizó una absoluta impunidad131. 
 
Dicha providencia, que fue analizada por la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, en el proceso radicado 41457 del 4 de marzo de 2015, generó un 
terrero fértil para tratar el tema de la muerte de las mujeres por su condición 
 
128 AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Bogotá: Temis, 2017, pág. 156. 
129 Ibídem. 
130 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Masacre de los Dos Erres Vs. 
Guatemala, sentencia del 24 de noviembre de 2009; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México, 
sentencia del 30 de agosto de 2010; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, sentencia del 31 de agosto 
de 2010. 
131 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Campo algodonero Vs. México, 
sentencia del 16 de noviembre de 2009. Véase también: LÓPEZ, Vega Leonor. Mecanismos de 
protección de los derechos humanos de las mujeres en el sistema interamericano. Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos. San José Costa Rica: IIDH, 2002. Igualmente, TRAMONTANA, 
Enzamaría. Hacia la consolidación de la perspectiva de género en el Sistema Interamericano: avances 
y desafíos a la luz de la reciente jurisprudencia a la luz de la Corte de San José. Instituto Interamericano 




de ser mujer, con el nomen iuris que corresponde, esto es, como feminicidio. 
En esta oportunidad, el Alto Tribunal de la Justicia Ordinaria, consideró que el 
feminicidio no sólo se presenta cuando quien lo hace siente odio o aversión 
hacia las mujeres (misoginia), sino también, cuando la muerte se da como 
consecuencia de “la violencia en su contra que sucede en un contexto de 
dominación (público o privado) y donde la causa está asociada a la 
instrumentalización de que es objeto. En otros términos, se causa la muerte a 
una mujer por el hecho de ser mujer, cuando el acto violento que la produce 
está determinado por la subordinación y discriminación de que es víctima, de 
lo cual resulta una situación de extrema vulnerabilidad”.132 
 
De lo anterior se infiere que, los criterios de necesidad que llevaron a la 
tipificación del asesinato de las mujeres por el hecho de ser mujeres, como 
tipo penal autónomo, podrían sintetizarse de la siguiente manera: (i) el aparato 
punitivo tiene la obligación de combatir todas las formas de violencia contra la 
mujer en lo social, lo económico, lo cultural, lo jurídico y lo político, como un 
deber que se desprende del Texto Constitucional y de los compromisos 
adquiridos por el Estado con la ratificación de la Convención Belém Do Pará y 
de la Convención en contra de todas las formas de discriminación hacia la 
mujer; (ii) se reconoce que existen asesinatos en contra de las mujeres que 
tienen una base discriminatoria, porque el autor lo hace motivado por una 
diferenciación basada en el género y que obedece al legado de una cultura 
patriarcal, que ha sido alimentada por las regulaciones legales, la religión, la 
literatura, el arte y la música; (iii) en estas circunstancias, no existían 
instrumentos jurídicos que describieran las razones de odio, desprecio, o las 
relaciones asimétricas de poder, desigualdad, subordinación y discriminación 
entre hombres y mujeres, que conllevaban al autor a causarle la muerte a una 
mujer; (iv) el ordenamiento jurídico debe contar con lineamientos claros para 
 
132 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Radicado 41457 del 4 de marzo de 
2015. MP. Patricia Salazar Cuellar.  
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adelantar la investigación, juzgamiento y sanción de este tipo de conductas 
que reconstruyan probatoriamente el escenario de discriminación que las 
antecedieron; (iv) la tipificación de la conducta de manera autónoma permite 
visibilizar la violencia extrema que se ejerce contra las mujeres por el hecho 
de serlo; por lo tanto, se reconoce como un avance trascendental para poner 
en evidencia una serie de hechos continuos y sistemáticos de atentados contra 
las mujeres que desencadenan en su muerte y logra desarraigar estas 
conductas y desaparecer de todos los escenarios los criterios negativos de 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o exclusiones 
estereotipadas de hombres y mujeres, teniendo en cuenta que el derecho 
penal cumple una función simbólica de motivación133; (v) el castigo del 
feminicidio impide que criterios como la celotipia, el amor, la pasión intensa y, 
en general, los escenarios de discriminación en un escenario íntimo, sean 
utilizados por los funcionarios de la administración de justicia para justificar la 
conducta, atenuar la pena, exonerar de responsabilidad a los autores o enviar 
el mensaje de que la violencia contra la mujer es un asunto privado que debe 
arreglarse en el seno del hogar; (vi) la tipificación del delito permite evidenciar 
que la violencia contra la mujer es un delito, más no un derecho que 
socioculturalmente se ha afincado en el imaginario de los hombres134. 
 
2.2.1. Los elementos contextuales en el tipo penal de feminicidio135.  
 
 
133 ABADÍA, Cubillos Marcela. Feminismos y sistema penal. Retos contemporáneos para una 
legitimación del sistema penal. Bogotá: Universidad de los Andes, 2018. 
134 INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE LEY 217 DE 2014 
CAMARA – 107 DE 2013 SENADO. “Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio como delito 
autónomo y se dictan otras disposiciones (ROSA ELVIRA CELY).” 
135 En el presente documento se trata el término de feminicidio y no de femicidio. Aquél se entiende 
como la muerte violenta de una mujer, por el hecho de ser mujer, y pretende reconocer y visibilizar la 
discriminación, la opresión, la desigualdad y la violencia sistemática contra la mujer que, en su forma 
más extrema, culmina en la muerte.  
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La Ley 1761 del 6 de julio de 2015, modificó la Ley 599 de 2000 (actual código 
penal), en el sentido de agregar el artículo 104A, en el cual tipifica el feminicidio 
de la siguiente manera: 
 
“Quien causare la muerte a una mujer, por su condición de ser mujer o por 
motivos de su identidad de género o en donde haya concurrido o antecedido 
cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos 
cincuenta (250) meses a quinientos (500) meses. 
 
a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima o, de convivencia con la 
víctima, de amistad, de compañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un 
ciclo de violencia física, sexual, psicológica o patrimonial que antecedió el 
crimen contra ella. 
 
b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de instrumentalización 
de género o sexual o acciones de opresión y dominio sobre sus decisiones 
vitales y su sexualidad. 
c) Cometer el delito en aprovechamiento de las relaciones de poder ejercidas 
sobre la mujer, expresado en la jerarquización personal, económica, sexual, 
militar, política o sociocultural. 
d) Cometer el delito para generar terror o humillación a quien se considere 
enemigo. 
e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o 
amenaza en el ámbito doméstico, familiar, laboral o escolar por parte del sujeto 
activo en contra de la víctima o de violencia de género cometida por el autor 




f) Que la víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad de 
locomoción, cualquiera que sea el tiempo previo a la muerte de aquella”136. 
 
Como puede advertirse, el tipo penal de feminicidio castiga la muerte de una 
mujer “por su condición de ser mujer” o “por motivos de su identidad de 
género”, con idéntica redacción a la contenida como causal de agravación 
punitiva en la Ley 1257 de 2008. Sin embargo, agrega unas circunstancias 
objetivas que, al anteceder a la muerte de la mujer, permiten la configuración 
del feminicidio. 
 
De los elementos que estructuran el tipo penal, es importante desarrollar el 
bien jurídico y el dolo especial o calificado, ya que los demás presupuestos 
exceden el ámbito de delimitación conceptual y teórica de este trabajo de 
investigación. 
 
2.2.1.1. El bien jurídico en el feminicidio.  
 
Podría pensarse que el bien jurídico protegido por la Ley 1761 del 6 de julio de 
2015 es la vida de las mujeres. Esta afirmación, llevaría a entender que 
ninguna diferencia existe en relación con la muerte de los varones, puesto que 
“la construcción social del significado que se le da a la vida no se diferencia en 
nada del daño que, en términos generales, se hace contra la vida y la 
integridad personal del sujeto neutral hombre”137. 
 
Sin embargo, la dogmática penal contemporánea continental encuentra una 
fundamentación íntimamente ligada al campo constitucional: el catálogo de 
 
136 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 1761. (6, julio, 2015). Diario Oficial No. 49.565 de 6 de julio 
de 2015. 
137 ABADÍA, Cubillos Marcela. Feminismos y sistema penal. Retos contemporáneos para una 
legitimación del sistema penal. Bogotá: Universidad de los Andes, 2018, pág. 57. 
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derechos humanos permite la identificación de los bienes jurídicos dignos de 
tutela punitiva138.  
 
“La doctrina penal actual parte de la idea de que el derecho penal moderno 
funda su legitimidad en el concepto de bien jurídico, el cual se deriva de 
aquellos valores  previstos en las constituciones y cuya vulneración impone la 
criminalización de una determinada conducta”139. Dicho de otro modo, la 
ilicitud penal puede ser concretada exclusivamente en una significativa lesión 
de un valor constitucional relevante140. 
 
Así las cosas, para identificar el interés jurídico tutelado por la norma penal 
contenido en la Ley 1761 del 2015, es necesario auscultar los valores 
establecidos en el modelo constitucional de la Carta Política de 1991.  
 
En efecto, la apertura sistemática del concepto de bien jurídico, conlleva a 
revisar con detenimiento el valor que se le da a la mujer en el escenario 
constitucional; la discriminación como categoría de reproche y el derecho de 
las mujeres de vivir libres de violencia y discriminación141.  
 
En efecto, como ya se puso se presente en el capítulo 1, la mujer cuenta con 
una protección especial reforzada en el escenario constitucional e 
internacional. Existe la garantía del derecho a la igualdad y la prohibición de 
 
138 TIEDEMANN, Klaus. La constitucionalización de la materia penal en Alemania. Alicante: 
Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2005.  
139 ABADÍA, Cubillos Marcela. Op. Cit., pág.61. 
140 BACIGALUPO, Enrique. Concepto de bien jurídico y límites del derecho penal. En: 
MONTEALEGRE, Lynett Eduardo & CARO, John Antonio. El sistema penal normativista en el mundo 
contemporáneo. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2008.  
141 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado 
de: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm]. En igual sentido, debe verse: 
CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, junio, 2016). 
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cualquier tipo de discriminación basada en el sexo142; se reprochan y castigan 
las formas de discriminación, violencia física, sexual y psicológica en su contra, 
en los escenarios público y privado y se impone a los Estados los deberes de 
prevenir, sancionar y erradicar estas conductas que atentan contra los 
derechos de las mujeres143.  
 
Estos postulados que se encuentran principalmente recogidos en la 
Convención en contra de todas las formas de discriminación hacia la mujer 
(1979) y en la Convención Belém Do Pará para prevenir sancionar y erradicar 
la violencia en contra de la mujer (1994), que han sido ratificadas y aprobadas 
por el Estado colombiano144, reconocen las relaciones de poder históricamente 
asimétricas y desiguales entre mujeres y hombres, a partir de las cuales, se 
ha impedido el goce efectivo de sus derechos145, lo que permite evidenciar que 
“los derechos de las mujeres son violados en formas diferentes a aquellos de 
los hombres y que determinadas violaciones tienen lugar en contra de la mujer, 
por el solo hecho de serlo”146.  
 
 
142 Artículo 13 de la Constitución Política de 1991; artículo 1.1. de la Convención Americana de 
Derechos Humanos; artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
143 Estas previsiones se encuentran recogidas en la Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer, “Convención Belém Do Pará” de 1995 y la Convención en contra 
de todas las formas de discriminación hacia la mujer de 1979. 
144 La Convención Interamericana para prevenir sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
“Convención de Belém Do Pará” de la Organización de Estados Americanos,  adoptada en 1994 fue 
ratificada por el Estado Colombiano el 10 de marzo de 1996; por su parte, la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en 1979 fue ratificada por el Estado Colombiano en 1981.  
145 Adicional a los instrumentos internacionales descritos, Colombia mediante la Ley 800 de 2003 aprobó 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo 
para Prevenir, Reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños, los dos del 
año 2000. 
146 CHARLESWORTH, Hilary, CHRISTINE, Chinkin y SHELLEY Wright. Feminist Approaches to 
International Law. American Journal of International Law, vol. 85. The American Society of 
International Law, Washington, DC, 1991, págs. 613-645, pág. 628 y ss. 
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Por su parte, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos147 y el trabajo conceptual de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos148 han establecido que las expresiones de violencia contra 
la mujer, son el resultado de procesos de discriminación por el género, esto 
es, por el hecho de ser mujeres. Estos escenarios discriminatorios se han 
gestado por la asignación de estereotipos o preconcepciones de atributos, 
roles o papeles que están llamados a cumplir hombres y mujeres, dentro de 
los cuales, se ha construido el imaginario social de que la mujer está 
subordinada, subyugada y cosificada conforme a los designios de los 
varones149. 
 
Estas normativas que han sido incorporadas al ordenamiento jurídico interno, 
por la vía del bloque de constitucionalidad strictu sensu150 que eleva a la 
categoría constitucional los derechos humanos de las mujeres y, por tanto, 
sirven como parámetro de control constitucional de las leyes151, han sido 
aplicadas y armonizadas en el ordenamiento jurídico colombiano, mediante la 
promulgación de diversas regulaciones como la Ley 51 de 1981, la Ley 248 de 
1995, la Ley 294 de 1996, la Ley 800 de 2003, la Ley 1257 de 2008, el Decreto 
4798 de 2011, la Ley Rosa Elvira Cely y el Proyecto de Ley que fue aprobado 
 
147 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Sentencia del 16 de noviembre de 
2009. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
148 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado 
de: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm]. En igual sentido: Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la situación de los derechos humanos en 
República Dominicana, del 7 de octubre de 1999; Quinto informe sobre la situación de los derechos 
humanos en Guatemala, del 6 de abril de 2001. 
149 CHARLESWORTH, Hilary. Feminist Methods in International Law. En: American Journal of 
International Law, vol. 93. The American Society of International Law, Washington, DC, 1999, pp. 379-
394. 
150 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. José Fernando Reyes Cuartas, sentencia T-311. (30, julio, 2018). 
En igual sentido: CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, 
junio, 2016). CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva, sentencia C-539. (5, 
octubre, 2016). 
151 Al respecto puede verse: Auto 092 de 2008; MP. Manuel José Cepeda Espinosa; sentencia T-496 de 
2008 MP. Jaime Córdoba Triviño; T-234 de 2012 MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; C-335 de 
2013 MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; C- 754 de 2015 MP. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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en el segundo debate, por medio de la cual, se establecen mecanismos 
institucionales eficientes para la atención de los procesos de violencia 
intrafamiliar y se fortalece la capacidad institucional de las comisarías de 
familia.  
 
La especial protección hacia la mujer, la garantía material del derecho a la 
igualdad y el reconocimiento de patrones discriminatorios como problemática 
social y jurídica, han sido reveladas por el precedente constitucional, el cual 
ha manifestado que la violencia sexual, física y psicológica en contra de la 
mujer, es consecuencia de la desigualdad que históricamente ha definido su 
vida social, civil y política, en contextos de discriminación que han estado 
permeados por patrones y culturas patriarcales152. 
 
El trasfondo de estas previsiones normativas es garantizar a las mujeres “una 
vida libre de violencia”153. Por estas razones, el bien jurídico del tipo penal 
contenido en el artículo 104 A, es la vida de la mujer, pero no en su acepción 
biológica, sino la vida de aquellas que han vivido una situación de desigualdad, 
discriminación y subordinación por parte del varón154, basada en 
diferenciaciones abiertas o subrepticias que desvalorizan a la mujer, en razón 
al género al que pertenece y tienen el propósito de menoscabar y anular el 
reconocimiento de sus derechos155.  
 
 
152 CORTE CONSTITUCIONAL, T-967 de 2014, T-878 de 2014. 
153 CESANO, José & AROCENA, Gustavo. El delito de femicidio. Aspectos Político Criminales y 
análisis dogmático jurídico. Montevideo, 2013.  
154 BENDEZÚ, Rocci. El delito de feminicidio. Análisis de la violencia contra las mujeres desde una 
perspectiva jurídico penal. Santiago de Chile: Ediciones Jurídicas Olejnik, 2017. En igual sentido, 
IRISARRI, Santiago. Violencia contra la mujer. Protección ante agresiones por razones de género. 
Buenos Aires: Editorial Astrea, 2018, pág. 148. 
155 AÑÓN, María. Igualdad, diferencia, discriminación, pp. 285-320. En: ÁVILA, Ramiro; SALGADO, 




Dicho de otro modo, el feminicidio no solo afecta la vida de las mujeres “sino 
que existe un elemento adicional que se encuentra precisamente dado 
precisamente por la discriminación y subordinación implícita en la violencia de 
que ellas son víctimas”156. Por esto, la conducta feminicida además de atentar 
contra la vida de una mujer, vulnera la prohibición de la discriminación y de la 
violencia en ámbitos concretos157. 
 
“El derecho penal parte aquí del reconocimiento de la que la mujer por su 
condición de tal y en virtud de la radical desigualdad en el reparto de roles 
sociales, se encuentra particularmente expuesta a sufrir ataques violentos a 
manos del hombre, particularmente de su pareja masculina”158 
 
La tutela penal reforzada hacia la mujer, que se refleja en la tipificación del 
feminicidio como delito autónomo constituye una “legítima decisión de política 
criminal destinada a protegerla frente a un tipo específico de violencia que solo 
a ella le afecta porque tiene su razón de ser precisamente en el sexo de la 
víctima. Un tipo de violencia que no tiene paralelo en el sexo masculino; ya no 
existe una violencia asociada a la condición de varón. Bien es verdad que hay 
mujeres que agreden a sus parejas masculinas. Pero estas agresiones son 
manifestaciones individuales e indiferenciadas de la violencia emergente de la 
sociedad que, como tales, encuentra suficiente respuesta en las figuras 
delictivas genéricas que contempla el código penal”159. 
 
2.2.1.2. Causar la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer o por su 
identidad de género. 
 
 
156 TOLEDO, Patsilí. Feminicidio. Consultoría para la Oficina en México del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los derechos humanos, 2009.  
157 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016). 
158 IRISARRI, Santiago. Violencia contra la mujer. Op. Cit., pág. 156. 
159 LAURENZO, Patricia. La violencia de género en la ley integral. Revista Electrónica de Ciencia Penal 
y Criminología, Vol. 7, número 8, 2005. En: [http://criminet.ugr.es/recpc/07/recpc07-08.pdf] 
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Sin duda, el tipo penal de feminicidio consagrado en el artículo 104 A sólo 
admite la modalidad dolosa. Según las previsiones del artículo 22 de la Ley 
599 de 2000 (código penal) y los avances dogmáticos en los cuales se 
fundamenta160, el dolo tiene dos componentes: (i) el cognoscitivo y (ii) el 
volitivo. 
 
La faz cognoscitiva, exige que el autor haya conocido los hechos constitutivos 
de la infracción penal; que sabía que con su conducta estaba causando la 
muerte de una mujer. La faz volitiva tiene relación con la voluntad o querer 
hacer lo que se conoce. 
 
Adicional al dolo general, el artículo 104 A contiene unos elementos subjetivos, 
referidos a que la muerte se lleve a cabo por el hecho de ser mujer o por su 
identidad de género. Dichos elementos, suponen en el autor un “determinado 
propósito o intención, una motivación o un impulso, que se suman al 
conocimiento y voluntad de la realización del tipo (dolo)”161.  
 
En palabras de la Corte Constitucional, los elementos subjetivos del tipo 
exigen “que el agente haya obrado con un propósito, motivación, móvil o 
impulso específico para que la conducta sea típica”162. 
 
Los elementos subjetivos son las especiales cualidades internas, intelectuales 
o intangibles que exige el tipo penal al sujeto activo, referidos al estado anímico 
del autor, a su propósito (lo hace por su condición de ser mujer), a la razón de 
 
160 AGUDELO, Nodier. Curso de derecho penal. Esquemas del delito. Ediciones Nuevo Foro, 2015. En 
igual sentido, GALÁN, Herman. Teoría del delito. Bogotá: Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 2010. 
161 VELÁSQUEZ, Fernando. Derecho Penal Parte General. Bogotá: Editorial Temis, Tercera Edición, 
1997, pág. 412.  
162 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016). 
“[L]a expresión “por su condición de ser mujer” introduce un elemento subjetivo, consistente en la 
motivación que debe llevar al sujeto activo a privar de la vida a la mujer. Este ingrediente identifica el 
tipo de feminicidio, le otorga autonomía normativa y permite diferenciarlo particularmente del 
homicidio simple causado a una mujer”. 
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la cual emerge la intención o en los cuales deba demostrarse una naturaleza 
intelectual o cognoscitiva163 (sabía que era mujer). 
 
La figura delictiva del feminicidio se califica y diferencia de otros tipos penales, 
por el móvil del autor –y por el interés jurídico tutelado–164, que puede consistir 
en (i) “el hecho de ser mujer” o (ii) su identidad de género.  Sin embargo, no 
debe confundirse el propósito especial como elemento subjetivo del tipo165, 
con el dolo como modalidad de la conducta punible, ya que, para la 
configuración del feminicidio, el móvil especial es el que origina la intención de 
realizar la conducta criminal.  
 
Bajo estos presupuestos, el dolo exige que el autor tenga conocimiento de que 
va a causar la muerte a una mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad 
de género y, es justamente, “el hecho de ser mujer o la identidad de género”, 
las que originan la ideación y conllevan finalmente a la ejecución de la 
conducta.  
 
En estos escenarios, el odio, el ciclo de violencia previo, la discriminación o la 
relación asimétrica de poder deben ser los que originan el móvil especial, ya 
que si, por ejemplo, se llegara a comprobar el contexto de violencia en la 
muerte de una mujer, pero ésta devino de una conducta culposa de parte del 
autor, por haber infringido un deber objetivo de cuidado, la conducta prevista 
en el artículo 104 A, no le sería aplicable. 
 
El asesinato de una mujer por su condición de tal, puede obedecer a unas 
bases patológicas de misoginia o en contextos de discriminación; en los dos 
casos, opera el odio pero con connotaciones diferentes. 
 
163 PLASCENCIA, Raúl. Teoría del delito. Ciudad de México: Universidad Autónoma de México, 2004. 
164 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016) 




El odio se entiende como “la profunda aversión hacia algo determinado, una 
emoción negativa exacerbada”166, que en el tipo penal en comento, constituye 
el móvil determinante para el asesinato de mujeres (biológica o socialmente 
consideradas como tales).  
 
En los eventos de misoginia el asesinato está motivado por el odio al sexo 
femenino; por lo tanto, se debe comprobar el odio hacia las mujeres como un 
odio hacia el grupo, por lo que la víctima en su individualidad carece de 
importancia; se trata de asesinos seriales que repudian a la mujer167.  
 
Dentro de esta categoría pueden ubicarse los feminicidios por ocupaciones 
estigmatizadas y los feminicidios sistémicos. En los primeros, la muerte de las 
mujeres se da en razón a la labor u ocupación que desempeñan socialmente 
(por ejemplo, el ejercicio de la prostitución)168. Entre tanto, los feminicidios 
sistémicos hacen referencia al “asesinato codificado de niñas y mujeres por 
ser mujeres, cuyos cuerpos expropiados han sido torturados, violados, 
asesinados y arrojados en escenarios transgresivos, por hombres que hacen 
uso de la misoginia y el sexismo para delinear cruelmente las fronteras de 
género por medio de un terrorismo de Estado, secundado por los grupos 
hegemónicos, que refuerza el dominio masculino y sujeta a familiares de 
víctimas y a todas las mujeres a una inseguridad crónica y profunda, a través 




167 Ibídem, pág. 39. 
168 ATENCIO, Gabriela. Femnicidio/Femicidio: un pradigma para el análisis de la violencia de género. 
Recuperado de: [https://feminicidio.net/sites/default/files/seccion_feminicidio_paper_02.pdf] 
169 MONARREZ, Fregozo. Elementos de análisis del feminicidio sexual sistemático en ciudad Juárez 
para su viabilidad jurídica. Ponencia presentada en el Seminario Internacional Feminicidio, Derecho y 




En cambio, el móvil que se ubica en un contexto discriminatorio, conlleva a la 
muerte de la mujer, por el hecho de serlo, esto es, por su condición de mujer 
en sociedades en las cuales existe desigualdad estructural entre los distintos 
sexos “cuando las condiciones históricas generan prácticas sociales que 
permiten atentados violentos contra la integridad, la salud, las libertades”170, 
de manera previa al asesinato. Aun cuando en estos casos, pueda hablarse 
de odio, el mismo no se equipara a la misoginia, sino el rechazo al ejercicio de 
la autonomía de la mujer.  
 
En estos eventos, el autor se cree con el derecho de poseer, utilizar y dañar el 
cuerpo de la mujer, porque la considera de su propiedad, por ello, la ve sumisa, 
subordinada, alienada y cosificada. “Los hombres hacen uso del derecho 
patriarcal de penetrar los cuerpos de las mujeres y las menores, por medio del 
ejercicio de este poder de género, para someter el cuerpo de las otras, el cual 
subsiste a través de los siglos”171.  
 
En esta línea, el Modelo Protocolo latinoamericano de investigación de las 
muertes violentas de mujeres por razones de género, sostiene que el 
feminicidio corresponde a “los asesinatos realizados por varones motivados 
por un sentido de tener derecho a ello o superioridad sobre las mujeres, por 
placer o deseos sádicos hacía ellas, o la suposición de propiedad de las 
mujeres” 172. 
 
170 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política. Recuperado de: 
[https://www.ankulegi.org/wp-content/uploads/2012/03/0008Lagarde.pdf] 
171 MONARREZ, Fregozo. Elementos de análisis del feminicidio sexual sistemático en ciudad Juárez 
para su viabilidad jurídica. Ponencia presentada en el Seminario Internacional Feminicidio, Derecho y 
Justicia, México 9 y 9 de diciembre de 2004.  Recuperado de:[ http://mujeresdeguatemala.org/wp-
content/uploads/2014/06/Elementos-del-feminicidio-sexual-siste%CC%81mico.pdf] 
172 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de 
investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), pág. 







De esta manera, cualquier acto de rebeldía, subversión o contrariedad a esa 
creencia, le hace surgir la ideación de poder matarla: “si la mujer desconoce 
los estereotipos que le han sido forzosamente asignados o asume 
comportamientos incompatibles con los esperados de su estado generalizado 
de sujeción, esto puede generar repercusiones negativas como el rechazo y 
las agresiones a su integridad física, moral y sexual”173. 
 
En estos casos, el autor previo al asesinato ejerce un continuum de terror174, 
diversas formas de violencia175, de dominación y sometimiento176, de 
imposición de preceptos unilaterales de los varones por sobre las mujeres177, 
lo cual ha sido posible en sociedades patriarcales178.  
 
“Es una circunstancia que pertenece a la parte emocional del hombre. Es la 
contrapartida del amor […] muchas veces, y en definitiva, la atracción hacia 
algo que se quiere poseer […] el que odia también está atraído por ese algo, 
que se quiere poseer pero en sentido negativo. La verdadera contrapartida del 
amor y del odio también es la indiferencia, donde desaparece todo sentimiento. 
El odio, es, pues, un sentimiento que tiende a desear a otra persona un mal 
grave, que incluso pueda producir un enorme sufrimiento. Cuando este 
sentimiento se fija y es el móvil de la conducta criminal, es evidente que la 
peligrosidad y las condiciones personales del sujeto son mucho mayores, 
porque el autor se deja llevar por un impulso subjetivo y considera justo su 
acto; se convierte en juez y parte, en juez y ejecutor. Pero la relación entre el 
 
173 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-335. (13, junio, 2013). 
174 TOLEDO, Pastsilí. Femicidio/feminicidio. Buenos Aires: Didot, 2014. 
175LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política. Recuperado de: 
[https://www.ankulegi.org/wp-content/uploads/2012/03/0008Lagarde.pdf] 
176 IRISARRI, Santiago. Violencia contra la mujer. Op. Cit., pág. 144. 
177 AGATÓN, Santander. Si Adelita se fuera con otro. Op. Cit.  
178 BENDEZÚ, Rocci. El delito de feminicidio. Análisis de la violencia contra las mujeres desde una 
perspectiva jurídico penal. Santiago de Chile: Ediciones Jurídicas Olejnik, 2017. 
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amor y el odio es indiscutible. Los crímenes más espantosos son cometidos 
en nombre del amor […]”179 
 
En estos eventos es común escuchar decir a los autores que “la maté por 
amor”, “estoy tranquilo de haberla matado, porque sé que no estará con nadie 
más”, “la maté porque quería abandonarnos”, “la maté porque era mía”, “la 
maté porque se negó a regresar”, entre otras expresiones que dejan entrever 
que el victimario consideraba a sus víctima como objeto “usable, prescindible, 
maltratable y desechable.”180 Sin embargo, aun cuando el autor cree que su 
móvil se funda en una pasión intensa, en un sentimiento profundo de amor, lo 
cierto es que ni la ausencia, ni el exceso de amor, puede llevar a un hombre a 
causar la muerte de una mujer181. 
 
2.2.1.2.1. La identificación del elemento subjetivo y la importancia de 
probar la discriminación. 
 
El artículo 104 A, de la Ley 599 de 2000 incorporado por la Ley Rosa Elvira 
Cely, contiene unos “elementos contextuales”182, “condiciones materiales de 
perpetración”183 o “circunstancias estructurales”184 previstos en los literales a) 
al f), que corresponden a diversos escenarios de comisión del delito, a saber: 
 
“a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima o, de convivencia con la 
víctima, de amistad, de compañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un 
 
179 BREGLIA, Omar. Homicidios agravados. Buenos Aires: Editorial Astrea, 2014, pág. 336. 
180 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política. Op. Cit., pág. 216. 
181 AGATÓN, Santander Isabel. Si delita se fuera con otro. Op. Cit., pág. 166. 
182 CORTE CONSTITUCONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, junio, 2016). 
183 CORTE CONSTITUCONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016). 
184 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de 
investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), pág. 





ciclo de violencia física, sexual, psicológica o patrimonial que antecedió el 
crimen contra ella. 
b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de instrumentalización 
de género o sexual o acciones de opresión y dominio sobre sus decisiones 
vitales y su sexualidad. 
c) Cometer el delito en aprovechamiento de las relaciones de poder ejercidas 
sobre la mujer, expresado en la jerarquización personal, económica, sexual, 
militar, política o sociocultural. 
d) Cometer el delito para generar terror o humillación a quien se considere 
enemigo. 
e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o 
amenaza en el ámbito doméstico, familiar, laboral o escolar por parte del sujeto 
activo en contra de la víctima o de violencia de género cometida por el autor 
contra la víctima, independientemente de que el hecho haya sido denunciado 
o no. 
f) Que la víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad de 
locomoción, cualquiera que sea el tiempo previo a la muerte de aquella”185. 
 
La existencia de esta serie de elementos objetivos contenidos en el tipo penal 
(ciclo de violencia previa, relación de poder entre el autor y la víctima, actos 
de instrumentalización sexual u opresión etc.), permiten inferir los móviles 
determinantes del autor; empero no los reemplaza. En la sentencia C-297 de 
2016, la Corte Constitucional estableció que la norma en comento, enuncia 
unos elementos contextuales “que contribuyen a revelar, a mostrar, el 
elemento subjetivo del tipo penal, pero que no lo reemplazan ni conllevan a 
que pueda prescindirse de él”186, lo que significa que el propósito feminicida 
no se agota en esos presupuestos; sin embargo, los mismos pueden contribuir 
 
185 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 1761. (6, julio, 2015). Diario Oficial No. 49.565 de 6 de julio 
de 2015. 
186 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, junio, 2016). 
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a desentrañar el propósito consistente en matar a una mujer por su condición 
de tal.  
 
Este criterio fue reiterado en la providencia C-539 de 2016, en la cual, se 
enfatizó que los contextos de discriminación permiten inferir el elemento 
subjetivo, de tipo motivacional, además, supone una perspectiva de género en 
el cumplimiento de la obligación por parte del Estado en la investigación, 
juzgamiento y sanción de la muerte de las mujeres. Sin embargo, aclaró que 
dichos elementos contextuales, no sustituyen el deber de acreditar el elemento 
subjetivo del tipo187. 
 
Por lo anterior, la demostración de la motivación del agente que caracteriza al 
feminicidio, no puede prescindir del contexto de discriminación y sometimiento 
de que es objeto la víctima188, por lo que, como se ha hecho en otras latitudes, 
el fenómeno “sicológico no objetivable, se alcanza a partir del examen de las 
circunstancias externas que rodearon los hechos”189 
 
Comoquiera que el término feminicidio190 se refiere a los asesinatos de 
mujeres motivados por el sexismo (discriminación) y la misoginia, porque 
implican el desprecio y el odio hacia ellas, porque ellos sienten que tienen el 
derecho de terminar con sus vidas, o por la suposición de propiedad sobre las 
mujeres, es de notoria relevancia el análisis del contexto en el que ocurren las 
muertes, y es el que, en definitiva conduce a la reconstrucción probatoria del 
móvil. 
 
187 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva. C-539. (5, octubre, 2016) 
188 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva. C-539. (5, octubre, 2016). En igual 
sentido,  Reporte a la Asamblea General de Naciones Unidas de la Relatora especial sobre la violencia 
contra la mujer, sus causas y consecuencias, Rashida Manjoo, A/HRC/20/16 pár. 18. 
189 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – Sala de Casación Penal, Sentencia Rad 20373. (8, septiembre, 
2004, MP Yesid Ramírez Bastidas.  
190 RUSSELL, Diana. Definición de Feminicidio y Conceptos Relacionados. En Diana E. Russell y 




Esta propuesta parte de la consideración de que los feminicidios 
históricamente han sido vistos como un problema de intimidad, del fuero 
privado y cerrado de ciertos escenarios y ello es producto de las 
representaciones tradicionales y patriarcales, en las cuales, se ha normalizado 
la violencia contra las mujeres191. 
 
Esta mirada ha conducido a la poca o escasa atención del poder público en la 
violencia feminicida. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
identificado la existencia de patrones socioculturales discriminatorios en el 
poder judicial  que impide y obstaculiza la sanción de los actos de violencia y 
los deja en la impunidad192.  
 
Asimismo, existen sesgos de género que caracterizan la aplicación e 
interpretación de la ley penal, ya sea por la deficiente regulación de los delitos 
que tienen a la mujer como víctima, por la insuficiencia de los tipos penales 
que protejan a la mujer o porque existiendo, “se presenta una irregular 
aplicación (o inaplicación) en los tribunales de determinados delitos contra las 
mujeres”193.  En este último evento, se evidencia una grave “influencia de los 
estereotipos de género en la investigación de los casos de violencia contra la 
mujer”194, en los cuales los funcionarios judiciales e investigativos se muestran 
indiferentes y atribuyen una responsabilidad a la mujer por su propia muerte 
 
191 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política. Op. Cit., pág. 217. 
192 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado 
de: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm]. En igual sentido, BROWN, Wendy. 
Lo que se pierde con los derechos. Princeton, 1995, pág. 136. 
193 LARRAURI, Elena. Control formal y el Derecho penal de las mujeres. En: LARRAURI, Elena. 
Mujeres, Derecho Penal y Criminología. España: Siglo XXI Editores, 1994. 
194 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 




(forma de vestir, ocupación laboral, conducta sexual, salir a la calle en 
determinadas horas, comportamientos en la sociedad). 
 
Por otra parte, muchos de los funcionarios desconocen los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, debido a la falta de capacitación y 
concientización de los operadores judiciales en relación con los derechos 
humanos de la mujer y el abordaje de las investigaciones con perspectiva de 
género195.  
 
Estas circunstancias han conducido a que las autoridades públicas ignoren 
denuncias, retrasen procesamientos, prolonguen de manera excesiva los 
procesos contra los responsables o a que las mujeres sientan temor a 
denunciar los actos de violencia, el cual se encuentra respaldado por la 
ausencia de medidas efectivas de protección y los procesos revictimizantes 
que se surten cada vez que se comunica en la palestra pública algún tipo de 
violencia o discriminación.196 
 
Una de las particularidades que presenta el abordaje de tipo penal de 
feminicidio en las facetas de investigación, juzgamiento y sanción, es la poca 
atención que los funcionarios investigativos y judiciales, le prestan al contexto 
en el que tiene ocurrencia la muerte de las mujeres. 
 
Por esto, es necesario que en el abordaje de las muertes hacia la mujer, se 
tenga presente la existencia de una pluralidad de situaciones que se enmarcan 
en una esfera de poder, que evidencian de parte del agresor una posición 
dominante y de superioridad, una necesidad o deseo de someter y dominar a 
 
195 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ¡Ni una más! El derecho a vivir libre de 
violencia en América Latina y el Caribe. Recuperado de: 
[https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/Publicaciones/2008/6022.pdf]   
196 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ¡Ni una más! El derecho a vivir libre de 
violencia en América Latina y el Caribe. Recuperado de: 
[https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/Publicaciones/2008/6022.pdf]   
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la víctima, quien lo hace, pretende menoscabar al sujeto pasivo mediante todo 
tipo de agresiones y discriminación; es reiterativo con los actos de violencia –
entendiendo por tal, comportamientos discriminatorios– sobre la base del rol o 
función que el agresor asigna a la víctima197, tiende a degradar su 
personalidad y le genera temor a sufrir nuevos ataques198, genera terror 
continuo, donde figuran humillación, desprecio, maltrato físico y emocional, 
hostigamiento, violencia sexual, incesto, abandono (entre otras 
manifestaciones de poder); así como en la víctima una posición, infligida por 
el propio agresor, de inferioridad y sumisión199. 
 
Por ello, las circunstancias descritas en los literales a) al f) del artículo 104 A, 
deben ser vistos como hechos sistemáticos y constantes y no fenómenos 
aislados, que se presentan en un “contexto ambiental determinado”200 . 
 
Teniendo en cuenta que, cualquier tipo de feminicidio está fundado en una 
cultura de violencia y discriminación basada en el género, que tiene sus raíces 
en conceptos referentes a la inferioridad y subordinación de las mujeres, la 
reconstrucción probatoria de los elementos de contexto previstos en el artículo 
104, no deben abordarse como “casos aislados, esporádicos o episódicos de 
violencia, sino de una situación estructural y de un fenómeno social y cultural 
enraizado en las costumbres y mentalidades201. 
 
 
197 IRISARRI, Santiago. Violencia contra la mujer. Protección ante agresiones por razones de género. 
Op. Cit., pág. 149. 
198 ARROYO, Zapatero Luís. la violencia de género en la pareja en el derecho penal español. 
Recuperado de: [http://www.cienciaspenales.net/files/2016/09/9violenciadgenero.pdf] 
199 BUOMPADRE, Jorge. Violencia de género, femicidio y derecho penal. Córdoba: Alveroni, 2013, 
pág. 159. 
200 Ibídem.  
201 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de 
investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), pág. 





Sobre el particular, la Corte Constitucional ha manifestado que: 
 
“La violencia de género, en los anteriores términos, no se identifica con 
conductas aisladas de maltrato, sino que tiene carácter estructural, en tanto se 
desenvuelve y forma un todo coherente con el sometimiento que experimenta 
la afectada (…) por lo cual, las agresiones deben ser analizadas como sucesos 
que contribuyen a conservar la desigualdad”202. 
 
El análisis de contexto permite hacer conexiones entre estas variadas formas 
de violencia y la muerte de una mujer. Se entiende por violencia contra la mujer 
“cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño, 
sufrimiento físico, sexual o psicológico de la mujer, tanto en el ámbito público 
como en el privado. Incluye la violencia física, sexual y psicológica  que “que 
tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo 
domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y 
abuso sexual; o que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por 
cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de 
salud o cualquier otro lugar”203. 
 
La reconstrucción probatoria del contexto, conlleva al análisis de las causas204 
presentes en los escenarios social, económico, político y cultural, para 
 
202CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Jorge Iván Palacio Palacio, sentencia T-878. (18, noviembre, 
2014). 
203 ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS. Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “Convención de Belém Do Pará”. Recuperado de: 
[https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html] 




determinar si se dan los presupuestos de discriminación o misógina y si estos 
fueron determinantes en el asesinato de la mujer. 
 
En suma, los elementos de los literales a) al f) proporcionan unos elementos 
de contexto importantes para determinar el elemento subjetivo del tipo, de que 
causó la muerte de la mujer por el hecho de ser mujer, sin embargo, se puede 
prescindir de ellos y demostrar que existió un escenario de discriminación 
(cosificación, subyugación, control, poder) o misoginia. En palabras de la Corte 
Constitucional: 
 
“La muerte de una mujer se lleva cabo “por su condición de ser mujer” cuando 
existe un trasfondo de sometimiento y dominación de la víctima, que surja 
como manifestación de una realidad basada en patrones históricos de 
discriminación, producto del uso de estereotipos negativos de género. Puede 
haber situaciones antecedentes o concurrentes de maltratos físicos o 
sexuales, como la violación, la esclavitud y el acoso sexual o las prácticas 
forzadas sobre el cuerpo de la mujer. Así mismo, la muerte puede ser el acto 
final dentro de un continuum de prácticas constantes de maltrato corporal. 
  
Se priva de la vida a la víctima también por su condición de ser mujer en el 
contexto de costumbres culturales como los homicidios de honor, la dote, los 
relacionados con la etnia o la identidad indígena o cuando derivan de 
tradiciones, como la mutilación genital femenina. Otras condiciones de los 
feminicidios están relacionadas con la cultura de violencia contra la mujer o 
basadas en ideas misóginas de superioridad del hombre, de sujeción y 
desprecio contra ella y su vida. Es propio del contexto del que surge el 
feminicidio, así mismo, la dominación y la opresión que experimenta la víctima. 
  
En la determinación de que la muerte de una mujer ha sido causada por razón 
de su identidad de género, resulta igualmente útil observar las prácticas de 
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violencia física, sexual, sicológica y económica a la que ella ha sido sujeta. 
Así, la amenaza de muerte, los daños o lesiones físicas; la coacción para 
mantener contacto sexualizado, ya sea de carácter físico o verbal, las 
humillaciones, ridiculización, menosprecio, insultos, celos, entre otros actos, 
para generar en ella sentimientos de desvalorización, y la privación de sus 
ingresos mínimos para subsistir. Todos estos son factores que permiten, 
entonces, discernir que la muerte de una mujer pudo haber sido causada por 
su propia condición”205. 
 
2.2.2. El principio de diligencia debida y los avances de la Fiscalía 
General de la Nación. 
 
Como se señaló en el Capítulo I, la mujer es sujeto de derechos de especial 
protección constitucional e internacional. La protección reforzada de la mujer 
se deriva de la discriminación histórica de la que ha sido víctima. En razón a 
lo anterior, entre otras cosas, es deber del Estado implementar acciones 
afirmativas y medidas especiales, tendientes a lograr un castigo efectivo de 
todo tipo de violencia que se ejerza en su contra, lo que sin duda, lleva a 
armonizar el ordenamiento jurídico interno con los estándares internacionales 
contenidos en la Convención Belém Do Pará y la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer206.  
 
En este contexto, es deber del Estado actuar con debida diligencia para 
brindarle a la mujer y a sus familiares una respuesta judicial efectiva frente a 
cualquier tipo de violencia en su contra, que incluye la adopción de una 
perspectiva de género en la investigación, juzgamiento y sanción de todo tipo 
de violencia hacia la mujer, la cual involucra (i) el reconocimiento de la 
 
205 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva. C-539. (5, octubre, 2016). 
206COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado 
de: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm]  
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desigualdad sistemática que ha tenido la mujer y, (ii) la prohibición de 
revictimización con base en estereotipos negativos207.  
 
Asimismo, el principio de diligencia debida depara la existencia de recursos 
judiciales que sean accesibles, sencillos, rápidos, imparciales (que no sea 
discriminatoria) e idóneos para investigar, sancionar y reparar las violaciones 
que se lleguen a denunciar y, en tal sentido, evitar la impunidad208. El principio 
de diligencia debida se encuentra establecido en el artículo 7, literal b, de la 
Convención Belém Do Pará.  
 
El principio de diligencia debida exige que la investigación “sea realizada con 
vigor e imparcialidad”, “con determinación y eficacia”, teniendo en cuenta la 
necesidad de reiterar la condena de la violencia por parte de la sociedad y de 
fortalecer la confianza de las mujeres en la capacidad de las autoridades de 
protegerlas de la violencia209. 
 
Conforme al principio de diligencia debida, la Fiscalía General de la Nación 
emitió la Directiva 004 del 27 de marzo del 2016, “Por medio de la cual se 
describen las conductas que constituyen graves violaciones a los derechos 
humanos” y la Directiva 0014 del 29 de julio de 2016, “Por medio de la cual se 
establecen lineamientos para la investigación del tipo penal de feminicidio”. 
 
La Directiva 0014 del 2016 (i) trata de los fundamentos discriminatorios de la 
violencia contra las mujeres; (ii) menciona ciertos patrones patriarcales que 
permiten determinar si una conducta constituye feminicidio; (iii) desarrolla los 
 
207 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, C-297. (8, junio, 2016). 
208COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado 
de: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm] 
209 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México, sentencia del 30 de agosto de 2010; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, sentencia del 31 
de agosto de 2010. Caso Campo algodonero Vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009 
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elementos que estructuran el tipo penal contenido en el artículo 104 A del 
código penal; (iv) desarrolla los elementos contextuales contenidos en los 
literales a) al f) de la norma en comento; (v) emite lineamientos para la 
aplicación de las causales de agravación punitiva y, (vi) se aborda el enfoque 
de género para la investigación del feminicidio. 
 
En lo que atañe a los elementos contextuales contenidos en los literales a) al 
f) del artículo 104 A, la Directiva reitera lo manifestado por la Corte 
Constitucional en las sentencias C- 297 de 2016 y C-539 de 2016, sin 
embargo, aclara que estos escenarios de violencia y discriminación pueden 
estar presentes en una relación íntima o de convivencia con la víctima 
(feminicidio íntimo), en la cual se requiere que el ente investigador recopile 
elementos materiales probatorios tendientes a reconstruir la dinámica que 
existió entre el presunto responsable y la víctima en momentos previos a la 
muerte (manifestaciones anteriores de dominación y control). En estos eventos 
son trascendentales los signos de violencia excesiva, lesiones en zonas 
vitales, la intensidad y la fuerza en los golpes; lesiones impetradas de tiempo 
atrás, que el asesinato se haya cometido en el domicilio común o en el de la 
víctima o victimario, en espacios asociados a rutinas propias de la relación o 
en escenarios en los cuales no hubiera parecido importante ocultar el suceso 
a testigos; que la víctima haya manifestado no regresar o retornar con su 
pareja; la presencia de problemas psicológicos en ésta, y la conducta posterior 
del agresor de arrepentimiento, entrega voluntaria, declaración de culpabilidad 
o suicidio.  
 
En segundo lugar, la Directiva hace referencia a los feminicidios que tienen 
lugar en las relaciones de parentesco o familiares; relaciones de trabajo y 
relaciones de compañerismo o amistad; en todas ellas, el ente acusador debe 
encauzar la recolección de los elementos materiales probatorios a la 




En tercer lugar, el instrumento en comento hace alusión a los feminicidios 
sexuales, que estarían descritos en el literal b) del artículo 104, en los cuales, 
el asesinato es una acción planeada, tendiente a obtener un beneficio (utilizar 
a la mujer como trofeo de guerra en escenarios de conflicto armado, dañar a 
la mujer por venganza, causar su muerte por ajuste de cuentas). También 
estarían incluidas dentro de esta hipótesis, los asesinatos de mujeres cuando 
previamente han mediado actos de violencia sexual. 
 
2.3. LA RECONSTRUCCIÓN PROBATORIA DEL ELEMENTO SUBJETIVO 
EN EL TIPO PENAL DE FEMINICIDIO. 
 
A partir de la concepción de la violencia contra la mujer como asunto que debe 
ser interpretado en clave de derechos humanos210 y con el objetivo de proteger 
los derechos humanos de la mujeres, se ha visto como, la comunidad 
internacional ha configurado distintos instrumentos dentro del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, los que a su vez el Estado 
Colombiano ha suscrito dentro de su compromisos por prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer, entre ellos la Convención Belem do 
 
210 https://www.ohchr.org/SP/Issues/Women/WRGS/Pages/VAW.aspx “...El movimiento de los 
derechos de la mujer ha tenido que luchar durante decenios para persuadir a la comunidad internacional 
de que la violencia contra las mujeres es un problema de derechos humanos y no sólo un asunto privado 
en el que el Estado no debería intervenir: en 1992, el Comité de la CEDAW, en su Recomendación 
general No. 19, declaró que la violencia contra las mujeres es una forma de discriminación, dirigida 
contra la mujer por su condición de mujer o que afecta a las mujeres de manera desproporcionada. Esta 
violencia inhibe gravemente la capacidad de la mujer para disfrutar de los derechos y las libertades en 
plano de igualdad con los hombres. En diciembre de 1993, en la Declaración sobre la eliminación de la 
violencia contra la mujer, se reconoció que la violencia contra la mujer vulnera sus derechos y libertades 
fundamentales y se pidió a los Estados y la comunidad internacional que se esforzaran con miras a 
erradicarla. Ese mismo año, en la Declaración y Programa de Acción de Viena, se reconoció que la 
erradicación de la violencia contra la mujer en la vida pública y privada es una obligación de derechos 
humanos. La que entonces se denominaba Comisión de Derechos Humanos condenó la violencia de 
género por primera vez en 1994 y ese mismo año designó a un Relator Especial sobre la violencia contra 
la mujer, sus causas y consecuencias. La Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer, 
que tuvo lugar en Beijing en 1995, ratificó las conclusiones de la Conferencia de Viena y situó a la 
violencia contra las mujeres como uno de sus ámbitos esenciales de preocupación…” 
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Pará211, con la que se reafirma la garantía para las mujeres a una vida libre de 
violencias, tanto en el ámbito público como en el privado y a su vez establece 
unas obligaciones  vinculantes a los Estados Parte en dicha convención, las 
cuales se centran en condenar todas las formas de violencia contra la mujer y  
en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia212.  
 
Una de las obligaciones principales en el cumplimiento de los compromisos 
internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, es la debida 
diligencia con la que deben adelantar las investigaciones y todas las labores 
tendientes a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  
 
En ese ejercicio, el Estado Colombiano ha desarrollado a nivel legislativo la 
normativa interna que adopte las medidas legales justas213, para que la mujer 
que ha sido víctima de violencia, tenga recurso efectivo de acceso a la justicia 
e inclusive medidas de protección para prevenir futuras agresiones, sin 
embargo el desarrollo en Colombia ha resultado poco efectivo, pues pese a 
que mediante la Ley 1257 de 2008214 se desarrollan en concreto normas de 
sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación 
contra las mujeres, estableciendo los derechos de la misma, aportando 
ingredientes normativos para las conductas punibles que impliquen violencia 
contra la mujer, medidas de atención y medidas de protección, entre otros, no 
 
211 Mediante la Ley 248 de 1995, se aprueba la Convención Internacional para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer, suscrita en la ciudad de Belem Do Para, Brasil, el 9 de junio de 
1994. 
212 Convención Belem do Pará, Artículo 7.  
213 Ibídem.  
214 Artículo 1° La presente ley tiene por objeto la adopción de normas que permitan garantizar para todas 
las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los 
derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a los procedimientos 
administrativos y judiciales para su protección y atención, y la adopción de las políticas públicas 
necesarias para su realización. 
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ha resultado a la postre un mecanismo eficaz para cumplir con ese 
compromiso internacional.  
 
Pese a que los tratados internacionales en materia de derechos humanos son 
de obligatoria observancia215, por cuanto conforman el bloque de 
constitucionalidad, ello no ha sido interpretado en esa jerarquía jurídica en el 
abordaje de los casos de violencia contra la mujer, de ello da cuenta la el  lento 
e ineficaz progreso que ha tenido el tema en el derecho doméstico, situación 
que evidenció la inaplicación de los preceptos regulados por la Ley de la mujer, 
lo que obligó a que se regulara legislativamente, tres años después de 
promulgada la norma citada, el Decreto 4799 de 2011, con el que se fijaron las 
competencias para las autoridades judiciales y administrativas, con miras a 
garantizar el efectivo acceso de las mujeres a los mecanismos y recursos que 
establece la Ley para su protección.  
 
Sin embargo, en relación a la debida diligencia, nada se había señalado en el 
marco legal, solo hasta la promulgación de la Ley 1719 del 2014216, se 
menciona por primera vez en la legislación Colombiana este principio que debe 
regir todas las actuaciones relacionadas con el abordaje de casos de violencia 
contra la mujer.   
 
La Corte Interamericana define el estándar de “debida diligencia” establecido 
en el artículo 7 de la CBDP, a fin de determinar el alcance del deber estatal de 
prevención de crímenes basados en el género, tales como desapariciones, 
vejaciones sexuales, torturas y homicidios de mujeres.  
 
 
215CONGRESO DE LA REPÚBLICA. (20, julio, 1991). Constitución Política de Colombia. Bogotá, 
Colombia: Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991. Imprenta Nacional, Artículo 93.  
216 Artículo 17 “obligación de adelantar las investigaciones en un plazo razonable y bajo el impulso de 
los funcionarios judiciales”. 
98 
 
En el caso de Campo Algodonero, la Corte aplica el estándar de debida 
diligencia respecto del deber estatal de protección de los derechos frente a 
actos de particulares. Por ello, aun cuando dicho principio  sirve para analizar 
la responsabilidad del Estado, es de gran utilidad para determinar las 
obligaciones de las ramas del poder público para el abordaje de la violencia 
hacia la mujer. 
 
La Corte IDH definió algunos elementos configurativos del principio de debida 
diligencia reforzada, que los Estados deben adoptar en casos de violencias 
contra las mujeres: (i) Marco jurídico de protección de los derechos de las 
mujeres y con una aplicación efectiva de los mismos; (ii) Políticas de 
prevención y prácticas que permitan actuar de manera eficaz ante las 
denuncias; (iii) garantía en la integralidad de las estrategias de prevención, de 
manera que puedan detenerse efectivamente los factores de riesgo – 
fortalecer las instituciones para que puedan dar una respuesta efectiva en los 
casos de violencia contra la mujer; (iv) medidas preventivas en casos 
específicos en los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden 
ser víctima de violencia.  
 
En consecuencia, a los Estados les asiste el deber de adoptar medidas 
integrales que contribuyan al cumplimiento de la debida diligencia en casos de 
violencia contra las mujeres, ello implica la adecuación del marco jurídico de 
protección, cuya aplicación permita responder de manera eficaz ante las 
denuncias, así mismo, la estrategia de prevención ha de ser integral, lo que 
traduce que, en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además 
de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una 
obligación reforzada a partir de la Convención Belém do Pará217.  
 
217 CUADERNILLO DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS Nº 4: GÉNERO. Caso González y otras  (“Campo Algodonero”)  Vs.  México.  





En esa obligación reforzada, se encuentra prevista la adopción de protocolos 
que permitan adelantar las investigaciones de las violencias contra la mujer, 
con ese estándar internacional que prevé el fortalecimiento de las instituciones 
para que brinden una respuesta efectiva en casos de violencia contra la mujer.  
 
Esta adecuación se hace visible en la investigación del delito de feminicidio en 
Colombia, con la Directiva 0014 del 29 de julio de 2016, emitida por la Fiscalía 
General de la Nación, que brinda lineamientos dirigidos a los fiscales con el fin 
de que den aplicación a la debida diligencia en las investigaciones, reitera el 
cumplimiento de la obligación del Estado y reconoce además como pilar 
fundamental que cualquier acto violento en contra de la mujer constituye una 
vulneración a sus derechos y libertades fundamentales, así como también una 
forma de discriminación.  
 
Sobre el elemento subjetivo del tipo penal y exaltando lo señalado por la Corte 
Constitucional218, frente a la carga probatoria que el mismo representa, en el 
que fija como requisito ineludible probar que el autor desplegó la conducta 
punible motivado por la condición de mujer de la víctima o por su identidad de 
género, se proponen una serie de criterios orientadores para la investigación 
del feminicidio, que guardan coherencia con el desarrollo de los estándares 
internacionales en materia de investigación.  
 
Se destaca en este documento, que se requiere para la investigación del delito 
de feminicidio, hacer una interpretación teleológica de las circunstancias 
contenidas en el artículo 104 A, las cuales deben entenderse como elementos 
descriptivos del tipo o elementos contextuales, lo que permite facilitar la labor 
 
218 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C -297. (8, junio, 2016).   
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investigativa, pero no le relevan de la carga probatoria del elemento subjetivo 
del tipo.  
 
A través del estándar probatorio establecido por la Corte Constitucional, se 
resalta justamente la necesidad de adelantar las investigaciones con un 
cambio estructural en el derecho penal, que integre la perspectiva de género, 
abriendo paso a que, a través del contexto de discriminación, misoginia o 
prejuicio, se evidencie el móvil.   
 
Otro aspecto que resulta significativo, es en relación con la aplicación de las 
circunstancias de atenuación punitiva contenidas en el artículo 57 de la norma 
procedimental penal, de la que, se señala, no tiene cabida en el tipo penal de 
feminicidio, pues no es permitido asumir este último como crimen pasional, en 
tanto presupone relevar en alguna medida de su responsabilidad al autor y 
mantener la violencia contra la mujer en el espacio privado.    
 
Como se verá más adelante, la categoría de crímenes pasionales no existe, 
porque ni la existencia, ni la deformación, ni la ausencia de amor puede llevar 
a causar la muerte de una mujer; son actos de posesión, dominio, control que 
el autor, cree tener sobre su víctima, que lo lleva a cometer, tan execrable acto. 
 
Sin embargo, lo que representa un aporte estructural para sustentar el medio 
de prueba del elemento subjetivo del tipo, se ve reflejado en el lineamiento de 
la Directiva 0014, que dispone que los fiscales encargados de adelantar la 
investigación, deben tener en cuenta esas circunstancias previas o 
concomitantes al hecho, que den cuenta de actos de discriminación o 
adviertan relaciones asimétricas de poder, así como la dinámica de la relación 
previa a los hechos, lo que permite establecer un contexto que evidencia el 




Reconocer estas circunstancias, si bien en sí mismas no resultan suficientes 
para soportar probatoriamente los motivos de autor, indudablemente es a partir 
del examen de la mismas, como se llega a la configuración de patrones de 
discriminación  que de manera inevitable reconstruyen un escenario en el que 
la conducta desplegada por el sujeto activo obedece a la necesidad de 
mantener o restablecer la idea de que las mujeres están en una posición 
subordinada y controlada.  
 
Aborda, además, la implementación de distintas disciplinas durante la 
investigación, tales como peritajes en psicología, trabajo social o antropología, 
la reconstrucción de la escena del hallazgo del cuerpo, entre otros, con los que 
resulta factible evidenciar un contexto misógino o discriminatorio.  
 
Finalmente, se sugiere que en la investigación se encaminen los esfuerzos a 
demostrar los elementos contextuales incluidos en el tipo penal autónomo de 
feminicidio, pues se advierte que, a partir de la demostración de aquellos, se 
complementa el elemento subjetivo del tipo.  
 
Pese a lo anterior, estos criterios orientadores y lineamientos, que de manera 
cuidadosa se han plasmado en el protocolo, en la práctica no se ven reflejados 
en las investigaciones por muertes violentas de mujeres; por el contrario la 
actividad del ente acusador divaga entre imputar el tipo penal en todos los 
casos donde la víctima es una mujer, sin cumplir mínimamente con la carga 
probatoria dispuesta para el elemento subjetivo, concretamente sin probar el 
propósito, o por el contrario, en los casos en los que se advierte de manera 
fehaciente un escenario de discriminación en contra de la mujer, por el hecho 
de ser mujer y que finalmente termina con su vida, una desidia absoluta 
soportada en patrones machistas y estereotipos de género, que además de 
desatender las garantías que revisten a la víctima de violencia, desconoce la 




Los estándares probatorios de la acusación, sin duda, son diferentes a los 
estándares probatorios de la condena. Los primeros se establecen en las 
legislaciones procesales a efectos de determinar el grado de conocimiento 
necesario para que el juez de control de garantías decida si puede limitar o no 
derechos fundamentales; en tanto, los segundos, son criterios que llevan al 
juez de conocimiento a establecer si están demostradas las categorías 
necesarias para proferir un fallo de condena219. A pesar de la diferencia entre 
unos y otros, lo cierto es que la función del ente acusador en relación con la 
carga de la prueba que le corresponde, demarca el contenido de la 
sentencia220 y por ello, puede limitar la actividad judicial a la hora de tener por 
demostrado el elemento subjetivo del tipo. 
 
La comprobación del elemento subjetivo del tipo penal contenido en el artículo 
104 A del código penal “debe certificarse a través de las circunstancias 
anteriores, concomitantes y posteriores del hecho y, reparando en los 
particulares contextos, en que se llevan a cabo los actos de violencia, en 
perjuicio de la mujer”221. 
 
Por ello, es importante que en el escenario de la indagación o investigación, 
se recopilen elementos materiales probatorios que corroboren la 
discriminación, cosificación, subyugación, ejercicio de actos machistas y  “los 
malos tratos dirigidos a la mujer, sin importar la magnitud ni el tipo de violencia 
(psicológica, física, sexual) a la que ha sido sometida previamente a su 
muerte”222. 
 
219 LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. DOXA, 
Cuadernos de filosofía del derecho, 2005, pp. 95-113 
220 URBANO, José. El control de la acusación. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013. 
221 CESANO, José & AROCENA, Gustavo. El delito de femicidio. Aspectos Político Criminales y 
análisis dogmático jurídico. Montevideo, 2013, pág. 92. 
222 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. PRESIDENCIA DE LA NACIÓN 




Esa intención es inferida y está relacionada de forma necesaria con el contexto 
de discriminación en medio del cual se ejecuta el crimen223. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-297 de 2016, contempló la posibilidad 
de demostrar o inferir el ciclo de violencia mediante los indicios y a partir de 
estos llegar al móvil del autor. En efecto indicó que “la rigidez procesal y el 
formalismo probatorio, muestran que muchas veces la administración de 
justicia ha dado un desmedido lugar a la verdad procesal, por encima, de 
realidades fácticas estructuralmente desiguales y la verdad real de lo 
sucedido. Así, la inclusión de los antecedentes e indicios de violencia en una 
circunstancia del tipo, responde a la necesidad de establecer un tipo penal 
que  pueda integrar una perspectiva de género en la que esas desigualdades 
sean superadas”224. 
 
Existen experiencias de derecho comparado, en las cuales se ha acudido a la 
teoría indiciaria para reconstruir los elementos de contexto como criterios 
conducentes del móvil en el feminicidio, que es lo que se pasa a ver a 
continuación. 
 
2.3.1. Las experiencias comparadas. 
 
A continuación se exponen algunas referencias sobre el uso de los indicios 
para reconstruir el elemento subjetivo del tipo. 
2.3.1.1. Modelo de Protocolo Latinoamericano de Investigación de las 
Muertes Violentas de mujeres por razones de género, emitido por el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos humanos. 
 
 
223 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Luís Ernesto Vargas Silva. sentencia C-539. (5, octubre, 2016). 
224 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, junio, 2016). 
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Para determinar si la muerte de una mujer, corresponde a un caso de 
feminicidio el Modelo de Protocolo Latinoamericano, recomienda la 
reconstrucción probatoria con una perspectiva de género, en la cual, a partir 
de los indicios, se encuentren los elementos contextuales asociados a la 
motivación criminal, que permita identificar que los agresores atacan a las 
mujeres por considerar que su conducta se aparta o subvierte los roles 
establecidos por preceptos unilaterales patriarcales.  
 
Los indicios también permiten identificar cómo esa percepción asumida por el 
victimario, se traduce en una serie de elementos criminales en la faz 
cognoscitiva del autor, que repercute en las decisiones que adopta a la hora 
de planificar y ejecutar el feminicidio y en su componente emocional (odio, ira, 
amor) a la hora de perpetrarlo y posterior al suceso. 
 
2.3.1.2. La prueba indiciaria en la Corte Interamericana. 
 
La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha sido 
pacífica en recomendar el uso de la prueba indiciaria para reconstruir 
probatoriamente la violencia de género como contexto previo de la comisión 
del delito de feminicidio. En el escenario regional, el indicio ha sido utilizado 
para suplir los vacíos probatorios que dejan las pruebas periciales, 
testimoniales y documentales, pero no pueden constituir prueba en sí mismo, 
por lo que se establece para los Estados el deber, conforme al principio de 
diligencia debida, de asegurar todos los elementos de prueba desde que se 
tiene contacto con la escena de los hechos225. 
 
2.3.1.3. La experiencia en España. 
 
225 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Masacre de los Dos Erres Vs. 
Guatemala, sentencia del 24 de noviembre de 2009; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México, 





En España se había mantenido la teoría de que cuando los tipos penales 
requerían un dolo específico circunscrito a la situación de poder y dominación 
del hombre sobre la mujer, tenía lugar la absolución, si los móviles específicos 
se acreditaban con indicios226.  
 
Hoy en día la jurisprudencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo 
Español, tan sólo requiere la existencia de un dolo genérico, dado que frente 
al dolo específico o móvil determinante de violencia de género existe una 
presunción de ánimo de dominación siempre latente del hombre sobre la 
mujer, cuya situación de desigualdad y discriminación puede ser acreditada 
mediante indicios227, siempre y cuando los mismos sean “pertinentemente 
razonados en la sentencia”. 
 
“La prueba indiciaria o circunstancial es susceptible de enervar la presunción 
de inocencia es un principio, definitivamente consolidado por la doctrina del 
Tribunal Constitucional que en multitud de precedentes se ha pronunciado al 
respecto, declarando desde las sentencias 174 y 175 ambas de 17.12.85 la 
aptitud de la prueba de indicios para contrarrestar la mencionada presunción, 
a la vista de la necesidad de evitar la impunidad de múltiples delitos, 
particularmente los cometidos con especial astucia, y la advertencia de que 
habría de observarse singular cuidado a fin de evitar que cualquier simple 
sospecha pudiera ser considerada como verdadera prueba de cargo. A partir 
de tal fecha con frecuencia se ha venido aplicando y estudiando por los 
Tribunales de Justicia esta clase de prueba que ha adquirido singular 
importancia en nuestro Derecho Procesal, porque, como es obvio, son muchos 
los casos en que no hay prueba directa sobre un determinado hecho, y ello 
 
226 LAGUNA, Gonzalo. Tesis doctoral. Los procesos ante los juzgados de violencia sobre la mujer. 
Facultad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, 2015. 
227 Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Sentencia 1177/2009 de 24 de noviembre.   
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obliga a acudir a la indirecta, circunstancial, o de inferencias, para a través de 
los hechos plenamente acreditados (indicios), llegar al conocimiento de la 
realidad de aquel necesitado de justificación, por medio de un juicio de 
inducción lógica conforme a las reglas que ofrece la experiencia sobre la base 
de la forma en que ordinariamente se desarrollan los acontecimientos”228.   
 
2.2.1.4. La recolección de la prueba en Argentina. 
 
En el año 2017, se publicó en Argentina el “Instrumento para la medición de 
femicidios”229 que constituye una propuesta para la construcción de 
información criminal con perspectiva de género, el cual toma como 
herramienta principal de trabajo el Modelo de Protocolo Latinoamericano de 
Investigación de las Muertes Violentas de mujeres por razones de género, 
emitido por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos 
humanos. 
 
Este documento hace referencia a los “contextos femicidas” como criterios 
determinantes para establecer los propósitos especiales del autor. Dentro de 
dichos contextos se abarcan los siguientes:  
 
(i) íntimo y familiar, en los que subyace el concepto de la mujer como objeto 
de dominio y posesión, en medio de una relación de pareja o ex pareja entre 
el victimario y la víctima, en la cual, existe un ciclo de violencia previa (física, 
sexual, psicológica y verbal) que antecede al asesinato. En estos eventos, se 
debe reconstruir los factores de riesgo (causas) que llevan al varón a causar 
la muerte de la mujer, a saber: a. embarazo de la víctima; b. separación, 
 
228 Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Sentencia 4175/2016 de 27 de septiembre. 
229 UFEM. Unidad Fiscal Especializada en Violencia contra las mujeres. Instrumento para la medición 





divorcio o manifestación de la voluntad de la víctima de cortar el vínculo; c. 
violencia contra otras mujeres de la familia.  Como conductas concomitantes 
se advierten la comisión del delito frente a otros familiares, principalmente los 
hijos o los padres y la utilización de instrumentos domésticos como armas 
cortopunzantes. Las actuaciones posteriores, pueden devenir en la entrega 
voluntaria ante las autoridades, la confesión o el suicidio. Es también 
relevante, la existencia de evidencia de lesiones anteriores, denuncias previas, 
manifestaciones en vida de la víctima a familiares y amigos sobre episodios 
de cualquier tipo de violencia. 
 
(ii) sexual, en los que la mujer es un objeto de consumo y desecho, y pueden 
tener lugar en un ámbito público como en el ámbito privado, sin necesidad de 
un vínculo previo. En esta tipología, se realizan ataques sexuales directos o 
simbólicos en contra de la mujer, cuyas manifestaciones se encuentran en la 
escena de los hechos o en el cuerpo de la víctima (ej. Posición de la 
vestimenta, sujeciones y ataduras, lesiones genitales o paragenitales, 
evidencias de extrangulamiento, restos biológicos, mutilaciones, cadáver 
expuesto, arrojado en lugar público.  
 
(iii) grupal, que tienen lugar en escenarios de criminalidad organizada en los 
cuales los asesinatos de mujeres surgen de una ideología bajo la cual, ellas 
pueden ser utilizadas como mercancías (ej. La trata de personas), como 
producto de venganza entre bandas, o como trofeos de guerra en escenarios 
de conflicto armado. 
 
En cualquiera de las tipologías es relevante la violencia excesiva con la cual 
ha obrado el autor, así como la utilización de más de un procedimiento o 




Como puede advertirse la teoría indiciaria puede llegar a ser útil en la 
reconstrucción de los elementos de contexto que conllevan a identificar el 
móvil del autor en el feminicidio, como lo señaló la Corte Constitucional en 
providencia C-297 de 2016. 
 
A continuación se hará referencia al marco teórico de la prueba indiciaria y 
cómo esta contribuye al logro de un estándar de alta objetividad para 
demostrar el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio de matar a una 































CAPÍTULO 3. CRÍTICAS AL ESTÁNDAR PROBATORIO PARA LA 
CONDENA, EN SU RELACIÓN CON EL FEMINICIDIO EN COLOMBIA: LA 
APUESTA POR ELEVAR LA OBJETIVIDAD Y LOS APORTES DE LA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO. 
 
3.1. EL ESTÁNDAR PROBATORIO DE CONDENA EN COLOMBIA Y SU 
RELACIÓN CON EL FEMINICIDIO.  
 
El propósito de este aparte es demostrar que los estándares probatorios para 
la condena en la Ley 600 de 2000230 y en la Ley 906 de 2004231, en general, 
son altamente subjetivos, lo que dificulta la comprobación de la verdad232 
necesaria para proferir una sentencia de condena. Seguidamente, se analiza 
cómo los niveles de subjetividad del poder judicial, en Colombia, bajo los 
estándares probatorios estudiados, en relación con el tipo penal de feminicidio, 
están influenciados por las predisposiciones individuales, los estereotipos de 
género y los prejuicios formados por los escenarios históricos y culturales 
patriarcales, que han llevado a la discriminación de la mujer y han impedido 
 
230 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 600. (24, julio, 2000). Bogotá: Diario Oficial No. 44.097 de 24 
de julio del 2000. 
231 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 906. (31, agosto, 2004). Bogotá: Diario Oficial No. 45.658 de 1 
de septiembre de 2004. 
232 Sobre las consideraciones de qué verdad le interesa al proceso penal, ver el acápite 3.2 de este 
documento, en el cual, se analizan las categorías filosóficas de verdad, desde su concepción realista e 
idealista; así como las limitaciones del proceso penal para lograr una verdad real. Con los aportes de la 
epistemología, en este aparte se identifica, cuál es la verdad que debe reconstruir el proceso penal y 
cuáles son las exigencias ético – políticas para reducir los riesgos de error en las decisiones judiciales. 
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construir sentencias, en las cuales, se valore el material probatorio en 
perspectiva de género, a fin de determinar la existencia del elemento subjetivo 





3.1.1. El estándar probatorio de condena en Colombia.  
 
Para declarar una condena no es suficiente la comparación y el contraste entre 
las pruebas, que pretenden avalar las hipótesis fácticas de la acusación o de 
la defensa, pues la hipótesis que se declare probada debe necesariamente 
alcanzar cierto grado de prueba233. 
 
En ese sentido, el juez necesita de un umbral, a partir del cual, acepte una 
hipótesis como probada y pueda justificar la decisión que tome sobre los 
hechos del caso234. Un estándar de prueba constituye dicho umbral; esto es, 
un criterio que le indica al poder judicial, cuándo está autorizado a considerar 
algo como probado; en qué eventos, la relación entre la prueba y las premisas, 
justifica la aceptación de la conclusión como demostrada para los propósitos 
pretendidos235. Son ejemplos de estándares de prueba los siguientes: “prueba 
más allá de toda duda razonable”, “convencimiento más allá de toda duda 
razonable”, “certeza o cuasi certeza”, “más probable que su negación”, 
 
233 VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013, pág. 14. 
234 FERRER, Jordi. Los estándares de prueba en el proceso penal español. Universidad de Girona, Pág. 
2. Recuperado de [https://www.uv.es/cefd/15/ferrer.pdf] 
235 LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. DOXA, 
Cuadernos de filosofía del derecho, 2005, pp. 95-113, pág. 105. 
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“preponderancia de la prueba”, “prueba clara y convincente” e “íntima 
convicción”236.    
 
En materia penal un estándar de prueba es un criterio que indica “a partir de 
qué nivel de contrastación se va a considerar probada una hipótesis”237; es un 
parámetro indicativo de que los hechos y la culpabilidad, ya están probados y 
el Estado ya está legitimado para condenar238. 
 
Ningún proceso penal que merezca su nombre puede tener lugar en ausencia 
de un estándar de prueba. Dicho estándar sirve como regla de decisión para 
que el juzgador de los hechos alcance el veredicto del caso. Sin un estándar 
de prueba, el veredicto mismo no estará justificado y cualquier declaración de 
culpabilidad será injusta, a menos que pueda mostrarse que las pruebas 
presentadas contra el acusado satisfacen el estándar probatorio 
preestablecido.239 
 
La Ley 600 del 2000240, estableció como estándar probatorio para la condena 
la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado (art. 
 
236 VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013. 
237 FERER, Jordi. La prueba es libertad, pero no tanto: Una teoría de la prueba cuasibenthamiana.  En: 
VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen (edit.). Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013, pág. 33. 
238 NIEVA, Jordi. La razón de ser de la presunción de inocencia. INDRET, Revista para el análisis del 
Derecho , 1 (2016), pág. 1-23. Recuperado de [http://www.indret.com/pdf/1203_es.pdf] En igual 
sentido, GASCÓN, Abellán Marina; TARUFFO, Michele; FERRER, Beltrán Jordi; AGUILÓ, Regla 
Josep; BONORINO, Pablo Raúl; VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen; RAMÍREZ, Carvajal Diana 
María. Proceso, prueba y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. Asimismo, VÁSQUEZ, Rojas María 
del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de epistemología jurídica. Madrid: 
Editorial Marcial Pons, 2013. 
239 LAUDAN, Larry. La Elemental Aritmética Epistémica del Derecho II: Los Inapropiados Recursos 
de la Teoría Moral para Abordar el Derecho Penal, pp. 119-134, pág. 121. En: VÁSQUEZ, Carmen 
(edit.) Estándares de Prueba y Prueba Científica. Ensayos de Epistemología Jurídica. Madrid: Marcial 
Pons, 2013. 
240 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 600. (24, julio, 2000). Bogotá: Diario Oficial No. 44.097 de 24 
de julio del 2000. 
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232). Por su parte, la Ley 906 de 2004241 determinó, el convencimiento de la 
responsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda, como requisito sine 
qua non de la sentencia condenatoria (art. 7 y 372). 
  
Según el precedente constitucional242, es más adecuado a los fines del Estado 
Social de Derecho, el estándar probatorio de la duda razonable que el de 
certeza, porque aquél, trae aparejados presupuestos, que se erigen como 
garantías materiales de la presunción de inocencia. De esta manera, si existe 
duda sobre la existencia del hecho o respecto de la culpabilidad del acusado, 
lo procedente es la absolución, comoquiera que el Estado no ha podido 
desvirtuar la presunción que acompaña al acusado desde el inicio de la 
actuación. 
 
No se desconoce que la adopción del estándar probatorio del convencimiento 
más allá de toda duda, obedece a una exigencia fundamentalmente moral y 
política, acorde con la presunción de inocencia, como principio constitucional 
y derecho fundamental243. Según esta exigencia, una sentencia de condena 
debe ser admitida, sólo cuando esté plenamente demostrada la culpabilidad 
del acusado, pues al advertirse una duda, debe preferirse la absolución, 
porque “una condena errónea inflige un grave daño al acusado inocente, a 
 
241 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley 906. (31, agosto, 2004). Bogotá: Diario Oficial No. 45.658 de 1 
de septiembre de 2004. 
242 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencias C-774. (25, julio, 2001) MP Rodrigo Escobar Gil; C-416. 
(28, mayo, 2002) MP Clara Inés Vargas Hernández; C-030. (28, enero, 2003) MP Álvaro Tafur 
Galvis; C-205. (11, marzo, 2003) MP Clara Inés Vargas Hernández; C-271. (1, abril, 2003) MP Rodrigo 
Escobar Gil; C-121. (22, febrero, 2012) MP Luis Ernesto Vargas Silva; T-346. (14, mayo, 2012) MP 
Adriana María Guillen Arango; C-205. (27, abril 2016) MP Alejandro Linares Cantillo.  
243 La presunción de inocencia como principio constitucional y derecho fundamental ha sido desarrollada 
por la Corte Constitucional, entre otras, en las siguientes providencias: CORTE CONSTITUCIONAL, 
MP Ciro Angarita Barón T-525. (18, septiembre, 1992); MP Rodrigo Escobar Gil C-774. (25, julio, 
2001); MP Clara Inés Vargas Hernández C-416. (28, mayo, 2002); MP Clara Inés Vargas Hernández C-
205. (11, marzo, 2003); MP Álvaro Tafur Galvis C-1156 (4, diciembre, 2003); MP Juan Carlos Henao 
Pérez C-417. (26, junio, 2009); MP Luís Ernesto Vargas Silva C-121. (22, febrero, 2012); MP Aquiles 
Arrieta Gómez C- 003. (18, enero, 2017); MP Alberto Rojas Ríos C-342. (24,  mayo, 2017).  
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quien se le niega su libertad y cuya reputación queda indebidamente 
arruinada”244.  
 
Tampoco se desatiende, que los estándares enunciados pretenden, 
igualmente, evitar un daño moral a la víctima del delito, en eventos de falsa 
absolución, porque queda el sentimiento de no haber alcanzado justicia si el 
verdadero agresor es absuelto y el inocente condenado245. 
 
Esos criterios morales y políticos que justifican la adopción, sobretodo, del 
estándar probatorio del convencimiento más allá de toda duda razonable que, 
al decir de muchos246, representa lo máximo que puede hacer el sistema 
jurídico para proteger al acusado de una falsa condena, en realidad genera 
varias problemáticas, en relación con el grado de conocimiento que requiere, 
particularmente, el juez para proferir una condena por el tipo penal de 
feminicidio, como se entra a estudiar a continuación. 
  
3.1.2. Críticas a los estándares probatorios de la certeza y 
convencimiento más allá de toda duda razonable, en relación con la 
 
244 LAUDAN, Larry. La Elemental Aritmética Epistémica del Derecho II: Los Inapropiados Recursos 
de la Teoría Moral para Abordar el Derecho Penal, pp. 119-134, pág. 121. En: VÁSQUEZ, Carmen 
(edit.) Estándares de Prueba y Prueba Científica. Ensayos de Epistemología Jurídica. Madrid: Marcial 
Pons, 2013. 
245 Ibídem. 
246 “La prueba más allá de toda duda razonable se asume como el más alto estándar de prueba realista 
dentro del ámbito del conocimiento humano (…) El deber impuesto al Estado por el contrato social, 
origina el derecho individual, absoluto e inalienable a no ser condenado a menos que la culpabilidad 
haya sido probada más allá de toda duda razonable”. KITAI, Rinat. Protecting the Guilty. University of 
California Press. Buffalo Criminal Law Review, pp. 1163-1187. En igual sentido, “El sistema [de justicia 
penal], en efecto, no autoriza la imposición de penas cuando el juzgador reconoce una duda cuantificable 
sobre la culpabilidad del acusado. Por el contrario, el sistema (…) insiste en una aproximación tan 
cercana a la certeza cuando sea realizable atendidas las circunstancias”. TRIBE, Laurence. A Further 




demostración del elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio en 
Colombia247: Análisis del funcionamiento actual.  
 
Los sistemas procesales de la Ley 600 del 2000 y de la Ley 906 de 2004 son, 
por un lado, la “certeza” y, por el otro, “el convencimiento más allá de toda 
duda razonable”. El propósito de éste aparte, es poner en evidencia las 
aperturas de dichos criterios hacia la subjetividad judicial, desde los aportes 
de la epistemología jurídica y las teorías feministas radicales, que, según la 
aplicación actual, apuntan a decisiones judiciales que desatienden la 
perspectiva de género en la valoración probatoria. 
 
La primera crítica a los estándares probatorios enunciados, es que su 
establecimiento depende del modelo procesal, en el cual se inscriben. La 
certeza se asienta en el ritual de tendencia inquisitiva que ubica el logro de la 
verdad, como una de sus metas y, por ello, justifica que el juez pueda decretar 
pruebas de oficio, analizando con igual celo las de cargo, como las de 
descargo248. Entre tanto, el “convencimiento” es propio de los procesos 
penales de tendencia acusatoria, en los cuales, al existir independencia del 
órgano acusador, respecto del juzgador, los aportes probatorios son de la 
titularidad de las partes y el juez resuelve el conflicto, conforme al 
convencimiento de alguna de las hipótesis planteadas; de ahí que,  en el 
 
247 Como ya se expresó en el II Capítulo, la circunstancia de matar a una mujer por el hecho de ser mujer 
o por su identidad de género, aunque es considerada por algunos autores como un dolo especial, en esta 
investigación y, siguiendo la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, será tratada como un 
elemento subjetivo del tipo penal “consistente en la motivación que debe llevar al sujeto activo a privar 
de la vida a la mujer (…) La expresión subrayada, como ya se ha adelantó páginas atrás, es aquello que 
la dogmática jurídica denomina un elemento subjetivo del tipo penal. Algunos sostienen que los 
elementos subjetivos del tipo implican un dolo especial o calificado, mientras que otros señalan que son 
ingredientes de carácter subjetivo que, además del conocimiento y la voluntad de llevar a cabo el 
comportamiento, son requeridos para la realización del injusto. Bajo una y otra conceptualización, lo 
cierto es que tales elementos exigen que el agente haya obrado con un propósito, motivación, móvil o 
impulso específico para que la conducta sea típica”. CORTE CONSTITUCIONAL MP Luís Ernesto 
Vargas Silva, sentencia C-539. (5, octubre, 2016). 




sistema de tendencia acusatoria  la búsqueda de la verdad no es uno de los 
propósitos249.  
 
Según Michelle Taruffo, la estructura del contexto procesal influye en la forma 
en la que se configuran sus finalidades250. Particularmente, en lo que atañe a 
los rituales de tendencia acusatoria, refiere que la verdad no está incluida 
como su prioridad, si se entiende la verdad bajo un enfoque filosófico 
realista251, según el cual, la misma depende de la realidad y no de la 
percepción que de ella tenga el sujeto cognoscente. Sobre el particular, 
Heidegger justamente indica, que hacer referencia a la verdad “significa la 
totalidad de enunciados posibles que hay que hacer si es que el asunto ha de 
hacerse accesible tal como ha sucedido, tal como en cierta manera es”.252  
 
Entonces para indagar el estado de las cosas como son en el ámbito real, el 
proceso penal se encuentra muy limitado, por la estructura en la que el mismo 
se conciba. En estos contextos, el descubrimiento de la verdad desde la 
perspectiva acusatoria, ya no es un objetivo o una meta del proceso. Esta 
pretensión se muestra como una mera eventualidad, porque el objetivo del 
proceso penal “está dirigido a implementar el principio de contradicción entre 
 
249 FERNÁNDEZ, León Whanda. Procedimiento Penal Acusatorio y Oral. Bogotá: Librería Ediciones 
del Profesional, 2008. En igual sentido, URBANO, Martínez José. La Nueva Estructura Probatoria del 
Proceso Penal. Hacia una Propuesta de Fundamentación del Sistema Acusatorio. Bogotá: Ediciones 
Nueva Jurídica, 2011. 
250 TARUFFO, Michele. Tres observaciones sobre “por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo 
no es un estándar”, de Larry Laudan. DOXA, Cuadernos de filosofía del Derecho, 28 (2005), ISSN: 
0214-8676 (115-126). Pág. 119. 
251 DURÁN MANTILLA, Juan Guillermo. Introducción a la filosofía del derecho: una concepción 
conviviente e integradora del derecho, 1998. Ibáñez: Bogotá. Pág. 28. 
252 HEIDEGGER, Martín. Lógica: la pregunta por la verdad. Madrid: Alianza Editorial, 2004, Pág. 22. 
Bajo el enfoque realista la verdad se presenta como independiente del razonamiento. Éste, o sea el 
pensamiento, es el que debe adecuarse a la realidad. La realidad es la medida del conocimiento y éste 
será verdadero si se adecúa a ella. CORAZÓN, Rafael. La verdad un consenso posible. Madrid: Editorial 
Rialp, 2001, Pág. 210. 
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las partes y principalmente el pleno desarrollo de la defensa del imputado”253, 
el cual se encuentra enmarcado por la acusación: 
 
El principio acusatorio impone, que no puede haber condena sin acusación 
(…) no es posible una declaratoria de responsabilidad penal si previamente no 
se ha contado con una concreción personal, fáctica y jurídica que pueda 
generar esa declaratoria y que, a la vez que determina el ámbito de movilidad 
de la jurisdicción, circunscribe el correlativo espacio de acción de la defensa 
(…) el principio acusatorio exige que exista congruencia entre los contenidos, 
personales, fácticos y jurídicos de la acusación y la sentencia (…) el juez no 
puede extender los efectos de su decisión a personas que no han sido 
acusadas; tampoco puede declararlas responsables de hechos o 
circunstancias por los que no fueron acusadas y no puede tener  en cuenta 
una calificación jurídica distinta a la planteada en la acusación”254.  
 
Lo anterior significa que en virtud del principio acusatorio, cualquier logro de la 
verdad queda limitado al camino que marque la acusación, además porque en 
este esquema, a diferencia del inquisitivo, están prohibidas las pruebas de 
oficio por parte del juez. Esta situación, condiciona la verdad a lo propuesto 
por las partes en la contienda penal. En efecto, la acusación y la defensa, 
participan, opinan y aportan al proceso, donde la verdad es el producto del 




253 TARUFFO, Michele. Tres observaciones sobre “por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo 
no es un estándar”, de Larry Laudan. Op. Cit., pág. 117. 
254 URBANO, Martínez José. La Nueva Estructura Probatoria del Proceso Penal. Op. Cit., pág. 64. 
255BERNAL CUELLAR & MONTEALEGRE LYNETT. El proceso penal. Universidad Externado de 
Colombia: Bogotá, 2013, pág. 224. 
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La segunda crítica sobre los estándares probatorios establecidos por la Ley 
600 de 2000 y por la Ley 906 de 2004, hace referencia a los criterios de 
subjetividad en ellos contenidos. 
 
Para Ferrer Beltrán256, Larry Laudan257, Framarino Dei Malatesta258 y Michele 
Taruffo259 el convencimiento más allá de toda duda razonable, la íntima 
convicción y la certeza, como estándares probatorios para decidir una 
condena, resultan insatisfactorios, porque comparten una extrema vaguedad 
e indeterminación y recurren a las creencias del agente decisor como 
elementos “justificantes”, en los cuales se corre el riesgo de apartarse de la 
realidad. “Se trataría de estándares subjetivos, al extremo de que puede 
ponerse en duda su propio carácter de estándar de prueba”260.  
 
Las razones que llevan a estos autores a considerar la subjetividad de los 
estándares probatorios enunciados, pueden resumirse de la siguiente manera: 
en primer lugar, no se dispone de un criterio que indique las condiciones en 
que la duda es o no razonable261, por lo que “se trata de un concepto 
 
256 “La tradicional apelación a la íntima convicción o la progresiva incorporación (por vía legislativa o 
jurisprudencial) del “más allá de toda duda razonable” propio de los sistemas anglosajones a los sistemas 
continentales no satisface las necesidades en absoluto, puesto que deja la decisión en manos de la 
subjetividad del decisor y no permite ningún control intersubjetivo. FERRER, Jordi. La prueba es 
libertad, pero no tanto: Una teoría de la prueba cuasibenthamiana, pp. 21-39. En: VÁSQUEZ, Rojas 
María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de epistemología jurídica. 
Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013, pág. 35. 
257 LAUDAN, Larry. Is Reasonable Doubt Reasonable? Cambridge University Press, 2003, pp. 295-
331. En igual sentido, LAUDAN, Larry. Verdad, error y proceso penal. Un ensayo sobre epistemología 
jurídica. Traducción de Carmen Vásquez y Edgar Aguilera. Madrid: Marcial Pons, 2013. 
258 FRAMARINO, Dei Malatesta Nicola. Lógica de las pruebas en materia criminal. Bogotá: Editorial 
Temis, 1978. 
259 TARUFFO, Michele. Conocimiento científico y criterios de la prueba judicial, pp. 33-52. En: 
ORTEGA, Gomero Santiago (edit.). Proceso, prueba y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. 
260 FERRER, Jordi. Los estándares de prueba en el proceso penal español. Op. Cit., pág. 6. 
261 FERRER, Jordi. La prueba es libertad, pero no tanto: Una teoría de la prueba cuasibenthamiana, 
pp. 21-39. En: VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos 
de epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013, pág. 35. En igual sentido, TARUFFO, 
Michele. Conocimiento científico y criterios de la prueba judicial, pp. 33-52. En: ORTEGA, Gomero 
Santiago (edit.). Proceso, prueba y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. 
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indeterminado que expresa un principio general, que el juez concretiza en el 
caso concreto”262.  
 
En segundo lugar, si los estándares de certeza y convencimiento más allá de 
toda duda razonable, dependen de cómo el juez los concretice en el caso 
concreto, significa que los sistemas procesales, centran su atención en el 
sujeto cognoscente y no en el objeto de conocimiento, porque indagan si el 
juez ha llegado o no a la certeza, ha alcanzado o no la convicción263.  
 
En tercer lugar, los grados de subjetividad presentes en el sujeto cognoscente 
(juez), pueden distorsionar la correspondencia entre la imagen aprehendida 
con la realidad material, que es objeto de aprehensión y conocimiento264. Esto 
hace que, el conocimiento de los hechos que tienen lugar en la prueba judicial 
es imperfecto o relativo, debido, a que el operador jurídico hace inferencias 
basadas en generalidades o en prejuicios265. 
 
El investigador llega al conocimiento, está fuera de la conciencia; la verdad es 
objetiva o independiente de su voluntad. En el sujeto tiene lugar un complicado 
escalamiento de actividades intelectuales con saltos que llevan a formas más 
perfectas hasta la formulación final. Es aquí donde se producen las 
distorsiones y peca la interpretación cuando el investigador olvida la 
objetividad, amolda las opiniones a los preceptos preestablecidos por la cultura 
y da salida a los prejuicios y prevenciones de su personalidad266.  
 
 
262 TARUFFO, Michele. Conocimiento científico y criterios de la prueba judicial. Op. Cit., pág. 49. 
263 PABÓN, Gómez Germán. De la teoría del conocimiento en el proceso penal. Bogotá: Ediciones 
Nueva Jurídica, 2005. 
264 PABÓN, Gómez Germán. De la teoría del conocimiento en el proceso penal. Bogotá: Ediciones 
Nueva Jurídica, 2005, pág. 11. 
265 GASCÓN, Abellán Marina. Sobre la posibilidad de formular estándares de prueba objetivos, pp. 17-
30. En: ORTEGA, Gomero Santiago (Editor). Proceso, Prueba y Estándar. Lima: ARA Editores, 2009.  
266 SAA, Ernesto. Los procesos políticos colombianos y sus hombres. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 1999. 
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Para Vásquez, bajo los estándares probatorios estudiados, “pareciera que 
todo lo que importa es si, habiendo oído todos los elementos de juicio 
admitidos y practicados, la mera creencia de los juzgadores de los hechos es 
firme y sólida” 267, y agrega:  
 
Pero, cabe preguntarse, ¿en qué situación queda el ciudadano que está 
siendo parte de un proceso sin que se le asegure un derecho al debido proceso 
(in itinere) y a la prueba, finalmente termina siendo condenado o declarado 
responsable cuando el juzgador considera a bien que está persuadido, 
firmemente convencido, etc.?268 
 
En el ejercicio conceptual y de juicio que hace parte de la valoración de las 
pruebas, el juez llega con criterios preconcebidos, en los cuales tienen 
incidencia fenómenos psicológicos y sociológicos. Los primeros están 
condicionados  por las disposiciones afectivas, mientras que en los segundos, 
tiene relevancia el sistema social.  
 
El interés, el temor, el odio, el amor, la venganza, la simpatía, la antipatía, los 
vínculos de familia, los afectos religiosos, de partido o grupo político; y en 
general los factores o condicionamientos político-institucionales, económicos 
e ideológicos que afectan la objetividad de la conceptualización y conducen a 
la adopción de decisiones alejadas de la realidad y, por demás, injustas269.  
 
Además de las disposiciones afectivas, juegan un papel trascendental los 
grupos sociales, en la valoración probatoria y en la determinación de que 
ciertos hechos estén o no probados. El juzgador, como ser humano, pertenece 
 
267 VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Marcial Pons, 2013, pág. 14. 
268 VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Marcial Pons, 2013, pág. 14. 
269 PABÓN, Gómez Germán. De la teoría del conocimiento en el proceso penal. Op. Cit., págs. 93-94. 
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a un grupo social cuyos valores condicionan e informan muchas de sus 
actitudes y creencias; la historia, la cultura, la familia son aparatos ideológicos 
de poder que trascienden en la mente del operador jurídico270.  
 
Por las razones expuestas, no puede afirmarse que los estándares probatorios 
de condena referidos a la “certeza” y la “convicción más allá de toda duda 
razonable”, garanticen la verdad absoluta de las cosas271, sino sólo un cierto 
grado de probabilidad que, como se ha dicho, da lugar a niveles de subjetividad 
que afectan la corrección de una decisión ética y política del castigo. Lo 
anterior, en razón a que el juez ostenta el poder decisor, lo que significa que 
la declaración de la condena, depende del sujeto cognoscente y no de lo que 
realmente representa el objeto del conocimiento.  
 
El riesgo de la subjetividad del juez es, sin duda, inminente, aun en estándares 
como los estudiados, y ello es así, para todos los delitos contenidos en la parte 
especial del estatuto punitivo. 
 
 
270 LUÍS, Muñoz Sabaté. Técnica probatoria. Barcelona: Editorial Práxis, 1983, pág. 66. Sobre la 
influencia de los aparatos ideológicos de poder ver: ALTHUSSER, Louis. Ideología y Aparatos 
Ideológicos del Estado. Freud y Lacan. Buenos Aires: Editorial Nueva Visión, 1988. Althusser plantea 
que las instituciones del Estado, como la escuela,  la familia, la iglesia, el Ejército, enseñan habilidades 
bajo formas que aseguran el sometimiento a la ideología dominante o el dominio de su práctica. Sobre 
la influencia de estas instituciones y el discurso homogéneo en la valoración probatoria a cargo del juez 
puede verse: PABÓN, Gómez Germán. De la teoría del conocimiento en el proceso penal. Bogotá: 
Ediciones Nueva Jurídica, 2011. 
271 A esta conclusión llegan los siguientes autores: LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba 
subjetivo y ambiguo no es un estándar. DOXA, Cuadernos de filosofía del derecho, 28 (2005), ISSN: 
0214-8676 (95-113). LAUDAN, Larry. El estándar de prueba y las garantías en el proceso penal. 
Buenos Aires: Hammurabi, 2011. LAUDAN, Larry. La Elemental Aritmética Epistémica del Derecho 
II: Los Inapropiados Recursos de la Teoría Moral para Abordar el Derecho Penal, pp. 119-134, pág. 
121. En: VÁSQUEZ, Carmen (edit.) Estándares de Prueba y Prueba Científica. Ensayos de 
Epistemología Jurídica. Madrid: Marcial Pons, 2013. TARUFFO, Michele. Tres observaciones sobre 
“por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar”, de Larry Laudan. DOXA, 
Cuadernos de filosofía del Derecho, 28 (2005), ISSN: 0214-8676 (115-126). FERRER, Jordi. La prueba 
es libertad, pero no tanto: Una teoría de la prueba cuasibenthamiana, pp. 21-39. En: VÁSQUEZ, Rojas 
María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de epistemología jurídica. 
Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013. 
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La tercera crítica que se arguye frente a los estándares probatorios de la 
“certeza” y la “convicción más allá de toda duda razonable”, es que además 
de ser indeterminados (primera crítica) y generar aperturas a niveles de 
subjetividad judicial (segunda crítica), se aplican para la valoración probatoria 
en relación con todas las conductas reprochadas por el Estado, elevadas a la 
categoría de delitos, según el discurso dominante (que como se verá es 
discriminatorio). 
 
Ese discurso dominante, que ha estado presente en la mente de los jueces, 
se ha aplicado con independencia de la gravedad que distingue a cada uno de 
los delitos, la historia de un derecho penal desigual y los bienes jurídicos que 
ameritan la intervención punitiva. Todo esto ha generado, como diría 
Larrauri272, que el derecho penal y los organismos encargados de hacerlo 
operativo, vean a la mujer como los hombres ven y tratan a las mujeres.  
 
“[E]s solo una determinada concepción social y moral elaborada por el discurso 
masculino acerca de la sexualidad femenina, lo que permite la comprensión 
de los distintos tipos penales. Por ello, el Derecho Penal al incorporar esta 
imagen de mujer, refleja no las diferencias biológicas, sino las estructuras 
patriarcales, los estereotipos que existen respecto a los comportamientos 
referidos a cada género y las distintas asunciones morales que laten para cada 
género”.273  
 
Precisamente, una de las discusiones actuales274 en materia procesal penal 
es si todos los delitos, teniendo en cuenta que los grados de gravedad entre 
ellos son distintos –y por ello difiere el cuantum de pena para cada uno–, 
 
272 LARRAURI, Elena. Mujeres y Sistema Penal. Buenos Aires: B de F, 2008. 
273 Ibídem. 
274 VÁSQUEZ, Rojas María del Carmen. Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de 
epistemología jurídica. Madrid: Editorial Marcial Pons, 2013, pág. 15. ORTEGA, Gomero Santiago 
(edit.). Proceso, prueba y estándar. Lima: ARA Editores, 2009. 
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“deberían decidirse uniformemente por un mismo umbral tan exigente o si lo 
más adecuado sería diseñar estándares ajustados a esta situación”275.  
 
Estos debates que están siendo analizados por los estudiosos de la 
epistemología jurídica, en el escenario del proceso penal,276 encuentran 
asidero, para el tema que interesa a esta investigación, en las teorías 
propuestas por feministas radicales277, quienes, al estudiar la relación entre el 
derecho penal y la reivindicación de los derechos de las mujeres, encuentran 
que una de las metas del proceso penal  hoy en día, consiste en reconstruir 
los hechos del pasado violento, discriminador y patriarcal, de la manera más 
completa y cercana a la verdad, teniendo en cuenta que, bajo estas apuestas 
sociológicas, el derecho penal nombra, conceptualiza y visibiliza la realidad de 
la desigualdad278; por lo tanto, debe estar en capacidad de proteger un bien 
jurídico antes no reconocido (el derecho de la mujer a vivir libre de violencia, 
además de la vida biológica)279 y desproteger un interés, antes, tutelado por la 
norma penal (el honor varonil)280. 
 
275 Ibídem. 
276 Ibídem.  
277 Dentro de esta categoría puede leerse: LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: 
violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen 
(coords.). Retos teóricos y nuevas prácticas. San Sebastián: Ankulegi Revista de Antropología Elkartea. 
2008, pp. 211- 250. 
278 COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (CEPAL). Asuntos Sociales 
de la División de Asuntos de Género. Si no se cuenta, no cuenta. Información sobre la violencia contra 
las mujeres. Santiago de Chile: Naciones Unidas, 2012. En igual sentido, AGATÓN, Santander Isabel. 
Si Adelita se fuera con otro. Del feminicidio y otros asuntos. Bogotá: Temis, 2017. También puede verse: 
ANITUA, Gabriel Ignacio. Historia de los pensamientos criminológicos. Buenos Aires: Editores del 
Puerto, 2005. Igualmente, MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por 
razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 138. SAGOT, Monserrat. 
Estrategias para enfrentar la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde América Latina. 
Revista Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: 
femicidio en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 2010. 
279 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos 
de las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen (coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  
San Sebastián: Antropología Elkartea, 2008. Igualmente, ABADÍA, Cubillos Marcela. Feminismos y 
Sistema Penal. Retos Contemporáneos para una Legitimación del Sistema Penal. Bogotá: Universidad 
de los Andes, 2018. AGATÓN, Santander Isabel. Justicia de Género. Un asunto necesario. Bogotá: 
Editorial Temis, 2013. 
280 Ver por todas: AGATÓN, Santander Isabel. Si Adelita se fuera con otro. Del feminicidio y otros 




De acuerdo a lo anterior, la tercera crítica a los estándares probatorios de 
condena de los estatutos punitivos en Colombia, gira en torno a que su 
pretensión de neutralidad y objetividad está, en todo caso, fundamentada en 
la neutralidad y objetividad de un derecho penal, que históricamente se ha 
representado como desigual (como quedó establecido en el primer capítulo de 
éste documento). 
 
Hay casos en los que a pesar de ser la norma neutra, la forma en cómo ésta 
se interpreta puede producir un efecto discriminatorio para un determinado 
grupo social como el de las mujeres. 
 
La constatación de las dificultades para conseguir que el derecho penal 
produjera una igualdad de consecuencias, más allá de una igualdad de normas 
contribuyó también al debate de si era deseable un derecho inspirado en 
principios feministas. Asimismo, esta constatación es la que parcialmente 
fundamentó el viraje de la crítica a un “derecho penal sexista” (con normas 
desiguales), a la afirmación de que “el derecho tiene género” (con 
interpretaciones masculinas de normas neutras). Este viraje se originó debido 
a que numerosas autoras feministas analizaron el impacto para las mujeres de 
algunas normas “neutrales” y se detectaron diversas situaciones que 
generaron desigualdad”281. 
 
En estos escenarios, la práctica judicial es, entonces, discriminatoria y adolece 
de sesgos sexistas282, “aplica criterios aparentemente objetivos y neutrales, 
 
281 LARRAURI, Elena. Desigualdades sonoras, silenciosas y olvidadas: Género y Derecho Penal. 
Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 2009, pág. 48. 
282 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 138. También puede verse: TORRES, Falcón 
Marta (comp.) Violencia contra las mujeres en contextos urbanos y rurales. México: El Colegio de 
México - Programa Interdisciplinario de Estudios de la Mujer, 2004. Igualmente, ARROYO, Vargas 
Roxana. Acceso a la justicia para las mujeres… el laberinto androcéntrico del derecho. Revista 
124 
 
pero que en realidad responden a un conjunto de valores e intereses 
masculinos”283, o como diría Larrauri284 “no es que el derecho se aplique mal, 
es que, en realidad, se está aplicando objetivamente, el problema radica en 
que lo objetivo es el parámetro establecido por los hombres”285.  
 
Esa neutralidad homogenizante, que aplica el órgano juzgador en la valoración 
probatoria, a fin de lograr la “certeza” o la “convicción más allá de toda duda 
razonable”, en tipos penales que, como el feminicidio, tienen un trasfondo 
contextual de discriminación, impide una valoración en perspectiva de género, 
que permita nombrar, visualizar y conceptualizar el elemento subjetivo del tipo, 
porque a esa neutralidad homogenizante, se suman las fugas subjetivas del 
funcionario judicial que, como se vio, están nutridas por afectaciones 
personales, actitudes, creencias y determinantes sociológicos marcados por 
la historia y la cultura.  
 
Así las cosas, existen trasfondos ideológicos de una violencia estructural286 
que ayudan a “cristalizar los imaginarios fundados en los estereotipos de 
género”287. En efecto, las muertes violentas de las mujeres en Latinoamérica 
quedan en la impunidad y muchos casos sin resolver; existen estudios que lo 
comprueban288.  
 
IIDH/Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2011. XX aniversario del Programa Derechos 
Humanos de las Mujeres, pp. 35-62. 
283 BODELON, González Encarna. Género y sistema penal: los derechos de las mujeres en el sistema 
penal. En: BERGALLI, Roberto (Coord.). Sistema Penal y Problemas Sociales. Valencia: Tirant lo 
Blanch, 2003, pág. 467. 
284 LARRAURI, Elena. Mujeres y Sistema Penal. Buenos Aires: B de F, 2008. 
285 Ibídem. 
286 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175. 
287 Ibídem, pág. 137. 
288 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ALTO COMISIONADO PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de investigación de las muertes 
violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio). Panamá: Diseños e Impresiones 
Jeicos. En igual sentido, COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la 
justicia para mujeres víctimas de violencia en las Américas. En: 




En los capítulos I y II de este documento, se demostró la presencia de prácticas 
culturales y concepciones estereotipadas, sobre el rol de las mujeres en la 
sociedad (en el ámbito privado y público), principalmente aquella que conlleva 
a considerar a la mujer como objeto de posesión del hombre y, por tanto, su 
cuerpo y su sexualidad, la cual se ha perpetuado en la historia289. También 
quedó establecido que, bajo este entendimiento se afincó el imaginario social 
de que la contradicción en relación con cualquier precepto unilateral 
masculino, por parte de la mujer, le daba derecho al varón de disponer, con 
libertad, de lo que, socialmente, se consideraba de su propiedad; 
circunstancias éstas que fueron nutridas por la religión, la filosofía, la literatura 
y la política290.  
 
 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de 
violencia sexual en Mesoamérica. (9, diciembre, 2011). En: 
[https://www.cidh.oas.org/pdf%20files/MESOAMERICA%202011%20ESP%20FINAL.pdf]. 
Igualmente: MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de 
género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175. Asimismo, MONÁRREZ, Fragoso Julia. 
Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en Ciudad Juárez. México: Porrúa, 2009. 
LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos de 
las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen (coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  San 
Sebastián: Antropología Elkartea, 2008. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: 
femicidio en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 2010. SAGOT, 
Montserrat. Estrategias para enfrentar la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde 
América Latina. Revista Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. LARRAURI, Elena. ¿Es posible el 
tratamiento de los agresores de violencia doméstica? En: LÓPEZ, Barja de Quiroga Jacobo & 
ZUGALDIA, Espinar José Miguel (Coord.). Dogmática y ley penal. Libro Homenaje a Enrique 
Bacigalupo. Madrid: Marcial Pons, 2004.  
289 “Producto de las situaciones violentas, los cuerpos quedan marcados y las mujeres se sustraen 
psicológica y corporalmente. Los golpes de los agresores causan lesiones de carácter politraumático, 
hacen daño en el rostro y afectan las extremidades; son marcas que les recuerda a las mujeres que no son 
dueñas de sí mismas como tampoco de sus cuerpos. El cuerpo parece haber sido olvidado por las mujeres 
que viven violencias, sobre todo, porque el cuerpo no ha sido construido, percibido o sentido por ellas; 
también, el cuerpo parece mantenerse en el olvido por el sistema de salud que ve solo tejidos lesionados, 
fragmentos corporales rotos y síntomas aislados”. PINTO, Molina Astrid. Iniciativas para romper el 
silencio e identificar la ruta crítica, Avances de la investigación “Más allá de la violencia intrafamiliar: 
análisis en la perspectiva de género de los itinerarios de salud en la ruta crítica”. Universidad Nacional 
de Colombia, Bogotá, 2008. En igual sentido, JONAS, Eline (coord.) Violências esculpidas - Notas para 
reflexão, ação e politicas de gênero. Goiânia: Editora UCG, 2007. 




Estos presupuestos, además de alimentar la mente de los hombres para 
cometer delitos que atentan contra la libertad sexual y la vida de las mujeres, 
han tenido una incidencia cardinal en los imaginarios sociales presentes en el 
poder judicial, que impiden un acceso pleno a la administración de justicia291, 
pues reiterando a Larrauri, el derecho penal ve y trata a las mujeres como los 
hombres ven y tratan a las mujeres292. 
 
Organizaciones internacionales, como el Comité del CEDAW293 la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)294, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos295, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos296, 
 
291 Ibídem. Marcela Legarde, luego de hacer un análisis sobre las muertes violentas de las mujeres en 
México, llega a la conclusión de que las mismas configuran crímenes de Estado. Para ello, la autora 
argumenta  que frente a tales circunstancias, ha operado la negligencia institucional para investigar cada 
caso e imponer penas de acuerdo con la gravedad de los hechos que se desprenden de la violencia de 
género, constituyendo el terreno fértil para la violación sistemática y generalizada de los derechos de las 
mujeres a vivir libres de violencia. En: LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: 
violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen 
(coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  San Sebastián: Antropología Elkartea, 2008. 
292292292 LARRAURI, Elena. Mujeres y Sistema Penal. Buenos Aires: B de F, 2008. 
293 COMITÉ CEDAW. Recomendación General N° 19. La violencia contra la mujer. (29, enero, 1992). 
En: [http://archive.ipu.org/splz-e/cuenca10/cedaw_19.pdf] 
294 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia sexual en Mesoamérica. (9, diciembre, 2011). En: 
[https://www.cidh.oas.org/pdf%20files/MESOAMERICA%202011%20ESP%20FINAL.pdf]. 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres 
víctimas de violencia en las Américas. En: [https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/cap4.htm]. 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. CIDH manifiesta su profunda 
preocupación ante la alarmante prevalencia de asesinatos de mujeres por razones de género en Brasil. 
Comunicado de Prensa. En: [http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/024.asp]. 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe 54/01 Caso 12051 Maria 
Da Penha Maia Fernandes Vs. Brasil. (16, abril, 2001). 
295 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, sentencia Caso del Penal Miguel 
Castro vs. Perú. (25, noviembre, 2006). En: 
[http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_160_esp.pdf]. CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS, sentencia Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. (24, 
noviembre, 2009). En: [http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_211_esp.pdf]. CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, sentencia Caso González y Otras (Campo 
Algodonero) vs. México. (16, noviembre, 2009) 
296 INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. Femicidio. Más allá de la 
violación al derecho a la vida. Análisis de los derechos violados y las responsabilidades estatales en los 




la Organización de Estados Americanos297, la División de Asuntos de Género 
de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), dan a 
conocer las principales problemáticas de la administración de justicia en la 
investigación de la violencia contra la mujer, siendo el feminicidio el suceso 
más extremo y execrable. Las fallas identificadas por los entes descritos, 
también han sido puestas de presente por las teorías feministas radicales298 y 
tienen cabida en la aplicación de la pretendida neutralidad de los estándares 
probatorios de la “certeza” y “la convicción más allá de toda duda razonable”, 
así como en las aperturas subjetivas que dichos criterios deparan en una 
sociedad patriarcal. Tales fallas de la administración de justicia, se pueden 
resumir de la siguiente manera299: 
 
(i) Existe la tendencia a privatizar la violencia en contra de la mujer y a justificar 
la ausencia de un interés público. Esto hace que la violencia de género no se 
considere una problemática de trascendental gravedad. 
 
(ii) En sucesos de feminicidio, los fiscales y jueces tienden a degradar la 
conducta a homicidio. Los primeros, porque la acusación por feminicidio, les 
plantea mayores exigencias de aporte probatorio300 -comoquiera que deben 
demostrar el elemento subjetivo del tipo penal y la lesión a bienes jurídicos 
particulares que sobrepasan la vida desde su concepción biológica-; los 
 
297 ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS. Ley Modelo Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la muerte violenta de mujeres y niñas (femicidio/feminicidio). Washington: 2006. 
En: [https://www.refworld.org.es/pdfid/5c93f3854.pdf] 
298 Dentro de esta categoría puede leerse: LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: 
violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen 
(coords.). Retos teóricos y nuevas prácticas. San Sebastián: Ankulegi Revista de Antropología Elkartea. 
2008, pp. 211- 250. 
299 En líneas anteriores, se aporta la bibliografía que sustenta las afirmaciones sobre las fallas de la 
administración de justicia. En este aparte, las mismas se resumen de acuerdo a la bibliografía consultada. 
300 Este hallazgo también es advertido por: CENSORI, Luciano. El delito de femicidio y su 
constitucionalidad. Revista Pensamiento Penal. (24, julio, 2014), pp. 2-52. SAGOT, Monserrat. 
Estrategias para enfrentar la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde América Latina. 
Revista Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: 
femicidio en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 2010. 
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segundos, debido a que no encuentran acreditado el elemento subjetivo del 
tipo penal de feminicidio. 
 
(iii) No existen registros sobre la contabilización, persecución y sanción de las 
violencias de género301.  
 
(iv) El ente de persecución penal no investiga los cimientos estructurales de la 
violencia de género que subyace en el feminicidio como tipo penal 
autónomo302, no se tiene en cuenta el influjo de los contextos y se elimina el 
peso de las circunstancias que rodean las muertes violentas de mujeres, así 
como las condiciones históricas subyacentes de discriminación303.  
 
(v) Los funcionarios judiciales desconocen lo qué se entiende “matar a una 
mujer por el hecho de ser mujer”, ignoran el contenido del elemento subjetivo 
del tipo penal de feminicidio, no comprenden el alcance de la violencia de 
género y perviven los prejuicios y comentarios acusadores hacia las 
víctimas304. Este es otro de los factores, por los cuales terminan generando 
 
301 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175. 
302 MUNEVAR, Dora Inés & MENA, Luz. Violencias estructurales de género. Revista de la Facultad 
de Medicina, 2009, pp. 356-361. 
303Los estudios que encuentran esta dificultad en la administración de justicia, son los siguientes: 
ARROYO, Vargas Roxana. Acceso a la justicia para las mujeres… el laberinto androcéntrico del 
derecho. Revista IIDH/Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2011. XX aniversario del 
Programa Derechos Humanos de las Mujeres, pp. 35-62. CHIAROTTI, Susana (ed.). Contribuciones al 
debate sobre la tipificación penal del feminicidio/femicidio. Lima: Programa de monitoreo del Comité 
de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem), 2011. 
LARRAURI, Elena. Violencia de género en España. Tres años después de la LO 1/2004 del 28 de 
diciembre de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. En: BIRGIN, Haydée & 
GHERARDI, Natalia (coords.) Reflexiones jurídicas desde la perspectiva de género. México: Editorial 
Fontamara, Programa de Equidad de Género del Poder Judicial de la Federación y Dirección de Equidad 
de Género de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Colección Género, Derecho y Justicia Nº 7, 
2010, pp. 103 y ss. 
304 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos 
de las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen (coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  
San Sebastián: Antropología Elkartea, 2008. 
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una condena por homicidio, con lo cual, normalizan y hacen invisibles los 
escenarios de discriminación que anteceden los asesinatos de mujeres.  
 
(vi) Categorías como las de “crimen pasional” o la figura de la ira e intenso 
dolor, o la atenuante de “emoción violenta”305, analizadas culturalmente a la 
luz del concepto de “honor varonil”, han llevado a los funcionarios de la 
administración de justicia a elevar argumentaciones tendientes a 
desestructurar o aminorar la responsabilidad penal o degradarla a homicidio, 
al creer que se puede matar por “amor”, o que sucesos como la celotipia, la 
persecución, los comportamientos obsesivos, el control, el hostigamiento, el 
acoso sexual, la humillación –por temas económicos, emocionales, sexuales, 
formas de vida, niveles educativos, funciones asignadas a los sexos306–, los 
maltratos verbales y físicos, son naturales en los escenarios íntimos y públicos 
y legitiman la circunstancia de que el hombre asesine a las mujeres “para 
afirmar o reafirmar su situación de superioridad o poder sobre la mujer”307. 
 
(vii) Existe la concepción, hasta ahora imperante, de que la muerte de una 
mujer es igual a la de un hombre y, se cree que, esto es así, en todas las 
circunstancias. A pesar de la vigencia del tipo penal de feminicidio, hay jueces 
que no lo aplican, porque consideran que “rompe la igualdad formal e implica 
menoscabos constitucionales, porque socava la neutralidad genérica, 
configura conductas de autor y provocan dificultades probatorias”308. 
 
305 ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS. Ley Modelo Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la muerte violenta de mujeres y niñas (femicidio/feminicidio). Washington: 2006. 
En: [https://www.refworld.org.es/pdfid/5c93f3854.pdf] 
306 Sobre el tema de la evolución de la asignación social de roles de acuerdo a los sexos puede verse: 
MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. Revista 
Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175. Igualmente, ZÁRATE, Campos María. Enfermedades de 
mujeres. Ginecología, médicos y presunciones de género. Chile, fines del siglo XIX. Revista 
Pensamiento Crítico, (1), 2001. 
307 CENSORI, Luciano. El delito de femicidio y su constitucionalidad. Revista Pensamiento Penal. (24, 
julio, 2014), pp. 2-52, pág. 57. 
308 Los estudios feministas que evidenciaron esta dificultad en los países latinoamericanos, son los 
siguientes: MALDONADO, Alba Estela. El Feminicidio en Guatemala. En: RED CHILENA CONTRA 




Isabel Agatón realizó un estudio completo sobre los prejuicios y estereotipos 
de las decisiones judiciales, en el cual identifica los siguientes: 
 
- La naturalización de la violencia contra las mujeres. 
- La percepción de la necesidad de conservación de las funciones de los 
sexos mediante las decisiones judiciales. 
- La creencia en la importancia de tutelar bienes jurídicos como la familia, 
en detrimento de los sujetos que la integran. 
- El reconocimiento de las mujeres como responsables de la violencia 
que sufren. 
- La falta de formación especializada en autoridades con competencias 
en violencias basadas en género. 
- La carencia de jueces especializados para abordar temas en violencia 
contra las mujeres y perspectiva de género. 
- Un patrón de impunidad sistemática en las actuaciones y en el 
procesamiento judicial.309 
 
Estos hallazgos sobre las fallas de la administración de justicia en el 
juzgamiento de las muertes violentas de mujeres, en Colombia, han tenido 
cabida en los estándares de “certeza” y “libre convicción” (por su pretensión 
de neutralidad que termina siendo sexista y por los niveles reales de 
subjetividad, por medio de los cuales se involucran los prejuicios), encuentran, 
además, respaldo y comprobación, en la manera cómo se juzgaron los casos 
que fueron identificados en los capítulos 1 y 2 de esta investigación y sobre 
otros, que es menester analizarlos aquí, de manera integral y crítica, para 
 
Santiago de Chile: Andros. 2009, pp. 25-34. LARRAURI, Elena. Desigualdades sonoras, silenciosas y 
olvidadas: Género y Derecho Penal. Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma 
de Madrid, 2009.  




evidenciar que los estándares de prueba estudiados (tal y como se aplican en 
la actualidad), no han sido suficientes para juzgar las muertes violentas de 
mujeres en escenarios de discriminación. Sin embargo, se advertirá que 
dichos criterios de prueba, en sí mismos, pueden llegar a ser idóneos, siempre 
que se eleve el nivel de exigencia o rigurosidad de cara a la objetividad en el 
logro de la verdad; empero, dicha objetividad, sin duda, amerita una mirada de 
género, por el órgano juzgador en el ámbito de la independencia judicial, que 
será abordada más adelante.  
 
A continuación se exponen los argumentos que permiten demostrar estas 
aseveraciones: 
 
(i) Los estándares de condena de la “certeza” y “el convencimiento más allá 
de toda duda razonable”, para juzgar las muertes violentas de mujeres en 
Colombia, tienen una pretensión de neutralidad y objetividad homogenizante, 
que termina siendo sexista, discriminatoria y por tanto, desigual.  
 
A esta comprobación se arriba con los hallazgos del capítulo I, en el cual, se 
demostró que los estatutos punitivos que transcurrieron de 1837 al 2000, 
exoneraban de responsabilidad, otorgaban perdón judicial o atenuaban la 
punibilidad frente a los asesinatos causados por los varones sobre el cuerpo 
de sus legítimas esposas, cuando eran encontradas cometiendo adulterio o en 
actos preparatorios del mismo. Dicho tratamiento punitivo, sin embargo, no se 
otorgaba en sentido contrario, ya que la infidelidad del hombre no era 
considerada una actuación reprochable; por lo tanto, si era la mujer quien 
causaba la muerte de su esposo, a quien sorprendía siéndole infiel, ésta debía 
ser castigada por homicidio agravado por el vínculo de consanguinidad. 
 
En segundo lugar, los estatutos sustanciales de 1980 y del 2000 consagraron 
la ira y el intenso dolor, como causal de atenuación punitiva, cuando la misma 
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fuera causada “por comportamiento ajeno, grave e injustificado” (art. 57). En 
el capítulo I, se describió como la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 
ha establecido, que hace parte de un comportamiento ajeno, grave e 
injustificado, como fuente generadora de ira e intenso dolor y, por tanto, evento 
de atenuación de la punibilidad, la conducta de la mujer en torno a la libre 
disposición de su sexualidad; por ejemplo, ser sorprendida en actos de 
infidelidad310, que ha catalogado como un acto reprochable, ultrajante y 
socialmente inaceptable, que quien lo hace no cuenta con autorización, 
privilegio o permisibilidad para incurrir en ella y constituye una ofensa que 
conlleva una situación insoportable por vulnerar sentimientos o conceptos, que 
para el ofendido son importantes y valiosos, de acuerdo a circunstancias como 
la idiosincrasia, la formación moral y cultural, así como los sentimientos de 
honor, dignidad y autoestima311. 
 
Puede desprenderse de lo anterior, que en vigencia de la redacción original 
del Código penal actual, la mujer aun no es libre de disponer de su sexualidad 
y que de hacerlo, genera una afrenta grave a los sentimientos del honor 
varonil, circunstancia, apenas suficiente para atenuar la punibilidad del 
asesinato que se perpetre en la humanidad femenina. En estas circunstancias, 
el derecho penal ve a la mujer como agente provocador y considera el honor 
varonil un bien jurídico digno de protección312. 
 
 
310 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 38020 del 18 
de abril del 2012.  
311 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 19876 del 9 de 
mayo de 2007. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Radicado No. 
22783 del 13 de febrero de 2008. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, 
Radicado No. 43190 del 13 de agosto de 2014. 
312 Al respecto puede verse: LARRAURI, Elena. Mujeres y Sistema Penal. Buenos Aires: B de F, 2008. 
En igual sentido, AGATÓN, Santander Isabel. Justicia de Género. Un asunto necesario. Bogotá: 
Editorial Temis, 2013. Asimismo, AGATÓN, Santander Isabel. Si Adelita se fuera con otro. Del 




Aun cuando la causal de menor punibilidad anunciada, en el ámbito del poder 
de configuración normativa a cargo del legislador no hace distinciones 
respecto del autor, lo que, en principio, permitiría entender que se aplica por 
igual a hombres y mujeres, habría que preguntarse si histórica, cultural y 
socialmente ¿las mujeres han construido imaginarios sociales en torno al 
“honor” como categoría autónoma, sin depender de un vínculo afectivo o 
emocional con los hombres?, cuando en cambio, socialmente se ha formado 
y enseñado que los hombres pueden disponer a su arbitrio de su sexualidad, 
porque históricamente nunca fueron castigados por adulterio, pudiendo, 
incluso tener mancebas dentro de su propia casa de habitación, como así lo 
hicieron ver los estatutos punitivos desde el inicio del período republicano. 
 
Entonces, si tradicionalmente no existen imaginarios sociales sobre “el honor 
femenino”313 como una construcción cultural lograda al margen de la familia o 
del cónyuge, mal podría pensarse que un acto de disposición del hombre sobre 
su propia sexualidad, puede generar para la mujer un acto grave, una afrenta, 
un perjuicio que repercuta en su autoestima y que la habilite a matarlo, 
obteniendo una reducción de su punibilidad.  
 
De ahí que, una causal de atenuación que en apariencia tiene como 
destinatarios a los hombres y a las mujeres, en la práctica judicial no obtiene 
los mismos rendimientos en uno y otro caso. 
 
En tercer lugar, la aplicación desigual del derecho penal frente a las mujeres, 
en relación con los hombres, se evidencia en el juzgamiento de delitos 
sexuales, en los cuales, históricamente cuando se trata de la mujer como 
víctima de conductas punibles, el tratamiento jurídico que se les ha dado, ha 
 
313 AGATÓN, Santander Isabel. Justicia de Género. Un asunto necesario. Bogotá: Editorial Temis, 
2013. En igual sentido, AGATÓN, Santander Isabel. Si Adelita se fuera con otro. Del feminicidio y otros 
asuntos. Bogotá: Temis, 2017. 
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sido el de agente provocador; entonces, se advierte la existencia de 
providencias judiciales que indican que debido a la conducta de ésta, el 
hombre cometió el delito, porque fue tentado, en razón “a la ropa que llevaba 
puesta la víctima”, “la hora en la cual ocurrieron los sucesos, hora en la cual, 
una mujer no debía estar en la calle” o conductas que para los varones son 
constitutivas de seducción, argüidas y avaladas aún en delitos de violencia 
sexual en contra de menores de catorce años. También es de particular 
relevancia, que los jueces tratándose de violencia sexual contra las mujeres, 
hayan dado por demostrado el consentimiento como causal de exoneración 
de responsabilidad, con la evidencia del comportamiento anterior de la víctima, 
por ejemplo, que se dedicaba al trabajo sexual, o que había desplegado una 
vida sexual activa. Dicho consentimiento también se ha tenido como probado, 
con la sola demostración de vínculos afectivos oficiales entre el autor y el 
sujeto pasivo, en aquellos eventos en los cuales había un matrimonio o una 
unión marital de hecho, pues se ha considerado que las relaciones sexuales 
hacen parte de las obligaciones del matrimonio (debito conyugal) y que la 
mujer no se puede negar a las pretensiones afectivas de su pareja314. 
 
Este tratamiento, se funda en una concepción negativa de los sexos, porque o 
considera a la mujer como agente provocador o tiende a eliminar su 
autonomía, al fundarse en la concepción, tantas veces nombrada, de que el 
varón es el dueño y señor de su sexualidad. 
 
 
314 En los procesos penales seguidos en la historia puede verse: MÁRQUEZ, Estrada José Wilson. 
Delitos sexuales y práctica judicial en Colombia:1870-1900. Los casos de Bolivar, Antioquia y 
Santander. Revista Palobra No. 13, agosto de 2013, pp. 30-48. En relación con los casos de violencia 
sexual, en los cuales se ha dado este tratamiento puede consultarse: LARRAURI, Elena. Desigualdades 
sonoras, silenciosas y olvidadas: Género y Derecho Penal. Anuario de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Autónoma de Madrid, 2009. En igual sentido, AGATÓN, Santander Isabel. Justicia de 
Género. Un asunto necesario. Bogotá: Editorial Temis, 2013. AGATÓN, Santander Isabel. Si Adelita 
se fuera con otro. Del feminicidio y otros asuntos. Bogotá: Temis, 2017. Asimismo, ABADÍA, Cubillos 
Marcela. Feminismos y Sistema Penal. Retos Contemporáneos para una Legitimación del Sistema 
Penal. Bogotá: Universidad de los Andes, 2018. 
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(ii) Los estándares de condena de la “certeza” y “el convencimiento más allá 
de toda duda razonable”, para juzgar las muertes violentas de mujeres en 
Colombia, dan cabida a subjetividades, que operan en la mente del juez a la 
manera de prejuicios y estereotipos de género, que impiden adoptar una 
decisión políticamente correcta315. 
 
Esta premisa se comprueba con los resultados investigativos reseñados en los 
dos capítulos precedentes. La operatividad del derecho penal en la historia, 
alimentada por la religión católica, sobre la diferencia de sexos, ha dotado de 
contenido los prejuicios y subjetividades del poder judicial, a la hora de valorar 
el material probatorio y considerar, o no, como probados determinados 
hechos. En este escenario, las preconcepciones históricas, social y 
culturalmente afincadas en el poder judicial, identificadas por las feministas 
radicales y organizaciones internacionales316, podrían sintetizarse de la 
siguiente manera: 
 
315 Las decisiones políticamente correctas son aquellas que, aplicando el mayor de los esfuerzos, 
conducen a niveles altos de objetividad, lo que significa que son muy cercanos a la verdad. LAUDAN. 
Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. DOXA, Cuadernos de 
filosofía del derecho, 28 (2005), ISSN: 0214-8676 (95-113). 
316 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 138. También puede verse: TORRES, Falcón 
Marta (comp.) Violencia contra las mujeres en contextos urbanos y rurales. México: El Colegio de 
México - Programa Interdisciplinario de Estudios de la Mujer, 2004. Igualmente, ARROYO, Vargas 
Roxana. Acceso a la justicia para las mujeres… el laberinto androcéntrico del derecho. Revista 
IIDH/Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2011. XX aniversario del Programa Derechos 
Humanos de las Mujeres, pp. 35-62. ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ALTO 
COMISIONADO PARA LOS DERECHOS HUMANOS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de 
investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio). 
Panamá: Diseños e Impresiones Jeicos. En igual sentido, COMISIÓN INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia en las Américas. En: 
[https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/cap4.htm]. Véase también: COMISIÓN 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de 
violencia sexual en Mesoamérica. (9, diciembre, 2011). En: 
[https://www.cidh.oas.org/pdf%20files/MESOAMERICA%202011%20ESP%20FINAL.pdf]. 
Igualmente: MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en 
Ciudad Juárez. México: Porrúa, 2009. LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: 
violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen 
(coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  San Sebastián: Antropología Elkartea, 2008. CARCEDO, 
Ana (coord.) No olvidamos ni aceptamos: femicidio en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa 




- La violencia contra las mujeres es normal: la misma fue legitimada en la 
religión y en los códigos penales.  
 
- El hombre puede disponer del cuerpo y sexualidad de las mujeres; por lo 
tanto, no hay autonomía de éstas para decidir sobre su cuerpo y sexualidad.  
 
-La mujer es un agente provocador. 
 
-La mujer tiene obligaciones sexuales, de sumisión y de obediencia. 
 
- La mujer le debe sumisión al hombre y comoquiera que el proyecto de vida 
de aquella, está supeditado a los designios de éste, debe obedecerle. Se 
observa que los jueces, en sus procesos fundamentadores de sentencias, 
argumentan que los comportamientos de las mujeres dan lugar a las actitudes 
violentas de los hombres. 
 
- Si el cuerpo y la sexualidad de la mujer, son de libre disposición del varón y 
si aquella le debe sumisión a éste, cualquier forma de subvertir la voluntad 
masculina o el honor varonil, constituye un acto grave e injusto, que puede 
llevar a aminorar la culpabilidad, en virtud de institutos como la ira e intenso 
dolor o el crimen pasional.  
 
- El acoso, la intimidación, la persecución, la obsesión, el control, la celotipia, 
la cosificación, la generación de miedo, la humillación, la privación de 
alimentos, el encierro, la invasión de espacios personales, la violación a la 
intimidad (revisión del celular, interceptación de mensajería, el 
 
las mujeres: reflexiones feministas desde América Latina. Revista Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. 
LARRAURI, Elena. ¿Es posible el tratamiento de los agresores de violencia doméstica? En: LÓPEZ, 
Barja de Quiroga Jacobo & ZUGALDIA, Espinar José Miguel (Coord.). Dogmática y ley penal. Libro 
Homenaje a Enrique Bacigalupo. Madrid: Marcial Pons, 2004. 
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acompañamiento no consentido a espacios a los que usualmente frecuenta la 
mujer, vrg., lugar de trabajo, de estudio, de entretenimiento), la imposición de 
reglas de conducta a la mujer (dejar de estudiar, abandonar el trabajo, aislarse 
de los amigos, no vestir determinadas prendas, no asistir a ciertos lugares), 
son considerados por los funcionarios judiciales como actos de “amor”, de 
“conquista”, de “enamoramiento”, de “situaciones normales de pareja”. Por lo 
tanto, si existe evidencia de estas conductas que antecedieron a la muerte de 
la mujer, los jueces no reconocen que las mismas, sean constitutivas de 
violencia de género y ello dificulta, bajo los estándares estudiados, dar como 
probado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio. 
 
En el capítulo I, se analizó como, en vigencia de la Ley 1257 del 2008 el único 
proceso que aplicó la causal de agravación punitiva de “causar la muerte de 
una mujer por el hecho de ser mujer”, tuvo lugar en el radicado 41457, siendo 
la Magistrada Ponente, la Dra. Patricia Salazar Cuéllar; sentencia del 4 de 
marzo de 2015, en la cual, se sancionó por primera vez, la muerte de una 
mujer ocasionada por su compañero permanente, como un delito de 
feminicidio.  
 
Para los propósitos de este aparte, son relevantes las consideraciones que 
hizo el  Tribunal Superior de Medellín, que condenó al procesado Alexander 
de Jesús Ortiz Ramírez, por el delito de homicidio agravado, por la causal 
establecida en el numeral 1 del art. 104, bajo las cuales estimó que resultaba 
lesivo del principio de legalidad atribuirle al inculpado, la circunstancia de 
agravación del homicidio prevista en el numeral 11 del artículo 104 del Código 
Penal, es decir, la de causar la muerte “contra una mujer por el hecho de ser 
mujer”, ya que de acuerdo con la entrevista suministrada por Flor Alba 
Velásquez Correa y la denuncia de Blanca Sulderi Ramírez Velásquez 
(referida a un hecho anterior), “se establece” que ORTIZ RAMÍREZ “dio muerte 
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a su pareja por cuestiones pasionales relacionadas con los celos que sentía 
por el comportamiento de la mujer”317. (Subrayado no original) 
 
Como puede advertirse, en el caso que se acaba de referenciar, existían 
indicios que demostraban la cosificación, discriminación y subyugación de la 
víctima, por parte del acusado. Circunstancias que, interpretadas en 
perspectiva de género, llevaban a concluir que se causó la muerte de la mujer, 
por el hecho de ser mujer, pues en la mente del autor, ella le pertenecía, era 
de su propiedad, por ello la controlaba, maltrataba y ultrajada, como lo puso 
de presente, por fortuna, la Corte Suprema de Justicia, quien terminó 
concluyendo que era feminicidio. Sin embargo, el material probatorio, bajo el 
estándar de la convicción más allá de toda duda razonable (debido a la cultura 
patriarcal institucional), llevó al juez a descartar la causal de agravación 
punitiva del otrora numeral 11 del artículo 104 del Código Penal, porque en 
razón a sus preconcepciones y prejuicios, el comportamiento de la mujer 
desencadenó los celos del autor, y “por cuestiones pasionales” éste le causó 
la muerte. 
 
A las mismas conclusiones, arribó el Juzgado 19 Penal del Circuito con 
Funciones de Conocimiento de Bogotá, en el proceso seguido contra Miguel 
Rozo, por hechos sucedidos el día 6 de abril de 2017, cuando éste en varias 
oportunidades atacó a Paola Andrea Torres Noreña (su ex novia), con arma 
blanca en el cuello, rostro, cuero cabelludo, y dedo meñique de la mano 
derecha; lesiones que de no haber recibido atención médica oportuna, 
hubieran puesto en riesgo su vida. En esta providencia el funcionario judicial 
dio como probado el miedo de la víctima de que el acusado le hiciera daño, 
cuando ella iba a terminar la relación; también encontró como demostradas las 
actitudes de control, celos, acoso, obsesión y persecución sobre Paola Andrea 
 
317 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, MP Patricia Salazar Cuéllar, sentencia radicado 
41457. (4, marzo, 2015).  
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Torres Noreña; sin embargo, estas evidencias le llevaron a concluir al ente 
fallador que: 
 
“Bajo tales precisiones realizadas por la víctima, ésta funcionaria judicial 
encuentra que los ciclos de violencia a que se refiere la norma objeto de 
acusación no se encuentran debidamente probados en el presente caso, pues 
obsérvese que en cuanto al maltrato físico, la víctima referenció un evento en 
el que el acusado la cogió del brazo después de haber terminado la relación, 
situación que a criterio de esta operadora judicial no se enmarca dentro de los 
componentes del tipo determinados, acto que a criterio de esta operadora 
judicial no constituye tal envergadura que comporte un real y efectivo acto de 
intimidación capaz de lesionar a la víctima. En cuanto a la llamada violencia 
psicológica ejercida por el acusado, la conclusión resulta en similar sentido, 
pues nótese que el comportamiento del acusado, acorde con lo expuesto por 
la víctima se cifró en que el mismo quería compartir todo el tiempo con aquella 
y en controlar su tiempo y sus actividades con el fin de ser incluido en ellas, 
sin que note esta funcionaria algún tipo de amenaza, intimidación o 
constreñimiento, o algún comportamiento con la capacidad de influir de tal 
manera que la víctima accediera a sus exigencias (…) Los mensajes enviados 
por el acusado a través de whatsapp hacia la víctima no contienen expresiones 
constitutivas de desprecio hacia aquella, en razón de su género, ni palabra 
alguna que permita a esta funcionaria judicial concluir que ejercía violencia 
psicológica, más bien lo que se extrae de dichos mensajes es su deseo de no 
terminar la relación (…)”.318 (Subrayas no originales) 
 
Al adelantar la revisión del proceso, se hallan una serie de pruebas, que 
evidencian, objetivamente, que Miguel Rozo cosificaba319 a Paola Andrea 
 
318 JUZGADO DIECINUEVE PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE 
BOGOTÁ. Radicación 110016000017201705505. Sentencia de Primera Instancia. (29, julio, 2019). 
319 Se adopta el concepto de cosificación aportado por MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio 
Muerte violenta de mujeres por razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 
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Torres Noreña, porque aquél observaba un comportamiento obsesivo, de 
constante control hacia ella: la asediaba de manera frecuente a la Universidad 
donde estudiaba, le pedía insistentemente que volvieran, le suplicaba que no 
lo dejara, le imponía reglas de conducta, le escribía de manera insistente a 
través de whatsapp y cuando el victimario notó que Paola Andrea Torres 
Noreña estaba decidida a no retornar en una relación afectiva, decidió atacarla 
con arma blanca con heridas profundas en el cuello, cara y manos.  
 
El ataque, entonces, se produce porque quien considera de su propiedad, y 
quien cree que le debe sumisión y obediencia subvierte esos preceptos. La 
decisión de no retorno tomada por Paola Andrea Torres Noreña, es símbolo 
de autonomía, que niega la subordinación y demuestra el ejercicio de libertad 
y poder de decisión de ella, sobre su vida y su cuerpo. Entonces, a partir de 
las pruebas ¿Miguel Rozo no discriminaba a Paola Torres? ¿No la 
instrumentalizaba? ¿No la veía como un objeto de su posesión y dominio? 
 
En los resultados de la investigación recogidos en el Capítulo II, se encontró 
que el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio está determinado por 
un contexto de discriminación, instrumentalización, cosificación, dominación o 
estigmatización hacía la mujer, que puede ocurrir en escenarios privados o 
públicos. Retomando los planteamientos de la Corte Suprema de Justicia: 
 
“Matar a una mujer porque quien lo hace siente aversión hacia las mujeres, no 
se duda, es el evento más obvio de un “homicidio de mujer por razones de 
género” (…) ocurre la misma conducta cuando la muerte de la mujer es 
consecuencia de la violencia en su contra que sucede en un contexto de 
 
175: “La cosificación es un proceso por el cual se sustrae a las personas del orden simbólico de la cultura; 




dominación (público o privado) y donde la causa está asociada a la 
instrumentalización de que es objeto”320. 
 
Ahora bien, trayendo a colación el análisis la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, en providencias C- 297 de 2016 y C-539 de 2016, las 
circunstancias referidas al ciclo de violencia previa, relación de poder entre el 
autor y la víctima, actos de instrumentalización sexual u opresión etc., como 
criterios contextuales contenidos en los literales a) al f) del artículo 104A, 
permiten, apenas, inferir el elemento subjetivo del tipo; empero, “no lo 
reemplazan ni conllevan a que pueda prescindirse de él”321, lo que significa 
que el propósito feminicida no se agota en esos presupuestos.  
 
Como se indicó en el II Capítulo, la prueba del elemento subjetivo del tipo, está 
en la demostración de la discriminación del autor hacia la mujer, en un 
escenario en el cual, él la visualiza y entiende como un objeto de su posesión 
y dominio; por ello cree que, al instrumentalizarla, ella le debe obediencia y 
sumisión. De esta manera, cuando el varón se da cuenta del poder decisor de 
la mujer, de su autonomía y de su libertad; en tanto entiende que ella realmente 
no le pertenece, decide atentar contra su vida, a la suerte de un “si no es mía 
no es de nadie”. 
 
Hasta aquí se ha demostrado que los estándares de “convencimiento más allá 
de toda duda” y “certeza”, tal y como se han venido aplicando, no brindan 
respuestas satisfactorias para la adopción de una decisión políticamente 
correcta, porque en la muerte violenta de las mujeres, dichos criterios: (i) han 
tenido la pretensión de objetividad y neutralidad, imponiendo un concepto 
patriarcal y machista de neutralidad y objetividad; (ii) en ellos caben las 
 
320 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. Magistrada Ponente: Patricia 
Salazar Cuellar, Sentencia Radicado 41457 del 4 de marzo de 2015. 
321 CORTE CONSTITUCIONAL, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado, sentencia C-297. (8, junio, 2016). 
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preconcepciones y prejuicios del órgano juzgador, en las cuales ha incidido el 
contexto discriminador. 
 
El propósito del siguiente apartado es establecer que, para que los estándares 
de más allá de toda duda razonable” o “convicción” no fuesen tan subjetivos, 
tal y como lo plantean Ferrer, Laudan y Taruffo sería necesario disponer de un 
criterio de razonabilidad y objetividad, que no dependiera solo del sujeto que 
lo evalúa322.   
 
3.2. LA APUESTA POR UN ESTÁNDAR PROBATORIO EXIGENTE DE 
ALTA OBJETIVIDAD ¡CONCILIANDO LA EPISTEMOLOGÍA Y LAS 
TEORÍAS FEMINISTAS RADICALES! 
 
En el acápite anterior se estableció que los estándares probatorios de la 
“certeza” y la “convicción más allá de toda duda razonable”, son altamente 
subjetivos y dan cabida a factores nocivos que afectan la fase cognoscitiva del 
juzgamiento, debido a las predisposiciones del juez, en cuya formación incide 
la historia y la cultura.  
 
El objetivo de este aparte, es analizar la exigencia de alta objetividad que debe 
tener la demostración del elemento subjetivo del tipo penal del feminicidio, 
porque es justamente éste, el que lo deslinda y diferencia del homicidio. El 
requerimiento de alta objetividad beneficia al procesado y a la víctima. Al 
primero, porque únicamente se le puede dictar una sentencia de condena por 
feminicidio cuando, real y objetivamente, se haya causado la muerte de una 
mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad de género; dicho de otro 
modo, ante la duda razonable sobre la acreditación del elemento subjetivo del 
 
322 FERRER, Jordi. Los estándares de prueba en el proceso penal español. Op. Cit., pág. 6. TARUFFO, 
Michele. Op. Cit., pág. 120. LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no 
es un estándar. Op. Cit., pág. 15. 
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tipo penal de feminicidio, procede la condena por el tipo penal de homicidio, 
siempre que se satisfagan los demás presupuestos. A la segunda, porque 
queda en evidencia la existencia de causas que llevan a los hombres a 
asesinar a las mujeres y que esas mismas causas no están presentes en los 
homicidios de los varones.  
 
Las teorías feministas radicales323 conciben al proceso penal como un 
mecanismo idóneo para (i) castigar todo tipo de violencia en contra de la mujer, 
de manera idónea y proporcional a la gravedad del daño causado, teniendo en 
cuenta que, tratándose de feminicidio, no se trata llanamente de la vida 
biológica de la mujer, sino además del bien jurídico de vivir una vida libre de 
violencia y, (ii) reconstruir la verdad de los acontecimientos violentos, frente a 
la necesidad de nombrar, conceptuar y visibilizar lo que históricamente se ha 
considerado como normal y que alude al escenario discriminatorio en el cual, 
tienen lugar estos sucesos execrables. Para estas teorías, el feminicidio, 
representa hechos de un pasado cuyo conocimiento debe ser reconstruido con 
exactitud para saber qué pasó, cómo pasó, cuando pasó y por qué pasó; 
principalmente, para poner en evidencia la existencia de causas y motivos que 
llevan al autor a causar la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer o 
por su identidad de género. Estas posturas confían en el poder simbólico del 
derecho penal y, en ese sentido, consideran que los familiares del sujeto 
pasivo y la sociedad, en general, deben saber la verdad de los 
acontecimientos, dentro de los cuales se incluye, la realidad del elemento 
subjetivo presente en la mente del autor, con independencia de si se cumplen 
o no, los fines de la prevención general o especial de la pena. Dicho de otro 
 
323 Dentro de esta categoría puede leerse: LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: 
violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen 
(coords.). Retos teóricos y nuevas prácticas. San Sebastián: Ankulegi Revista de Antropología Elkartea. 
2008, pp. 211- 250. 
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modo, “el no uso de la ley penal puede traer aparejadas consecuencias, como 
normalizar ciertos maltratos a mujeres”324. 
 
Desde los estudios de la epistemología, sin embargo, existe una posición 
generalizada, que refiere a la imposibilidad del proceso penal de lograr la 
consecución de la verdad. Aquí naturalmente, no se puede abordar la 
discusión filosófica sobre la verdad; sin embargo, se extraen los argumentos 
que demuestran la premisa enunciada, sobre los inconvenientes del ritual 
punitivo para la averiguación exacta de los acontecimientos.  
 
En primer lugar, no existe nada preciso acerca de qué es la verdad. En la 
filosofía325 pueden identificarse dos grandes corrientes sobre ésta acepción: la 
postura aristotélica326, la identifica como la realidad que depende de la 
naturaleza, esto es, del objeto conocido y no del sujeto cognoscente. Entre 
tanto, la teoría idealista327, propuesta por René Descartes, subyuga la verdad 
al sujeto cognoscente y no al objeto conocido. En el primer caso, la verdad es 
la “adecuación del entendimiento con la cosa”; es la mente la que se adecúa 
a la realidad y no al revés, por lo que la verdad se presenta como 
independiente del razonamiento. En el segundo evento, nada es evidente de 
suyo, sino que ha de ser hecho evidente por el pensamiento, lo que implica 
que la causa de la verdad esté en el entendimiento, no en las cosas; por lo 
 
324 ANITUA, Gabriel Ignacio. Historia de los pensamientos criminológicos. Buenos Aires: Editores del 
Puerto, 2005, pág. 470. 
325 La filosofía es trascendental en la relación entre el sujeto cognoscente y el objeto conocido. Sobre el 
particular, se ha afirmado: “Por eso, ningún conocimiento puede desgajarse de su origen filosófico, pues 
hace mucho –desde Kant concretamente– que se superó “la cosa en sí” como objeto de conocimiento 
aparte del sujeto cognoscente. Ya hoy se tiene laro que no hay objeto y sujeto separados, sino una 
correlación entre ambos.” SALAZAR, Marín. Injusto penal y error. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 1999, pág. 34. 
326 HEIDEGGER, Martín. Lógica: la pregunta por la verdad. Madrid: Alianza Editorial, 2004, Pág. 22. 
Bajo el enfoque realista la verdad se presenta como independiente del razonamiento. Éste, o sea el 
pensamiento, es el que debe adecuarse a la realidad. La realidad es la medida del conocimiento y éste 
será verdadero si se adecúa a ella. CORAZÓN, Rafael. La verdad un consenso posible. Madrid: Editorial 
Rialp, 2001, pág. 210. 
327 CORAZÓN, Rafael. La verdad un consenso posible. Madrid: Editorial Rialp, 2001, pág. 217. 
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tanto, en este postulado la verdad estriba de la forma que le dé el sujeto 
cognoscente328. 
 
En segundo lugar, de acuerdo a lo anterior, si no existe una aceptación 
uniforme sobre la verdad en la epistemología, tampoco se avizora un consenso 
que responda a la pregunta de ¿A qué verdad debe conducir el proceso penal? 
Así por ejemplo, hay quienes plantean que el proceso penal debe servir a la 
reconstrucción de la verdad “real”, que ha sido, justamente, el objetivo de los 
modelos de tendencia inquisitiva; mientras que otros, apuntan a la restauración 
llana de la verdad procesal, “las partes llegan al juicio con distintas visiones de 
la realidad, y será la confrontación entre tales visiones y la adecuada 
argumentación la que determine lo verdadero”329. Sea como fuere, en uno y 
otro caso, el proceso penal no puede llegar a desentrañar los acontecimientos 
del pasado, con la identificación de hasta el más mínimo detalle. 
 
En tercer lugar, el fin del proceso penal no es el logro de la verdad. Desde el 
surgimiento del derecho penal liberal, el ritual procesal se entendió como un 
escenario legítimo para desvirtuar la presunción de inocencia del reo y fundar 
una condena en pruebas que hayan sido controvertidas por la defensa, con el 
pleno respeto a las garantías de un juicio justo. Por esto, el proceso penal 
cumple con sus fines, aun cuando no se haya descubierto nada, por ejemplo, 
cuando ha ocurrido la muerte del imputado, o ha operado la prescripción del 
delito, o se ha proferido un fallo absolutorio330. 
 
 
328 DURÁN MANTILLA, Juan Guillermo. Introducción a la filosofía del derecho: una concepción 
conviviente e integradora del derecho, 1998. Ibáñez: Bogotá. Pág. 28. 
 
329 BERNAL CUELLAR &MONTEALEGRE LYNETT (2013). El proceso penal. Universidad 
Externado de Colombia: Bogotá, p. 224. 
330 MAIER, J. Extraterritorialidad penal y juzgamiento universal. En AA.VV., Estudios en homenaje al 
Profesor Enrique Vescovi. Montevideo: 2000, p. 148. 
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De acuerdo a los tres argumentos planteados, se asume que el telos del 
proceso penal no es la reconstrucción de la verdad. En su lugar, este 
documento acoge la postura que entiende al proceso penal como un 
mecanismo del Estado, que pretende dar legalidad y corrección a una 
condena331, porque “la pena sólo puede ser impuesta después de un juicio 
público que permita neutralizar la histórica desviación que se ha hecho de este 
instrumento coactivo con fines patológicos (opresión y arbitrariedad)”332, pero 
que, de la mano con las teorías feministas radicales, también cree en el poder 
simbólico del derecho penal, que coadyuva a modificar prácticas, que ponen 
en desventaja a grupos poblacionales como las mujeres. 
 
Entonces ¿Cómo conciliar el logro de la verdad pretendido por las teorías 
feministas radicales, con las limitaciones que tiene el proceso penal, frente a 
la verdad, reconocidas por la epistemología jurídica? 
 
A la respuesta al interrogante se llega, encadenando los siguientes 
presupuestos:  
 
(i) El proceso penal, debe lograr unas comprobaciones fácticas que si bien, no 
deben estar encaminadas al logro de la verdad (en el entendimiento realista 
de la misma –saber qué pasó, cómo pasó, cuándo pasó y por qué pasó, hasta 
el mínimo detalle–), sí deben permitir fundar una declaración de culpabilidad o 
hacer posible una absolución333; esto es, la probanza necesaria para resolver 
la situación jurídica del acusado, mediante una decisión referida a la 
punibilidad o no de su conducta334.   
 
331 CAFFERATA, N. Cuestiones actuales sobre el proceso penal. Buenos Aires, 2000. 
332 PASTOR, Daniel. Encrucijadas del Derecho Penal Internacional y del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. Bogotá: Grupo Editorial Ibañez – Pontificia Universidad Javeriana, 2009, pág. 52. 
333 HASSEMER, Winfried. Persona, mundo y responsabilidad. Bases para una teoría de la imputación 
en Derecho Penal. Valencia: Tirant lo Blanch, 1999. 
334 MAIER, Julio. Derecho procesal penal. Buenos Aires: Editores del Puerto, 2003, pág. 151. En igual 




La función judicial, y particularmente la penal, difiere conforme a ello de todas 
las demás funciones del Estado porque es una actividad cognoscitiva, donde 
las elecciones y las decisiones vienen justificadas por criterios pragmáticos y 
subjetivos pero siempre referidos, como en cualquier otra forma de 
conocimiento a la búsqueda de la verdad objetiva. Es claro que, a diferencia 
del conocimiento científico, las decisiones sobre la verdad que intervienen en 
el juicio penal expresan un poder, dado que conforman el presupuesto del 
silogismo práctico que concluye en un fallo, sea de absolución o de condena. 
Se trata sin embargo de un poder de <comprobación> o de <verificación> 
distinto de cualquier otro poder público típicamente propio de la función 
judicial.335 
 
De acuerdo a lo anterior, el proceso penal debe demostrar, sin duda, la 
existencia y presencia de unos presupuestos fácticos que evidencien la 
configuración de las categorías dogmáticas del delito; esto es, tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad, pues solo a través de ellas y de la exclusión 
lógica de eximentes de responsabilidad, se puede determinar si el acusado es 
culpable o inocente336. Acorde con lo planteado, Roxin el fin del proceso penal 
es establecer “si el imputado ha cometido acciones punibles y, dado el caso, 
qué consecuencias le deben ser impuestas”.337  
 
(ii) Las teorías feministas radicales, apuntan a que se demuestren los 
escenarios de discriminación y cosificación, en los cuales, tienen lugar los 
asesinatos de las mujeres; su pretensión es nombrar, conceptuar y visualizar 
 
contradictorio y el esclarecimiento de los hechos como finalidad procesal. Cuadernos de Doctrina y 
Jurisprudencia Penal, Vol. 10, No. 18-19, 2005, pp. 309-324. 
335 FERAJOLI, Luigi. Derecho y Razón. Madrid: Editorial Trotta, 1995, pág. 69.  
336 PASTOR, D. Encrucijadas del derecho penal y del derecho internacional de los derechos humanos. 
Op. Cit., p. 52. 
337 ROXIN, C. Derecho procesal penal. Buenos Aires, 2000, p. 159. 
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que a las mujeres las matan por causas diferentes a las que matan a los 
varones. 
 
(ii) Si se suman los presupuestos (i) y (ii) se encuentra un común denominador: 
el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio logra conciliar los objetivos 
de la epistemología jurídica y los retos de las teorías feministas radicales, ya 
que los primeros, buscan una verdad para el proceso penal únicamente 
referida a la demostración de las categorías de la conducta punible, necesarias 
para desvirtuar la presunción de inocencia del acusado y proferir un fallo de 
condena y dentro de dichas categorías se encuentra la tipicidad, que para el 
tipo penal estudiado contiene un elemento subjetivo, que hace referencia a un 
propósito específico del autor (matar a las mujeres por el hecho de ser mujeres 
o por su identidad de género); entre tanto, los segundos pretenden nombrar, 
conceptuar y visualizar las causas por las cuales, asesinan a las mujeres y no 
a los hombres, es decir, que el derecho penal comunique que hay ámbitos de 
discriminación y cosificación; núcleos esenciales del elemento subjetivo del 
tipo penal en comento. 
 
De lo anterior se infiere que el objeto del conocimiento del estándar probatorio 
de la “convicción más allá de toda duda razonable” y de la “certeza”, para el 
delito de feminicidio, es el elemento subjetivo del tipo penal, referido al 
asesinato de una mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad de género.  
 
Ahora bien, la segunda pregunta se refiere a ¿Qué se debe considerar por 
objetividad en relación con el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio? 
¿La objetividad y neutralidad que ha estado presente en la cultura patriarcal? 
O ¿Una objetividad distinta?  
 





(i) Para la epistemología jurídica, la objetividad pretende evitar al máximo los 
errores338; por esta razón, el estándar de prueba no debe depender de una 
confianza subjetiva en una hipótesis339, pues los estándares de prueba 
subjetivos, no ofrecen ninguna protección contra los riesgos de las decisiones 
arbitrarias. “No hay uniformidad, ni justicia si cada juez utiliza sus propios 
criterios”340. 
 
Cuando el investigador recorre con exactitud los datos que fluyen de la 
realidad social y mantiene fidelidad en su examen bloqueando el paso a las 
arremetidas ideológicas, el conocimiento será puro, sin alteraciones, 
reproducción dialéctica de lo ocurrido.341 
 
(ii) En acápites precedentes se demostró que, en relación con la muerte 
violenta de las mujeres en Colombia, primero, que los grados de subjetividad 
judicial han sido considerables, y en ellos ha influido la estructura social, la 
cultura y la religión; todas ellas, patriarcales y, segundo, que ésta forma de 
razonar, la han mostrado como neutral y objetiva. 
 
(iii) Si se unen los presupuestos (i) y (ii) se arriba a la conclusión de que, al 
hacer depender la comprobación de una hipótesis en una confianza subjetiva, 
se toman decisiones arbitrarias y políticamente incorrectas que van en contra 
de la verdad. Comoquiera que históricamente y hasta la fecha, el poder judicial 
ha obrado con altos niveles de subjetividad, frente a los asesinatos de mujeres, 
al entender que sus muertes son iguales a las de los hombres, que murieron 
por amor, que provocaron al hombre o que las conductas antecedentes 
 
338 BAYON, Juan. Epistemología moral y prueba de los hechos: hacia un enfoque no benthamiano. 
Revista Mario Alario D'Filippo, vol. 2, núm. 4, pp. 6-30. 
339 LAUDAN. Larry. Op. Cit. Pág. 105. 
340 Ibídem. Pág. 95. 
341 SAA, Ernesto. Los procesos políticos colombianos y sus hombres. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 1999, pág. 43. 
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discriminatorias del autor son “normales” y “no constituyen violencia”, han sido 
decisiones arbitrarias y políticamente incorrectas, teniendo en cuenta que han 
escondido la verdad.  
 
(iv) Se deduce de lo expuesto que, los estándares probatorios de “certeza” y 
“convicción más allá de toda duda razonable” no pueden seguirse utilizando 
en el juzgamiento de los asesinatos de las mujeres, si en los mismos se 
inmiscuye la cultura patriarcal y los estereotipos de género. A contrario sensu, 
los estándares mencionados, son idóneos frente al tipo penal estudiado si con 
ellos, el operador jurídico busca elevados niveles de objetividad, lo cual se 
logra eliminando del raciocinio, tales preconcepciones o prejuicios. 
  
En este punto, la tercera pregunta sería ¿Cómo el juez puede alcanzar 
elevados niveles de objetividad en la valoración probatoria si debe juzgar un 
caso de feminicidio? 
 
Comoquiera que la respuesta a la pregunta amerita un análisis más amplio, la 
misma será abordada en el acápite siguiente. 
 
3.3. EL ESTÁNDAR PROBATORIO EXIGENTE ¿EN QUÉ CONTRIBUYEN 
LAS TEORÍAS FEMINISTAS RADICALES? 
 
Una de las apuestas de las teorías feministas radicales ha sido que quienes 
aplican el derecho penal, lo hagan con la estricta observancia de los 
instrumentos internacionales de los derechos humanos de las mujeres. A su 
vez, éstas normativas han impulsado un trabajo concienzudo de codificación 
de un corpus iuris que le impone a los Estados las obligaciones de respeto, 




En los acápites 1.2.3.1 y 1.2.3.2 del primer Capítulo, se relacionaron los 
Convenios Internacionales que contienen dichas obligaciones, siendo de 
especial relevancia la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra 
la Mujer de 1993342, que invita a los Estados a no invocar ninguna costumbre, 
tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de eliminar dicha 
violencia; la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer de 1967 y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer de 1979343, que exige modificar o derogar leyes, 
reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; 
cambiar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con 
miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas 
consuetudinarias, que estén basados en la idea de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 
hombres y mujeres; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará)344 , que 
consagró el derecho de las mujeres a vivir libres de toda forma de 
discriminación y en tal sentido, impuso obligaciones concretas a los Estados 
suscriptores de abolir leyes, reglamentos y prácticas que respalden la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer, así como erradicar 
los patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 
 
El acatamiento estricto de los instrumentos internacionales relacionados, dota 
de objetividad al estándar probatorio de “certeza” y “convicción más allá de 
toda duda razonable”, porque le imponen al Estado la obligación de erradicar, 
 
342ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS.  Declaración sobre la eliminación de la 
violencia contra la mujer. Resolución 48/104 del 20 de diciembre de 1993. En: 
[https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/violenceagainstwomen.aspx] 
343 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, Resolución 34/180 de 18 de diciembre 
de 1979, acogida por Colombia mediante la Ley 51 de 1981. En: 
[https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cedaw.aspx] 
344 que entró en vigencia para Colombia el 15 de diciembre de 1996, al aprobarse la Ley 248 de 1995 
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de la ley y de la práctica judicial, los estereotipos de género, que para los 
propósitos de este documento, son los que elevan la subjetividad judicial.  
 
Ahora bien, el aporte de las teorías feministas radicales va dirigido a develar 
que lo que se ha dado en llamar “objetividad” y “neutralidad” del poder judicial 
en la valoración probatoria, tratándose de las muertes violentas de las mujeres 
en Colombia, no es ni objetivo, ni neutral. Por el contrario, la sujeción a los 
instrumentos internacionales, no sólo conduce a la eliminación de los 
prejuicios y estereotipos de género, sino que además invita a lograr una 
objetividad distinta del estándar probatorio de condena del convencimiento 
más allá de toda duda razonable, por medio de la valoración probatoria en 
perspectiva de género. 
 
Y entonces, ¿valorar en perspectiva de género conduce a la adopción de 
criterios subjetivos u objetivos? 
 
Comoquiera que la perspectiva de género conjuga las obligaciones 
internacionales, con la movilización de las teorías feministas radicales, aporta 
criterios objetivos para la valoración probatoria en materia penal, porque se 
mueve en las arenas del bloque de constitucionalidad y el control de 
convencionalidad; el primero, que dota de carácter vinculante a los tratados 
internacionales sobre derechos humanos en el ordenamiento jurídico 
doméstico, en tanto el segundo, impone la sujeción del poder judicial a la 
observancia estricta del precedente judicial interamericano, que tiene una 
cláusula constitucional de acogida en el modelo constitucional colombiano, 
contenida en el inciso 2 del art. 93.345 
 
 
345 Al respecto ver: MARTÍNEZ, Gloria. La aplicación del derecho internacional por los jueces 
nacionales. Bogotá: Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 2019. 
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El diálogo entre el derecho internacional y el derecho nacional para las 
investigaciones de muertes violentas de las mujeres en un país, genera puntos 
de intersección que obligan al juez y elevan la objetividad en la valoración 
probatoria. Estas conexiones se evidencian en (i) el principio de diligencia 
debida y, (ii) en el concepto de violencia hacia la mujer, que se resumen a 
continuación: 
 
(i) En el capítulo 2 se analizaron los alcances del principio de diligencia debida, 
que aquí se sintetizan, para los propósitos pretendidos: En primer lugar, el 
principio mencionado reconoce a la mujer como sujeto de derechos de 
especial protección constitucional e internacional; protección reforzada que se 
deriva de la discriminación histórica de la que ha sido víctima. En segundo 
lugar, constituye el deber del Estado de implementar acciones afirmativas y 
medidas especiales, tendientes a lograr un castigo efectivo de todo tipo de 
violencia que se ejerza en su contra346. En tercer lugar, en la investigación, 
juzgamiento y sanción de dichas violencias, el Estado debe brindar a la mujer 
y a sus familiares una respuesta judicial efectiva frente a cualquier tipo de 
violencia en su contra, que incluye la adopción de una perspectiva de género 
en la investigación, juzgamiento y sanción de todo tipo de violencia hacia la 
mujer, la cual involucra el reconocimiento de la desigualdad sistemática que 
ha tenido la mujer y la prohibición de revictimización con base en estereotipos 
negativos347. En cuarto lugar, el principio mencionado depara la existencia de 
recursos judiciales que sean accesibles, sencillos, rápidos, imparciales e 
independientes (que no sea discriminatoria) e idóneos para investigar, 
sancionar y reparar las violaciones que se lleguen a denunciar y, en tal sentido, 
 
346 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de 
violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado de: 
[https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm]  
347 C-297 de 2016. 
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evitar la impunidad348. En quinto lugar, en el marco de la diligencia debida, el 
derecho penal debe ser capaz de reiterar la condena de la violencia y de 
fortalecer la confianza de las mujeres en la capacidad de las autoridades de 
protegerlas de estos actos que tienden a la negación de su autonomía349. 
 
(ii) El concepto de violencia hacia la mujer, como el contenido esencial del 
elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, constituye el objeto del 
conocimiento de la valoración probatoria que, al ser interpretado en 
perspectiva de género, delimita los cánones de objetividad, comoquiera que 
su contenido y alcance se desprende los instrumentos internacionales 
referenciados. Este aspecto será abordado más adelante, en el acápite titulado 
“el objeto del conocimiento”. 
 
En síntesis, las teorías feministas radicales le aportan a los estándares 
probatorios de condena de la “certeza” y el “convencimiento más allá de toda 
duda razonable”, la perspectiva de género en la valoración del recaudo 
probatorio, como criterio que tiende a elevar los presupuestos de objetividad y 
la consecución de la verdad necesaria para la demostración del tipo penal de 
feminicidio; presupuestos, de los cuales, se afirma su objetividad, debido a que 
se desprenden directamente de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos. A su vez, la perspectiva de género, contiene dos lineamientos 
esenciales: los alcances de la diligencia debida y lo que debe entenderse por 
violencia hacia la mujer.   
 
 
348 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de 
violencia en las Américas. OEA/SER.L/V/II. DOC. 68, 20 de enero de 2007. Recuperado de: 
[https://www.cidh.oas.org/women/Acceso07/indiceacceso.htm] 
349 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México, sentencia del 30 de agosto de 2010; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, sentencia del 31 
de agosto de 2010. Caso Campo algodonero Vs. México, sentencia del 16 de noviembre de 2009 
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3.4. LOS ESTÁNDARES PROBATORIOS DE CONDENA, LA 
PERSPECTIVA DE GÉNERO Y EL LOGRO DE LA OBJETIVIDAD: 
PROPUESTA DEL PASO A PASO. 
 
El propósito de este acápite es establecer una guía que pueda ser utilizada 
por los jueces a la hora de valorar las pruebas que lleguen, a su conocimiento, 
por conducto de las partes: fiscalía y defensa.  
 
Se propone la valoración de las pruebas con objetividad; esto es, en 
perspectiva de género, la cual involucra los siguientes pasos: (i) el Juez debe 
tener dos puntos de partida que son la inocencia del acusado, por un lado, y 
la eliminación de perjuicios hacia la víctima, por el otro; (ii) una vez haya 
agotado las fases anteriores, debe identificar el objeto del conocimiento; esto 
es ¿A dónde me deben conducir las pruebas?, que para la presente 
investigación, deben guiar hacia la determinación de si está probado o no el 
elemento subjetivo del tipo; etapa en la cual, debe observar los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, el precedente judicial constitucional y 
el precedente interamericano, que se han encargado de establecer su 
contenido; (iii) luego de que el funcionario judicial tenga claridad sobre el 
elemento subjetivo del tipo, sepa cuál es el objeto del conocimiento, entienda 
en qué consiste matar a una mujer por el hecho de ser mujer, lo siguiente es 
proceder a valorar los indicios que lo demuestran. Comoquiera que en esta 
faceta ya ha eliminado los prejuicios y tiene claridad sobre el contenido 
esencial del elemento subjetivo del tipo de feminicidio, aquí le corresponde 
valorar las pruebas legítimamente allegadas al proceso, conforme a las 
exigencias impuestas por el objeto del conocimiento decantado en la fase 
anterior. Con estos pasos, “el convencimiento más allá de toda duda 
razonable” y la “certeza” habrán adquirido la objetividad necesaria para 
determinar si el acusado es o no responsable de la conducta de feminicidio. A 




3.4.1. Los puntos de partida: la inocencia y la eliminación de prejuicios. 
 
(i) Primer punto de partida: La inocencia (anotaciones de la 
epistemología jurídica en la valoración probatoria). 
 
El juzgador debe partir del conocimiento sobre la inocencia de quien está 
siendo investigado penalmente y tratarlo como tal, a lo largo de la actuación; 
la presunción de inocencia juega como un principio informador del proceso 
penal, que intenta alejar principalmente a los jueces del atávico perjuicio social 
de la culpabilidad350; de esta manera “la posición de una parte (el acusado) es 
favorecida sistemáticamente, mientras que la de la otra parte (la acusación) es 
sistemáticamente desfavorecida por la distribución de las cargas 
probatorias”351.  
 
En este sentido, la posición subjetiva del operador jurídico siempre debe 
ubicarse en la inocencia del acusado y que la hipótesis contraria debe ser 
demostrada, por el ente de persecución penal, mediante pruebas.  
 
En el proceso penal, esta regla es de particular relevancia por motivaciones 
éticas y de política criminal, dado que se refiere al tratamiento jurídico de una 
persona que se presume inocente, entonces “es necesario que esa valoración 
se realice siguiendo estándares especialmente elevados, de modo que se 
minimice el riesgo de la condena de un inocente”.352 Esto significa que la 
condena de un acusado, únicamente debe darse cuando el juzgador ha 
sometido la hipótesis de la culpabilidad a una prueba rigurosa. El ente de 
persecución penal debe haber mostrado que la hipótesis de la inocencia 
 
350 NIEVA, Jordi. La razón de ser de la presunción de inocencia. INDRET, Revista para el análisis del 
Derecho , 1 (2016), pág. 1-23. Recuperado de [http://www.indret.com/pdf/1203_es.pdf] 
351 TARUFFO, Michele. Op. Cit. Pág. 117. 
352 Ibídem. Pág. 122. 
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simplemente no puede ser encajada con la evidencia presentada en el 
juicio.353 
 
Para el tipo penal de feminicidio, el acusado debe ser absuelto, si no se 
satisface el estándar probatorio de la culpabilidad, referido a la muerte de una 
mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad de género, teniendo en 
cuenta que le corresponde al ente acusador la carga de demostrar la 
responsabilidad, conforme al estándar pertinente; que para el caso colombiano 
es la convicción más allá de toda duda razonable354. 
 
De otro lado, la presunción de inocencia, como regla de tratamiento y regla de 
prueba en el juicio, exige que el acusado sólo pueda ser condenado por 
feminicidio, cuando existan pruebas que, demuestren con un alto nivel de 
objetividad (lo más cercano posible a la realidad), el elemento subjetivo del 
tipo. De otro modo, de no existir prueba de dicho presupuesto, está habilitado 
a declarar la responsabilidad por homicidio, siempre y cuando se hayan 
satisfecho las demás categorías de la conducta punible. 
 
(ii) Segundo punto de partida: La eliminación de prejuicios ¡El logro de la 
perspectiva de género! 
 
El juez debe eliminar de su fase cognoscitiva perjuicios patriarcales y 
machistas y asimilar los criterios en perspectiva de género, así: 
 
PREJUICIOS QUE DEBE ELIMINAR 
EL JUEZ ANTES DE INICIAR LA 
FASE COGNOSCITIVA 
CRITERIOS QUE DEBE ASIMILAR EL 
JUEZ EN PERSPECTIVA DE 
GÉNERO ANTES DE INICIAR LA 
FASE COGNOSCITIVA 
 
353 LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. Op. Cit. 
Pág. 111. 
354 Ibídem. Pág. 112. 
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La violencia en contra de la mujer es 
un asunto privado, que se resuelve 
en ámbitos íntimos; por ello, no es 
grave. 
La violencia en contra de la mujer es 
de interés público; reviste una 
gravedad que activa la persecución 
penal, en el marco de la diligencia 
debida. 
No existen cimientos estructurales 
de la violencia de género. No existen 
condiciones históricas subyacentes 
de discriminación en contra de la 
mujer. 
Sí existe una violencia estructural 
(jurídica, política, social y cultural) 
hacía las mujeres, basada en 
estereotipos de género. 
Las actuaciones violentas de los 
hombres hacia las mujeres se deben 
al comportamiento de éstas. La 
mujer es un agente provocador. 
Las actuaciones violentas de los 
hombres hacia las mujeres, obedece 
a la discriminación, cosificación y 
subordinación de aquellos hacia 
éstas. 
Es normal la violencia hacia la mujer. No es normal la violencia hacia la 
mujer. 
Existe el honor varonil como derecho 
que el ordenamiento jurídico debe 
proteger; por lo tanto, puede ser 
criterio fundamentador de una 
reducción de punibilidad. 
El honor varonil no es un interés 
tutelado por el derecho, por lo tanto, 
no se debe tener en cuenta, ni 
siquiera como criterio 
fundamentador. 
Hay eventos en los cuales el amor o 
pasiones intensas (celos) llevan a un 
hombre a causar la muerte de una 
mujer. 
Estos criterios son utilizados para 
degradar la conducta a homicidio, 
atenuar la responsabilidad o restarle 
Nadie acaba con la vida de otro ser 
humano por amor. 
Ni la ausencia, ni la deformación, ni 
el exceso de amor llevan a una 
persona a causar la muerte de otra. 
Las causales de emoción violenta o 
ira e intenso dolor, no pueden tener 
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gravedad al comportamiento 
violento. 
cabida en la muerte de una mujer. 
Deben eliminarse. 
Los comportamientos obsesivos, de 
control, de persecución, de celos, de 
hostigamiento, de acoso sexual, 
humillación, son propios de una 
relación de pareja. 
Los comportamientos obsesivos, de 
control, de persecución, de celos, de 
hostigamiento, de acoso sexual, 
humillación, no son normales dentro 
de una relación de pareja; por el 
contrario, con ellos, el hombre afirma 
o reafirma su situación de 
superioridad o poder sobre la mujer. 
Al interior de una relación, hay 
obligaciones sexuales de la mujer 
hacia el hombre. 
La mujer es libre de disponer de su 
sexualidad. 
Se debe dar mayor protección a la 
familia por encima de los sujetos que 
la integran. 
Se debe garantizar los derechos de 
los miembros de la familia, a vivir 
libres de violencia. 
La mujer está subordinada al 
hombre, le debe sumisión y 
obediencia; por lo tanto no puede 
controvertir sus reglas. Se 
desconoce la autonomía de la mujer. 
La mujer no está subordinada al 
hombre. Es autónoma. Puede 
subvertir las reglas impuestas por los 
varones. 
El hombre es dueño del cuerpo y la 
sexualidad de la mujer. 
La mujer es dueña de su cuerpo y 
sexualidad, puede disponer de ellos 
libremente. 
La muerte de la mujer, en todos los 
casos, es igual a la de un hombre; en 
los dos escenarios, el bien jurídico es 
la vida biológica. 
Hay circunstancias en las cuales, la 
muerte de las mujeres no es igual a 
la de los hombres. Existen causas 
por las que, matan a las mujeres y 
esas mismas causas no están 
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presentes en los asesinatos de los 
hombres. Cuando la muerte de la 
mujer tiene lugar en escenarios de 
cosificación o discriminación, no se 
trata sólo de la vida biológica, sino 
del derecho a vivir una vida libre de 
violencias. 
El derecho, en general, y el derecho 
penal, en particular deben conservar 
las funciones de los sexos mediante 
las decisiones judiciales. 
La asignación de funciones a los 




3.4.2. La identificación del objeto del conocimiento. 
 
El objeto del conocimiento en el feminicidio se refiere a la generación de la 
muerte de una mujer, por el hecho de ser mujer o por su identidad de género.  
 
En el Capítulo I y II de este documento se demostró que el propósito de matar  
a una mujer por el hecho de ser mujer (elemento subjetivo del tipo), hace 
referencia a la violencia de género que le antecede, “resultado de relaciones 
de poder, dominación y privilegio detentados por los hombres y naturalizados 
por la sociedad”355.  
Ahora bien, por violencia de género debe entenderse cualquier actuación de 
los hombres contra las mujeres en su deseo de obtener poder, dominación o 
 
355 MUNEVAR, Dora & GUTIÉRREZ, Ángela. Conciencia del valor de sí: conjugación de labor, 
acción y espacios para desnaturalizar las violencias de género. Texto preparado para enviar a 
convocatoria en temas de victimología (noviembre), Bogotá, 2011. En: MUNEVAR, Dora. Delito de 
femicidio. Muerte violenta de mujeres por razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, 
pp. 135- 175, pág. 145. En igual sentido, MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. 
Feminicidio sexual sistémico en Ciudad Juárez. México: Porrúa, 2009. 
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control356, fundamentadas en las bases de “la desigualdad social vivida por las 
mujeres respecto de los hombres”357. El cuerpo femenino se ubica, para el 
autor, como sitio privilegiado de dominación masculina358. 
 
Los femicidas están atacando cuerpos sexuados, cuerpos construidos a lo 
largo de la historia, cuerpos con sustratos ideológicos anclados en nociones 
biológicas dicotómicas, derivadas de la diferencia sexual, arraigadas en 
representaciones sociales ligadas a la desvalorización fisiológica.359 
 
En síntesis, el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, está 
determinado por escenarios de violencia, discriminación, cosificación360, 
instrumentalización o prejuicio. El autor obra con la convicción de que la mujer 
no es autónoma, ni libre, que debe obedecerle y que no puede controvertir ni 
discutir las órdenes o peticiones del varón y es ahí donde debe apuntar la 
prueba. 
 
Esas causas están relacionadas con procesos de cosificación que tienen lugar 
en órdenes patriarcales jerarquizados y dicotómicos que pretenden vaciar los 
 
356 MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en Ciudad 
Juárez. México: Porrúa, 2009. 
357 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 151. 
358 LAGARDE, Marcela. Causas generadoras de los delitos sexuales. México: Cámara de Diputados, 
LIV Legislatura, Foro de Consulta Popular sobre Delitos Sexuales, 1989. 
359 ZÁRATE, Campos María. Enfermedades de mujeres’. Ginecología, médicos y presunciones de 




360 Se adopta el concepto de cosificación aportado por MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio 
Muerte violenta de mujeres por razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 
175: “La cosificación es un proceso por el cual se sustrae a las personas del orden simbólico de la cultura; 




derechos de las mujeres361: el autor, no la reconoce como sujeto de derechos, 
no la ve como par, sino como objeto de posesión y dominio362.  
 
De otro lado, la expresión “identidad de género” contenida en el elemento 
subjetivo del tipo penal, hace referencia a los asesinatos de mujeres que 
socialmente se asumen como tales, aun cuando, sus patrones biológicos, 
difieran de esa concepción. En estos eventos, se trata de delitos de prejuicio 
en los cuales, el autor discrimina a la víctima por su pertenencia a un grupo 
poblacional específico, es decir, por lo que son, por sus expresiones de 
género, por su identidad de género o por su orientación sexual. Significa lo 
anterior, que existe un criterio de discriminación o exclusión en la mente del 
autor y ello conlleva a visibilizar la gravedad de una conducta.363 
 
3.4.3. Valoración de los indicios para demostrar el objeto del 
conocimiento. 
 
En este acápite se exponen los indicios que se deben tener en cuenta para 
determinar si el elemento subjetivo del tipo, se encuentra objetivamente 
acreditado en el proceso penal; descripción que se hará para cada una de las 
categorías de feminicidio identificadas en el II Capítulo de esta investigación. 
Seguidamente se hará referencia a la valoración de los mismos, de manera 
 
361 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 145. Igualmente, LAGARDE, Marcela. 
Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos de las mujeres. En: 
BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen (coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  San Sebastián: 
Antropología Elkartea, 2008. 
362 LAGARDE, Marcela. Antropología, feminismo y política: violencia feminicida y derechos humanos 
de las mujeres. En: BULLEN, Margaret & DÍEZ, Carmen (coords.), Retos teóricos y nuevas prácticas.  
San Sebastían: Antropología Elkartea, San Sebastián, 2008. 
363 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos humanos. (4 de mayo de 2015). Informe 
sobre discriminación y violencia contra las personas por motivos de orientación sexual e identidad de 
género. Obtenido de 
https://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/HRC/29/23&referer=/english/&Lang=S. En 
igual sentido, Colombia Diversa. (2015). Cuerpos excluidos, rostros de impunidad. Informe de violencia 




integral, para que el Juez, luego de agotadas estas etapas, pueda determinar 
si encontró probado o no el objeto del conocimiento. 
 
(i) Hechos que conducen a la discriminación y prejuicio como esencia del 
objeto de conocimiento. El Modelo Protocolo Latinoamericano de Investigación 
de las Muertes Violentas de Mujeres por razones de género364 y la Directiva 
0014 del 2016 de la Fiscalía General de la Nación, hacen referencia a los 
indicios a partir de los cuales se puede establecer como probado el objeto de 
conocimiento, esto es, que se ha causado la muerte de una mujer por el hecho 
de ser mujer o por su identidad de género. Matar a una mujer por el hecho de 
ser mujer o por su identidad de género, plantea varios escenarios de análisis 
probatorio, esto es, varias formas de asesinato sexista365, que fueron 
abordados en el Capítulo II y, que ahora, serán retomadas para efectos de 
delimitar el campo probatorio366: 
 
Feminicidio íntimo, familiar: es el asesinato cometido por hombres cercanos a 
la mujer, por tener o haber tenido una relación afectiva, un vínculo familiar o 
una situación de convivencia367; se perpetra en contra de una mujer adulta o 
 
364 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. ALTO COMISIONADO PARA LOS 
DERECHOS HUMANOS. Modelo de Protocolo Latinoamericano de investigación de las muertes 
violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio). Panamá: Diseños e Impresiones 
Jeicos.  
365 Término utilizado por Diana Rusell para identificar las distintas maneras en las cuales, se causa la 
muerte de una mujer en escenarios de discriminación. Ver principalmente, RUSSELL, Diana & 
HARMES, Roberta (eds.) Feminicidio: una perspectiva global. México: Colección Diversidad 
Feminista, Coedición CEIICH-UNAM/Comisión Especial para Conocer y Dar Seguimiento a las 
Investigaciones Relacionadas con los Feminicidios en la República Mexicana y a la Procuración de 
Justicia Vinculada. 2006. 
366 Para la construcción de la tipología se tuvo en cuenta las siguientes investigaciones: SAGOT, 
Monserrat. Estrategias para enfrentar la violencia contra las mujeres: reflexiones feministas desde 
América Latina. Revista Athenea Digital, 2008, pp. 215-228. CARCEDO, Ana (coord.) No olvidamos 
ni aceptamos: femicidio en Centroamérica 2000-2006. San José de Costa Rica: Cefemina y Horizons, 
2010. MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175. 
367 Al respecto puede verse: MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por 
razones de género. Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 148. 
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una niña.368 En este escenario, el indicio para determinar si el elemento 













368 MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en Ciudad 
Juárez. México: Porrúa, 2009. 
369 UFEM. Unidad Fiscal Especializada en Violencia contra las mujeres. Instrumento para la medición 

























Acoso, intimidación, persecución, 
obsesión,  control, celotipia, generación de 
miedo, la humillación (en espacios 
públicos y privados), la privación de 
alimentos, el encierro, la invasión de 
espacios personales, la violación a la 
intimidad (revisión del celular, 
interceptación de mensajería, el 
acompañamiento no consentido a 
espacios a los que usualmente frecuenta 
la mujer, vrg., lugar de trabajo, de estudio, 
de entretenimiento), la imposición de 
reglas de conducta a la mujer (dejar de 
estudiar, abandonar el trabajo, aislarse de 
los amigos, no vestir determinadas 
prendas, no asistir a ciertos lugares). 
 
Violencia contra otras mujeres de la familia  
 
Embarazo de la víctima. 
 
Manifestaciones verbales del autor hechas 
frente a testigos: “Si ella no es mía no es 
de nadie”, “primero la mato antes de que 
se vaya con otro hombre”, “si me dejas te 
mato”. 
 
El autor ejerce actos de 
dominación y control 
respecto de la víctima, no 
la ve como un sujeto de 
derechos, la entiende de 
su propiedad, anula su 
autonomía. 
Hay discriminación 
previa al asesinato. 
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Separación, divorcio o manifestación de la 
voluntad de la víctima de cortar el vínculo. 
 
 
La mujer le demuestra al 
hombre que es un sujeto 
de derechos autónomo, 
capaz de decidir con 
























Signos de violencia excesiva en el cuerpo 
de la mujer; lesiones en zonas vitales; 
intensidad y fuerza en los golpes; 
evidencia de lesiones ocasionadas de 
tiempo atrás; que el asesinato se haya 
cometido en el domicilio común o en el de 
la víctima o victimario, en espacios 
asociados a rutinas propias de la relación 
o en escenarios en los cuales, no hubiera 
parecido importante ocultar el suceso a 
testigos. En estos casos, es común que el 
autor cometa el delito en sitios públicos. 
Comisión del delito frente a otros 
familiares, principalmente los hijos o los 
padres.  
Utilización de instrumentos domésticos 
como armas cortopunzantes. 
Ejercicio de dominio, 
control y posesión sobre 
el cuerpo de la mujer. 





















 Valoraciones psicológicas de la víctima 
que denoten la presencia de miedo (en 
casos de tentativa de feminicidio).  
 
Conducta posterior del agresor de 
arrepentimiento, entrega voluntaria, 
declaración de culpabilidad o suicidio.  
 
Reafirmación de poder, 
dominio y control sobre la 
mujer, mediante el envío 
de un mensaje a la 
sociedad y a las 
autoridades. 
 
Si se analizan los anteriores circunstancias en los asesinatos de Yanira Rojas 
Ramírez, Vivian Paola Urrego Pulido, Claudia Giovanna Rodríguez Altuzarra y 
el caso de Paola Andrea Torres Noreña (en este evento en grado de tentativa), 
se llega a la conclusión de que el autor cosificaba, discriminaba y ejercía actos 
de poder y control sobre la mujer; por lo tanto, el elemento subjetivo del tipo 
penal de feminicidio se encontraba demostrado bajo el estándar probatorio del 
convencimiento más allá de toda duda razonable. 
 
Feminicidio no íntimo: es el asesinato de mujeres por hombres con quienes no 
se ha sostenido una relación cercana afectiva, familiar o de convivencia; 
empero, tiene lugar en relaciones de trabajo y relaciones de compañerismo o 
amistad, en las cuales se presenta un ciclo previa de violencia370. Es necesario 
reiterar que la violencia, no sólo hace referencia a las agresiones físicas, sino 
también a las afectaciones psicológicas. Lo que delimita el elemento subjetivo 





370 MUNEVAR, Dora Inés. Delito de femicidio Muerte violenta de mujeres por razones de género. 
Revista Estudios Socio Jurídicos, 2012, pp. 135- 175, pág. 148. 
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HECHO INDICADOR HECHO INDICADO 
Que el autor haga manifestaciones 
de dominación o poder sobre la 
víctima. 
Utilización de armas cortopunzantes 
o asfixia. 
 
Asesinato en lugares privados. 
 
Mensajes o simbología en el cuerpo 
de la víctima. 
Actos de discriminación, ejercicio de 
poder y control. 
 
Feminicidio sexual: En estos, el asesinato es una acción planeada, tendiente 
a obtener un beneficio (utilizar a la mujer como trofeo de guerra en escenarios 
de conflicto armado, dañar a la mujer por venganza, causar su muerte por 
ajuste de cuentas). También están incluidas dentro de esta hipótesis, los 
asesinatos de mujeres cuando previamente han mediado actos de violencia 
sexual, en los cuales la mujer, previamente se ha negado a las pretensiones 
afectivas del individuo371. 
 
En esta tipología de feminicidio, el varón ve a la mujer como un objeto de 
consumo y desecho, y pueden tener lugar en un ámbito público como en el 
ámbito privado, sin necesidad de un vínculo previo. En esta categoría, se 
realizan ataques sexuales directos o simbólicos en contra de la mujer, cuyas 





371 MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en Ciudad 








Evidencias de violencia sexual previa 
o posterior al asesinato. 
Lesiones genitales o paragenitales. 
Posición de la vestimenta de la 
víctima. 
Sujeciones y ataduras en cualquier 
parte del cuerpo. 
Estrangulamiento. 
Mutilaciones o daños de diversa 
índole sobre la dermis. 
Utilización de fetiches sexuales. 
Cadáver arrojado o expuesto en un 
lugar público. 
El autor entiende que el cuerpo de la 
mujer le pertenece; por tanto, la 
discrimina. 
 
El asesinato de la niña Yuliana Samboni constituye un feminicidio sexual, 
teniendo en cuenta que el autor realiza actos de instrumentalización sobre su 
cuerpo: varias mordidas en diferentes partes del cuerpo; lesiones genitales en 
zona perivaginal y perianal; asfixia mecánica por sofocación y 
estrangulamiento; cuerpo desnudo ubicado en posición fetal; uso de una tanga 
roja femenina que le ataba el torso con un amarradijo que simulaba ser un 
moño de regalo; cuerpo untado de aceite; marcas físicas de presión y fuerza 
sobre los miembros inferiores y superiores; ropa escondida en una bolsa de 
color blanco. El Juzgado 35 Penal del Circuito con funciones de conocimiento, 
consideró que en este caso, la víctima fue utilizada como un objeto de 
“desmedida satisfacción sexual” y luego concluyó372: 
 
372 Juzgado 35 Penal del Circuito con funciones de conocimiento, sentencia radicado 




Es posible para el Juzgado inferir razonablemente que la violencia soportada 
por YASM fue producto de las perversas dinámicas de discriminación de 
género, que alimentan las violencias ejercidas contra la mujer. Su cuerpo fue 
tomado –mediante el rapto–, usado –mediante el sometimiento a actos 
sexuales de toda índole–, ungido –como fetiche sexual–, eliminado de él, todo 
atisbo de vida y finalmente desechado (…) es posible también inferir, 
razonablemente, que los hechos estuvieron enmarcados por una relación 
desigual de poder entre víctima y victimario. 
  
Feminicidio por ocupaciones estigmatizadas373: tienen lugar en escenarios de 
criminalidad organizada, en los cuales, los asesinatos de mujeres surgen de 
una ideología bajo la cual, ellas pueden ser utilizadas como mercancías (ej. La 
trata de personas), como producto de venganza entre bandas, o como trofeos 
de guerra en escenarios de conflicto armado o por el repudio a ocupaciones 








Ocupación de la víctima reprochada 
socialmente. 
Evidencia de ajuste de cuentas. 
Simbología en el cuerpo de la víctima 
o en la escena de los hechos. 
Armas cortopunzantes. 
Lesiones en la cara y el cuello. 
El autor entiende que el cuerpo de la 
mujer es un escenario de ejercicio 
de poder, frente a otros. 
 
373 MONÁRREZ, Fragoso Julia. Trama de una injusticia. Feminicidio sexual sistémico en Ciudad 
Juárez. México: Porrúa, 2009. 
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Cadáver arrojado o expuesto en un 
lugar público. 
 
Feminicidio por identidad de género: Se presenta cuando se causa la muerte 
de una mujer cuya identidad de género es producto de un constructo social y 
una asimilación personal. En estos eventos, el elemento subjetivo del tipo está 
determinado por la discriminación que da lugar a los denominados crímenes 
de prejuicio, en los cuales, el mensaje enviado por el autor es el reproche y 







Uso de armas de fuego. 
Uso de armas corto contundentes. 
Degollamiento. 
Empalamiento. 
Simbología en la escena de los 
hechos.   
Prejuicio o discriminación hacia las 
expresiones de género. 
 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento del 
municipio de Garzón (Huila), dentro del radicado 412986000591201700156, 
condenó por el delito de feminicidio por identidad de género a DAVINSON 
STIVEN ERAZO SÁNCHEZ, por haber asesinado a Anyela quien socialmente 
se identificada y asumía como mujer. En esta oportunidad, el órgano juzgador 
llegó al convencimiento más allá de toda duda razonable, de la concurrencia 
del elemento subjetivo del tipo, comoquiera que fue demostrado por la Fiscalía 
que la muerte tuvo lugar por las expresiones de género de la víctima que el 
autor reprochaba y por ello, ya había intentado agredir a Anyela, en anteriores 
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oportunidades con un machete, hacía manifestaciones de prejuicio y 
homofobia que fueron puestas de presente por los testigos374. 
 
(ii) Apreciación de los indicios para llegar al convencimiento más allá de toda 
duda razonable de que se encuentra acreditado el elemento subjetivo del tipo. 
Sobre la apreciación definitiva de la prueba, Dohring manifiesta la necesidad 
de que el juez, contemple el material probatorio en su conjunto, comparando 
todos los medios de conocimiento de forma unitaria y coherente, extrayendo 
las contradicciones presentes entre ellos, relevantes e irrelevantes, otorgando 
condiciones de verdad para que ingresen en el proceso de asunción y criterios 
de falsedad para restarles el poder suasorio, así “el juez tiene que desligarse 
ahora del pormenor y contemplar los fragmentos para ver cómo concurren a 
formar el cuadro global”375, ya que “de la clara y determinada visión de las 
partes singularmente consideradas, pasamos a la visión de conjunto, integral 
y armónicamente definida, mediante la luz meridiana de la síntesis final, 
lograda por la elaboración de la mente”376. 
 
Esta valoración definitiva de las pruebas, debe conducir al logro de una 
información lo más cercana posible a la verdad de que detrás del asesinato de 
una mujer, estuvo presente un escenario de discriminación o prejuicio, sin que 
ello implique la probanza cierta e irrefutable del contexto de los literales 
contemplados en el artículo 104 A, pues si bien estos permiten inferir el 
elemento subjetivo, no lo reemplazan, tal como lo ha decantado la 
jurisprudencia constitucional, analizada en acápites anteriores. 
 
 
374 Juzgado Segundo Penal del Circuito con funciones de conocimiento del municipio de Garzón (Huila), 
dentro del radicado 412986000591201700156. (3, diciembre, 2018) 
375 DOHRING, Erich. La prueba, su práctica y apreciación. Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa 
–América, 1972, pág. 406. 
376 FRAMARINO, Dei Malatesta Nicola. Lógica de las pruebas en materia criminal. Bogotá: Editorial 
Temis, 1978, pág. 136. 
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Lo anterior teniendo en cuenta que el procedimiento penal es un sistema de 
investigación de cuestiones empíricas y el logro de la verdad, conduce a la 
consecución de la justicia y legitima la función jurisdiccional, en tanto mejora 
las prácticas para reducir el error, aminora la posibilidad de solucionar el caso, 
mediante un juicio erróneo, entendiendo por tal, falso: condenar a quien no 
cometió el delito o absolver a aquél que sí lo hizo377.  
 
El estándar de prueba del convencimiento más allá de toda duda razonable, 
debe presuponer, entonces objetividad: una conexión deductiva sólida entre la 
evidencia presentada y el elemento subjetivo del tipo378. Se requiere 
racionalidad objetiva en la decisión y por ello, la misma debe estar 
debidamente motivada con base en la prueba aportada en el proceso. A dicha 
objetividad se llega, atendiendo los lineamientos dados por el derecho 
internacional y la jurisprudencia constitucional, en relación con las exigencias 
del principio de diligencia debida y la demarcación de lo que debe entenderse 
por violencia contra la mujer, en perspectiva de género. 
 
El juez está obligado a objetivar su propia decisión sobre los hechos, indicando 
los criterios seguidos y argumentando las razones por las que ha considerado 
que un determinado hecho estaba probado o no probado379.  
 
Aún cuando, siguiendo a Ferrer Beltrán, nunca un conjunto de elementos de 
juicio, por grande y relevante que éste sea, permitirá adquirir certezas 
racionales sobre la verdad de una hipótesis, sí es posible preferir una hipótesis 
explicativa respecto de otra; habrá alguna que tenga mayor grado de 
 
377 LAUDAN, Larry. El estándar de prueba y las garantías en el proceso penal. Op. Cit.  
378 LAUDAN. Larry. Por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo no es un estándar. Op. Cit. 
Pág. 106. 
379 TARUFFO, Michele. Tres observaciones sobre “por qué un estándar de prueba subjetivo y ambiguo 
no es un estándar”, de Larry Laudan. DOXA, Cuadernos de filosofía del Derecho, 28 (2005), ISSN: 
0214-8676 (115-126). Pág. 121. 
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fundamentación o corroboración380, y es ahí donde debe apuntar el estándar 
de prueba, para determinar la condena en el juicio. 
 
El razonamiento debe ser probabilístico bajo los conceptos de probabilidad 
inductiva que atienda a las valoraciones de política legislativa, constitucional e 
internacional; “es la propia estructura del razonamiento la que exige mostrar 
que se ha superado determinado nivel de corroboración de una hipótesis 
fáctica para justificar que se acepte como probada”. 381 
 
Para considerar probada la hipótesis de la existencia del elemento subjetivo 
del tipo, deben darse las siguientes condiciones: (i) La hipótesis, esto es la 
discriminación o el prejuicio, deben tener un alto nivel de contrastación, 
explicar los datos disponibles y ser capaz de predecir nuevos datos que, a su 
vez, hayan sido corroborados; (ii) deben haberse refutado todas las demás 
hipótesis plausibles, explicativas de los mismos datos, que sean compatibles 
con la inocencia382, sin que ello en todo caso signifique, que la refutación esté 
alimentada por perjuicios o estereotipos de género, que conducen a 
invisibilizar o normalizar los actos de control, dominio o posesión que el 
hombre hace sobre la mujer.  
 
Con los pasos expuestos sobre cómo debe operar la valoración de los indicios 
para establecer como probado el elemento subjetivo del tipo de feminicidio, se 
logra elevar la objetividad del estándar de condena del convencimiento más 
allá de toda duda razonable, se evitan decisiones erróneas y se cumple con el 




380 FERRER, Jordi. Los estándares de prueba en el proceso penal español. Op. Cit. Pág. 5. 
381 FERRER, Jordi. Los estándares de prueba en el proceso penal español. Op. Cit. Pág. 6 
382 Ibídem. Pág. 6. 
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3.5. OTRAS CONSIDERACIONES. 
 
Al iniciar la ejecución del proyecto de investigación se pretendió indagar sobre 
la labor de la Fiscalía, en relación con la reconstrucción probatoria, del 
elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, como una medida para 
coadyuvar al logro de la objetividad de los estándares probatorios de condena 
de “la certeza” y el “convencimiento más allá de toda duda razonable”. 
 
Sin embargo, a medida que fue avanzando el análisis documental, el problema 
de investigación se fue centrando en la labor del juez, comoquiera que los 
estándares enunciados, son de la órbita de su competencia, a fin de que pueda 
establecer si está habilitado o no para emitir un fallo de condena. 
 
Por esta razón, la investigación se enfocó en la labor judicial, al advertir 
además la existencia de ciertas problemáticas de la función jurisdiccional, 
referidas a los estereotipos de género que se utilizan para aminorar la 
responsabilidad penal, mediante figuras como la ira y el intenso dolor o para 
degradar la conducta al tipo penal de homicidio que, en todo caso, conduce a 
decisiones erróneas e injustas, entendiendo por tales, falsas, es decir 
contrarias a la verdad. 
 
No obstante lo anterior, los hallazgos de la investigación, brindan insumos al 
ente de persecución penal en relación con el diseño del programa 
metodológico y el planteamiento de la teoría del caso, en eventos en los cuales 
se ha causado la muerte de una mujer, por el hecho de ser mujer o por su 
identidad de género.  
 




(i) El documento plantea una historiografía del derecho penal que pone en 
evidencia que el derecho penal ha sido discriminatorio y desigual. Esta 
evidencia le aporta a la Fiscalía, en la medida en que, a partir de ella, pueda 
eliminar los estereotipos de género a la hora de diseñar el programa 
metodológico, ya que como titular de la pretensión acusadora, debe partir de 
la hipótesis de que se ha cometido un feminicidio, por lo que, la recolección de 
elementos materiales probatorios, deben estar encaminados a reconstruir los 
indicios que se enmarcan en cada categoría de feminicidio. 
 
(ii) El segundo aporte de la investigación es que delimita el contenido esencial 
del elemento subjetivo del tipo e indica cuáles son los hechos indicadores que 
conducen a demostrar los escenarios de discriminación, cosificación, 
subordinación o prejuicio. A partir de este conocimiento, el titular de la acción 
penal puede encauzar la recolección de los medios de convicción y sustentar 
sus pretensiones en las distintas audiencias del sistema acusatorio, 
comoquiera que, al ser la circunstancia de “matar a una mujer por el hecho de 
ser mujer o por su identidad de género” un elemento subjetivo del tipo, que 
debe analizarse desde el juicio de tipicidad objetiva, incide de manera cardinal 
en cómo plantea sus pretensiones de control de legalidad de la captura, 
formulación de imputación, solicitud de imposición de medida de 
aseguramiento, alegatos de inicio y alegatos de conclusión. Igualmente le 
ayudan a plantear los argumentos de pertinencia, conducencia y necesidad de 
la prueba. 
 
(iii) Otro de los aportes, gira en torno al entendimiento de que el cumplimiento 
estricto de los instrumentos internacionales sobre los derechos humanos de 
las mujeres, en el marco de la diligencia debida, conducen a un ejercicio 
políticamente correcto del onus probandi, teniendo en cuenta que es a la 





Lo anterior permitirá, que la función acusadora se desarrolle por cauces de 
legitimidad, necesaria para nombrar, visualizar y conceptualizar una realidad 
que antes no era nombrada, conectada con la gravedad de la violencia hacia 
la mujer.  Esta circunstancia es de cardinal trascendencia, en razón  a que, es 









































El presente documento analizó los fundamentos teóricos,  jurídicos y 
epistemológicos, que conducen al juez a valorar los indicios para dar por 
demostrado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, bajo los 
estándares probatorios del convencimiento más allá de toda duda razonable y 
de certeza. 
 
Como fundamentos teóricos se tomaron las posturas de feministas radicales 
que critican el derecho penal en su creación y aplicación, porque ha tenido una 
pretensión de objetividad y neutralidad centrada en la ideología de 
superioridad del hombre hacia la mujer y, en tal sentido, ha generado 
tratamientos punitivos diferenciados, que han puesto en desventaja a la 
población femenina. Bajo estas apuestas teóricas, el derecho penal ha 
naturalizado y ha hecho invisible que existen causas por las cuales, asesinan 
a las mujeres y esas mismas causas, no están presentes en la muerte de los 
hombres. Por ello, lo que se ha establecido como objetivo y neutral, en realidad 
no lo es y ha generado en la práctica judicial, una serie de estereotipos 
fundados en la diferenciación negativa entre los sexos. 
 
Estos presupuestos teóricos fueron demostrados en los Capítulos I y III. Los 
resultados de la investigación en estos acápites, demuestran que la 
desigualdad del derecho penal en el tratamiento de hombres y mujeres, se da 
en dos ámbitos: el primero, en el escenario de configuración normativa a cargo 
del legislador y el segundo, en la labor judicial.  
 
Respecto del primero, se encontró que el Código penal del 27 de junio de 1837, 
imbuido por el Cristianismo, consagró el honor varonil como bien jurídico digno 
de tutela punitiva, por ello, creó tipos penales con un sujeto activo calificado: 
el adulterio, el concubinato y los amancebamientos, únicamente castigaban el 
comportamiento de la mujer. Éste fue el terreno fértil para que el Código penal 
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del Estado Soberano de Bolívar, sancionado en 1872, y el Código penal de 
1890, establecieran expresa y taxativamente, la exoneración de 
responsabilidad, bajo la figura de la inculpabilidad absoluta, para el varón que 
asesinara a su esposa, ascendiente o descendiente que fuera encontrada en 
adulterio o en actos preparatorios del mismo. Comoquiera que en estos casos, 
el legislador estableció una presunción iuris et de iure es, referida a la 
inculpabilidad absoluta en beneficio del autor, las teorías feministas radicales, 
han entendido que el derecho penal creó un derecho en favor del hombre para 
restablecer el honor varonil, cuando el mismo fuera mancillado por la conducta 
de la mujer.  Ahora bien, debido a la influencia de la Escuela Positivista del 
derecho penal, el 24 de abril de 1936 se expidió un nuevo código penal, que 
consagró el instituto del perdón judicial, ya que según los postulados de esta 
escuela, el hombre que mata a su cónyuge adúltera, demuestra bajos niveles 
de peligrosidad, porque comete la conducta movido por pasiones y 
normalmente se entrega a las autoridades y confiesa el crimen. El estatuto 
punitivo del 23 de enero de 1980 y la Ley 599 del 2000, consagraron la figura 
de la ira y el intenso dolor como causal de atenuación punitiva para estos 
casos. 
 
Respecto de la práctica judicial, el Capítulo I, II y III, pusieron de presente 
varios hallazgos: (i) la labor de los jueces en gran parte de vigencia de los 
códigos penales referidos, se dio bajo un modelo constitucional, que sometía 
el poder judicial a la observancia estricta de la ley; por ello, ni los tratados 
internacionales, ni los principios y valores de justicia, debían ser observados 
por el juez; (ii) la religión católica precursora de la diferenciación negativa 
basada en los sexos, tuvo fuerte incidencia en la regulación jurídica de las 
conductas humanas, debido a la celebración del concordato entre la Iglesia y 
el Estado colombiano; (iii) estos presupuestos se afincaron en la mente de los 
jueces bajo la fórmula de los estereotipos y prejuicios que jugaron en contra 
de la mujer, porque se concibió que el varón era superior a ella, que era dueño 
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y señor de su cuerpo y sexualidad, que podía discriminarla y que, en todo caso, 
estos actos de discriminación eran normales, no eran graves y, en general, 
estaban justificados. En el Capítulo I, se analizaron sentencias de la Corte 
Suprema de Justicia que fueron expedidas en vigencia de la Ley 599 de 2000 
y bajo la norma fundamental de 1991, en las cuales se evidenció que el 
comportamiento de la mujer en ejercicio de su autonomía, puede considerarse 
un acto grave e injusto, que da forma a la aplicación de la disminución de la 
pena, bajo el instituto de la ira y el intenso dolor, en la cual se revela el honor 
varonil como un interés que el derecho penal está llamado a garantizar; 
también se concluyó que la Corte Suprema de Justicia sólo en un caso, dio 
aplicación a la Ley 1257 de 2008, que estableció la causal de agravación 
punitiva de matar a una mujer por el hecho de ser mujer, aun cuando en 
segunda instancia el Tribunal haya considerado que Alexander de Jesús Ortiz 
Ramírez obró por amor y motivado por el comportamiento de la víctima. A su 
vez, en el Capítulo II, se estudiaron varios eventos de asesinatos de mujeres: 
Yanira Rojas Medina, Vivian Paola Urrego Pulido, Rosa Elvira Cely y las 
mujeres ultimadas a manos de Fredy Armando Valencia Vargas; muertes 
violentas que pusieron en evidencia la concurrencia de causas específicas que 
llevaron a su deceso y, pese a ello, el poder judicial tampoco aplicó la causal 
de agravación punitiva de matar a una mujer, por el hecho de ser mujer, 
contenida en la Ley 1257 de 2008.  En el Capítulo III, se retomaron estos 
casos, junto con la tentativa de feminicidio de Paola Andrea Torres Noreña, a 
partir de los cuales se determinó los prejuicios y preconcepciones que tienen 
los jueces a la hora de valorar la prueba. 
 
Como fundamentos jurídicos esta investigación estudió los códigos penales de 
1837 al 2000. Adicional a ello, analizó los modelos constitucionales de 1886 y 
1991, para encontrar que, bajo la Carta Política de 1991, Colombia se erige 
como un Estado laico, el juez no solo le debe observancia al texto estricto de 
la ley, sino que debe someterse su poder de decisión a los principios y valores 
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constitucionales, a la prevalencia de los derechos inherentes del individuo y a 
la sujeción a los estándares internacionales sobre derechos humanos.  
 
En este escenario se evidenció que existen instrumentos internacionales que 
imponen obligaciones al Estado de prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer. La Convención en contra de la Discriminación hacia la mujer 
de la ONU y la Convención Belém Do Pará de la OEA, en lo que atañe al 
juzgamiento de dichas violencias, crean dos conceptos de importancia cardinal 
para el tema objeto de investigación: el primero, hace alusión al principio de 
diligencia debida y el segundo, dota de contenido y alcance el concepto de 
violencia hacia la mujer.  De la mano, con los hallazgos de organismos 
internacionales autorizados para interpretar el alcance de las convenciones 
internacionales y las obligaciones que ellas imponen a los Estados, se 
determinó que el principio de diligencia debida exige del poder público la 
investigación, juzgamiento y sanción de las violencias hacia la mujer, en 
perspectiva de género, lo que obliga entre otras cosas, al poder judicial a 
eliminar de la fase conceptual de la valoración probatoria, los prejuicios y 
preconcepciones. A su turno, frente al concepto de violencia en contra de la 
mujer, se concluyó que su contenido está dado por escenarios 
discriminatorios, que llevan al varón a la concepción de poder disponer del 
cuerpo y la sexualidad de la mujer y que cualquier ejercicio de la autonomía 
por parte de ésta, es lo que lleva al hombre a asesinarla. 
 
Estos presupuestos del derecho internacional fueron examinados con la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 
precedente constitucional y una providencia de la Corte Suprema de Justicia, 
que bajo el criterio de la diligencia debida y el concepto de violencia hacia la 
mujer, se han encargado de dotar de contenido el elemento subjetivo del tipo 
penal de feminicidio, creado por la Ley 1761 del 2015, que permitió decantar 
lo que el juez debe entender por matar a una mujer por el hecho de ser mujer 
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o por su identidad de género (criterio imprescindible para valorar la prueba). 
Este recorrido se hizo en el Capítulo II, en cuyos hallazgos se evidenció que 
dicho elemento subjetivo se demuestra con la prueba de un contexto de 
discriminación que puede estar presente en escenarios públicos como 
privados. De aquí se concluyó que existen feminicidios íntimos, no íntimos, 
sexuales, por posiciones estigmatizadas y por identidad de género, en los 
cuales quedan latentes las relaciones asimétricas de poder y cosificación del 
hombre hacia la mujer y que lo que históricamente se ha visto como normal, 
no lo es: constituye discriminación y por tanto violencia. Estos análisis, fueron 
contrastados con las sentencias C-297 de 2016 y C- 539 de 2016, en las 
cuales la Corte Constitucional estableció que los literales a) al f) del artículo 
104A del Código Penal, modificado por la Ley 1761 de 2015, permiten inferir 
el elemento subjetivo del tipo, pero que no lo reemplazan ni conllevan a que 
pueda prescindirse de él, por lo que es necesario valorar el recaudo probatorio 
a fin de determinar el criterio esencial de discriminación. 
 
En relación con los fundamentos epistemológicos, se estudiaron los 
estándares probatorios de condena contenidos en la Ley 600 del 2000 y en la 
Ley 906 del 2004; la certeza para la primera y la convicción más allá de toda 
duda razonable para la segunda. Dichos fundamentos permitieron arribar a las 
siguientes conclusiones: (i) los estándares probatorios enunciados poseen 
altos niveles de subjetividad en la fase conceptual previa a la valoración 
probatoria; (ii) el juez debe eliminar las preconcepciones a la hora de valorar 
el material probatorio; (iii) los estándares estudiados pueden llegar a ser éticos 
y pueden conducir a la toma de decisiones políticamente correctas, si se 
elevan los niveles de objetividad, porque el fin del proceso penal, si bien no es 
la consecución de la verdad en su acepción realista, sí debe luchar por el logro 
de la verdad necesaria para dar por demostradas las categorías de la conducta 
punible y la ausencia de causales de exoneración de responsabilidad; (iv) la 
consecución de la verdad depende, sin embargo, del modelo procesal penal; 
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en la Ley 600 del 2000, comoquiera que el juez puede practicar pruebas de 
oficio, existe mayor aproximación a la verdad que en la Ley 906 de 2004, pues 
en ésta, la verdad depende de los aportes probatorios de las partes, en un 
escenario en el cual, el juez no puede decretar pruebas de oficio; (v) en uno y 
otro sistema procesal, sin embargo, el juez sólo puede emitir sentencia de 
condena por feminicidio, cuando se ha demostrado con un alto nivel de 
objetividad, la muerte de una mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad 
de género. 
 
Como aporte, la investigación suministra el paso a paso de la valoración que 
debe realizar el juez sobre las pruebas, para establecer cómo podría dar por 
demostrado el elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio, con elevados 
niveles de objetividad. Este aporte se logró al analizar, relacionar y contrastar 
las teorías feministas radicales, los presupuestos jurídicos y los postulados 
epistemológicos.  
 
Estos hallazgos que se encuentran en el Capítulo III, determinan cinco fases 
en la valoración probatoria, para determinar si se ha probado o no el elemento 
subjetivo del tipo penal de feminicidio. 
 
En la primera faceta, el juez debe valorar los indicios en perspectiva de 
género, que le impone la obligación de liberarse de estereotipos, de manera 
previa a la valoración probatoria. Las preconcepciones negativas que debe 
suprimir de su faz cognoscitiva son las siguientes: 
 
(i) La violencia contra las mujeres es normal; (ii) el hombre puede disponer del 
cuerpo y sexualidad de las mujeres; por lo tanto, no hay autonomía de éstas 
para decidir sobre su cuerpo y sexualidad; (iv) la mujer es un agente 
provocador; de ahí que, los comportamientos de las mujeres dan lugar a las 
actitudes violentas de los hombres; (v) la mujer tiene obligaciones sexuales, 
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de sumisión y de obediencia; entonces se presume que en los actos sexuales 
ha dado su consentimiento; (vi) la mujer le debe sumisión al hombre y 
comoquiera que el proyecto de vida de aquella, está supeditado a los designios 
de éste, debe obedecerle; (vii) si el cuerpo y la sexualidad de la mujer, son de 
libre disposición del varón y si aquella le debe sumisión a éste, cualquier forma 
de subvertir la voluntad masculina o el honor varonil, constituye un acto grave 
e injusto, que puede llevar a aminorar la culpabilidad, en virtud del instituto de 
la ira y el intenso dolor; (viii) el acoso, la intimidación, la persecución, la 
obsesión, el control, la celotipia, la cosificación, la generación de miedo, la 
humillación, la privación de alimentos, el encierro, la invasión de espacios 
personales, la violación a la intimidad (revisión del celular, interceptación de 
mensajería, el acompañamiento no consentido a espacios a los que 
usualmente frecuenta la mujer, vrg., lugar de trabajo, de estudio, de 
entretenimiento), la imposición de reglas de conducta a la mujer (dejar de 
estudiar, abandonar el trabajo, aislarse de los amigos, no vestir determinadas 
prendas, no asistir a ciertos lugares), son actos de “amor”, de “conquista”, de 
“enamoramiento”, de “situaciones normales de pareja”. Por lo tanto, si existe 
evidencia de estas conductas que antecedieron a la muerte de la mujer, no 
constituyen actos de violencia y el asesinato, no se generó por el hecho de ser 
mujer; (ix) existen crímenes pasionales, los hombres matan por amor; (x) 
matar a una mujer por el hecho de ser mujer o por su identidad de género, 
exige demostrar ciclos previos de violencia referidos a agresiones físicas o 
verbales que generen daño en el cuerpo o en la psiquis de la víctima, para lo 
cual deben haber pruebas científicas. 
 
En la segunda faceta, y luego de que el juez está libre de prejuicios debe 
tener dos puntos de partida: el primero tiene que ver con la presunción de 
inocencia y el segundo, con el entendimiento de la perspectiva de género, que 
viene impuesta por el derecho internacional de los derechos humanos y ha 




La observancia estricta de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, dotan de objetividad los estándares probatorios de la certeza y el 
convencimiento más allá de toda duda razonable. Su importancia es que 
nombran, visibilizan y conceptúan ciertas actitudes varoniles como escenarios 
discriminatorios y por tanto, configuran violencia hacia la mujer. Estos 
presupuestos, fueron analizados con los planteamientos de la epistemología 
jurídica, que propenden porque el derecho penal haga una aproximación lo 
más cercana posible a la verdad, necesaria para determinar la configuración 
de la conducta punible; que para el objeto de esta investigación, se centra en 
el elemento subjetivo del tipo. Dichos criterios que elevan la objetividad en la 
valoración probatoria, son los siguientes: 
 
(i) La violencia en contra de la mujer es de interés público; reviste una 
gravedad que activa la persecución penal, en el marco de la diligencia debida; 
(ii) existe una violencia estructural (jurídica, política, social y cultural) hacía las 
mujeres, basada en estereotipos de género; (iii) las actuaciones violentas de 
los hombres hacia las mujeres, obedecen a la discriminación, cosificación y 
subordinación de aquellos hacia éstas; (iv) no es normal la violencia hacia la 
mujer; (v) el honor varonil no es un interés tutelado por el derecho, por lo tanto, 
no se debe tener en cuenta, ni siquiera como criterio fundamentador de 
circunstancias que aminoran la punibilidad; (vi) nadie acaba con la vida de otro 
ser humano por amor, ya que ni la ausencia, ni la deformación, ni el exceso de 
amor llevan a una persona a causar la muerte de otra; (vii) las causales de 
emoción violenta o ira e intenso dolor, no pueden tener cabida en la muerte de 
una mujer, cuando ésta ha ejercido actos en el ámbito de su autonomía; (viii) 
los comportamientos obsesivos, de control, de persecución, de celos, de 
hostigamiento, de acoso sexual, humillación, no son normales dentro de una 
relación de pareja; por el contrario, con ellos, el hombre afirma o reafirma su 
situación de superioridad o poder sobre la mujer; (ix) la mujer es libre de 
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disponer de su cuerpo y de su sexualidad; (x) se debe garantizar los derechos 
de los miembros de la familia, a vivir libres de violencia; (xi) la mujer no está 
subordinada al hombre; es autónoma; por lo tanto, puede subvertir las reglas 
impuestas por los varones; (xii) hay circunstancias en las cuales, la muerte de 
las mujeres no es igual a la de los hombres. Existen causas por las que, matan 
a las mujeres y esas mismas causas no están presentes en los asesinatos de 
los hombres. Cuando la muerte de la mujer tiene lugar en escenarios de 
cosificación o discriminación, no se trata sólo de la vida biológica, sino del 
derecho a vivir una vida libre de violencias; (xiii) la asignación de funciones a 
los sexos no está determinada biológicamente. 
 
En la tercera fase, el juez debe identificar el objeto del conocimiento; 
responder a la pregunta ¿Qué es lo que debe probar la acusación frente al 
elemento subjetivo del tipo penal de feminicidio? La discriminación en 
cualquiera de los escenarios planteados, constituye el contenido del elemento 
subjetivo del tipo penal de feminicidio y así debe ser considerada por el 
funcionario judicial, a la hora de valorar el caudal probatorio. 
 
En los Capítulos II y III se demostró que el elemento subjetivo del tipo penal 
de feminicidio, está determinado por escenarios de violencia, discriminación, 
cosificación, instrumentalización o prejuicio. El autor obra con la convicción de 
que la mujer no es autónoma, ni libre, que debe obedecerle y que no puede 
controvertir ni discutir las órdenes o peticiones del varón y es ahí donde debe 
apuntar la prueba. 
 
En la cuarta fase, el juez debe proceder a la valoración probatoria. Los 
resultados de la investigación sugieren el análisis y examen de los indicios, a 
partir de la configuración de hechos indicadores, que conduzcan a la 
demostración de los escenarios de discriminación, poder, dominación y control 




Los hechos indicadores están referidos a las actitudes del varón de manera 
antecedente, concomitante y posterior a la realización de la conducta. Estas 
actitudes discriminatorias se verifican en distintos escenarios feminicidas y 
deben ser valorados en la categoría de indicios.   
 
En el feminicidio íntimo la discriminación se demuestra con comportamientos 
del varón, previos al asesinato, referidos a la celotipia, el control, la obsesión, 
la imposición de reglas de conducta, la invasión de espacios personales, la 
verbalización de la cosificación y todos los actos que revelen que consideraba 
a la mujer como un objeto de su propiedad y que el ejercicio de la autonomía 
por parte de ésta, llevó a subvertir los deseos de aquél y éste fue el factor 
desencadenante del asesinato –por ejemplo la manifestación del deseo de la 
mujer de no retornar en una relación afectiva–. Como factores concomitantes, 
se encuentran la utilización de armas cortopunzantes, la ejecución de la 
conducta en lugares públicos o en los domicilios, ya sea de la víctima o del 
victimario, en presencia de los hijos o frente a familiares; finalmente, como 
hechos indicadores posteriores, se deben analizar la confesión voluntaria, la 
entrega a las autoridades y las manifestaciones de arrepentimiento. 
 
En el feminicidio no íntimo, que puede ser sexual o por ocupaciones 
estigmatizadas, el hecho indicador es la instrumentalización del cuerpo de la 
mujer y la negativa o imposibilidad de ésta de acceder a las pretensiones 
afectivas o sexuales del varón o castigarla por las labores que desempeñaba 
en sociedad (lo cual se determina con el mecanismo de muerte utilizado que 
puede estar referido a la asfixia, estrangulamiento o el uso de armas 
cortopunzantes, la posición del cuerpo de la víctima que devele sometimiento, 
evidencia de actos sexuales o acceso carnal o de cosificación e 





En el feminicidio por identidad de género, se presenta una aversión o prejuicio 
por parte del autor, frente a las expresiones de género de la víctima, quien 
socialmente se asume como mujer. En esta tipología, los hechos indicadores 
previos al asesinato están referidos a las manifestaciones de repudio del autor 
frente a las expresiones de género, sea de la víctima o en general, de cualquier 
persona transexual; como factores concomitantes, la utilización de armas de 
fuego o mecanismos corto contundentes y la exposición del cadáver en 
lugares públicos. 
 
En la última fase, el operador jurídico debe hacer la valoración probatoria de 
manera integral, contemple el material probatorio en su conjunto, comparando 
todos los medios de conocimiento de forma unitaria y coherente, extrayendo 
las contradicciones presentes entre ellos, relevantes e irrelevantes, otorgando 
condiciones de verdad para que ingresen en el proceso de asunción y criterios 
de falsedad para restarles el poder suasorio, así “el juez tiene que desligarse 
ahora del pormenor y contemplar los fragmentos para ver cómo concurren a 
formar el cuadro global”, ya que “de la clara y determinada visión de las partes 
singularmente consideradas, pasamos a la visión de conjunto, integral y 
armónicamente definida, mediante la luz meridiana de la síntesis final, lograda 
por la elaboración de la mente”. 
 
Esta valoración definitiva de las pruebas, debe conducir al logro de una 
información lo más cercana posible a la verdad de que detrás del asesinato de 
una mujer, estuvo presente un escenario de discriminación o prejuicio, sin que 
ello implique la probanza cierta e irrefutable del contexto de los literales 
contemplados en el artículo 104 A, pues si bien estos permiten inferir el 




El estándar de prueba del convencimiento más allá de toda duda razonable, 
debe presuponer, entonces objetividad: una conexión deductiva sólida entre la 
evidencia presentada y el elemento subjetivo del tipo. Se requiere racionalidad 
objetiva en la decisión y por ello, la misma debe estar debidamente motivada 
con base en la prueba aportada en el proceso. A dicha objetividad se llega, 
atendiendo los lineamientos dados por el derecho internacional y la 
jurisprudencia constitucional, en relación con las exigencias del principio de 
diligencia debida y la demarcación de lo que debe entenderse por violencia 
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